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En 1989, con la firma de una carta de intención entre el recién electo gobierno de Carlos Andrés Pérez

y el Fondo Monetario Internacional (FMI), se dio inicio, formalmente, a un programa de ajuste estruc-

tural, uno de cuyos componentes es la reforma del Estado, a fin de insertar a la sociedad venezolana

en los procesos de globalización de mercados y de reestructuración institucional que estaban tenien-

do lugar a escala mundial. El ajuste había comenzado en 1983 con la primera devaluación del bolívar

en tres décadas pero el «GranViraje», como se llamó al programa de ajuste estructural en 1989, marcó

un hito al poner fin a la estrategia de «desarrollo nacional», instrumentada durante las tres décadas

anteriores, mediante su substitución por una estrategia de crecimiento coherente con las nuevas reglas

de juego que se estaban diseñando en los foros supranacionales. Reglas dirigidas a la construcción de

un nuevo orden geopolítico y económico mundial que incentivaban la apertura de las economías na-

cionales a los mercados mundiales, cambios en las políticas públicas de los gobiernos y reformas es-

tructurales al Estado-Nación.

El «Gran Viraje» prometía una serie de resultados positivos en el corto y mediano plazo. La apertura

de la economía nacional a los mercados mundiales tendría como consecuencia un crecimiento eco-

nómico con base en las ventajas comparativas de que disponía el país, la renovación de los flujos

financieros externos y su inversión en los sectores más rentables y competitivos de la economía, lo

cual garantizaría la reconversión y modernización tecnológica del aparato productivo. Las políticas

de austeridad en el gasto público, la privatización de las empresas públicas y la descentralización y

desconcentración de las agencias del gobierno central, garantizarían una mayor eficiencia asignativa

y distributiva de los recursos y una mejor cobertura en la prestación y calidad de los servicios propor-

cionados por el Estado a los ciudadanos. El nuevo marco regulatorio de los mercados domésticos de

productos y servicios prometían el control de la inflación, el aumento del poder adquisitivo de la

población y una gradual reducción de la pobreza y las desigualdades sociales.

El programa suponía, sin embargo, un doloroso pero corto período de transición, durante el cual de-

bería producirse la reconversión productiva y los ajustes sociopolíticos necesarios para el logro de

sus metas y objetivos.

Éste es el contexto en el cual los autores decidimos reorientar nuestra línea de investigación a fin de

dar cuenta de los posibles impactos que la nueva estrategia de crecimiento económico estaba tenien-

do en las actividades agrícolas y en las poblaciones rurales del país. Nuestra hipótesis inicial era que

los procesos de globalización en curso a nivel supranacional, conjuntamente con las políticas de ajus-

te estructural a nivel nacional, producirían una serie de impactos económicos, políticos, ambientales,

I N T R O D U C C I Ó N
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y en las condiciones de vida y trabajo de los habitantes de los espacios rurales. La complejidad de la

matriz de políticas que componían el programa de ajuste nos hacía intuir una gran diversidad de efec-

tos, no todos ellos intencionales o deseables, no todos ellos con la misma intensidad, direccionalidad

y ritmo. Por otra parte, ¿cómo negociarían los agentes sociales (nacionales, regionales y locales) tan-

to la reconversión de sus actividades económicas, como las nuevas relaciones de poder implícitas en

el programa de ajuste?

Estas preguntas dieron origen a varias líneas de investigación interrelacionadas. Una tiene como ob-

jetivo evaluar los impactos de las políticas de ajuste en los sistemas productivos y en las relaciones

sociales de varios municipios rurales considerados representativos del conjunto (cfr. Llambí y Arias,

1997; Llambí, Arias y Gouveia, 1997). Otra línea busca analizar los impactos de las políticas de refor-

ma del Estado, particularmente las más vinculadas al sector público agrícola, en diferentes regiones

y localidades rurales del país.

Un artículo titulado «La Reforma del Estado y las Teorías del Estado» (1993) dio inicio a esta segunda

línea de investigación. En ese artículo se abordaron los procesos de reforma del sector público agrí-

cola durante el período 1989 a 1992 como resultado de la confrontación de dos proyectos alternativos:

uno, al que denominamos «endógeno», había sido concebido inicialmente en la década de los 70 por

algunos grupos empresariales del país, y con posterioridad a 1984 había sido adoptado con sucesivas

modificaciones por los diferentes gobiernos nacionales. El otro, al que denominamos «exógeno», 

había sido formulado inicialmente por las agencias multilaterales (AMLs) a fines de los años 80 como

uno de los componentes de sus programas de ajuste estructural. En 1989 ambos proyectos fueron in-

tegrados en el programa de ajuste de la administración de Carlos Andrés Pérez, el «Gran Viraje».

Una de las principales contribuciones de ese estudio, consistió en identificar los procesos de negocia-

ción por medio de los cuales ambos proyectos fueron gradualmente apropiados y redefinidos «desde

la sociedad civil», por unas cambiantes coaliciones de intereses «nacionales» (por ejemplo, las em-

presas que surgieron y se consolidaron en el marco de las políticas proteccionistas anteriores) y «sub-

nacionales» (los recién electos gobernadores de Estado y alcaldes), que pugnaban por dotar al ajuste

estructural con contenidos diferentes a los que proponían las agencias multilaterales (cfr. Llambí y

Gouveia, 1993).

El artículo destacó también el papel desempeñado por las AMLs durante el «Gran Viraje», así como

sus formas de vinculación con los altos funcionarios del gobierno nacional durante ese período. Sin

embargo, al no contar con suficiente investigación empírica previa, el artículo no estaba en la posibi-
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lidad de destacar suficientemente los papeles asumidos por otros importantes agentes sociales (como

los sindicatos y gremios profesionales, las organizaciones sociales locales, etc.) en el proceso, así

como de evaluar los diferentes impactos generados por las políticas de reforma en los sistemas agro-

alimentarios y en las entidades territoriales subnacionales (estados y municipios).

El presente estudio tiene como objetivo comenzar a superar estas lagunas de conocimiento, así como

extender la descripción y explicación del proceso de ajuste estructural y reforma del Estado hasta

1996, fecha final de la recolección de información del proyecto de investigación. El estudio abarca,

por lo tanto, el conjunto de reformas económicas y políticas ocurridas en Venezuela durante el perío-

do que abarca de 1989 a 1996.

El sector público constituye en el trabajo una «ventana» privilegiada para el estudio de todo el pro-

ceso de ajuste estructural. Este criterio guió la selección de los casos de estudio tanto a nivel nacional

como subnacional. A nivel nacional, el estudio de la reforma del Estado se centró en el análisis de los

procesos de reestructuración del Ministerio de Agricultura y Cría (MAC) y las agencias a él adscritas.

A nivel «subnacional», y a fin de analizar los vínculos entre la reforma del sector y los procesos de

descentralización y municipalización, se seleccionaron seis casos de estudio: los estados Aragua,

Mérida y Sucre, y los municipios Zamora (Aragua), Pueblo Llano (Mérida) y Cajigal (Sucre).

Los principales objetivos de la investigación son la descripción y explicación de los eventos que con-

dicionaron la toma de decisiones y la implementación de las políticas de ajuste estructural y reforma

del sector público agrícola, así como sus vínculos con los procesos de descentralización en estados y

municipios «rurales» durante el período considerado. El objetivo último, por lo tanto, es explicar los

procesos de reforma como políticas públicas, es decir como proyectos asumidos por los gobiernos

nacionales y subnacionales.

Una evaluación exhaustiva de los resultados intencionales y no intencionales del proceso escapa a los

objetivos del estudio. Aunque, en el análisis de algunos procesos específicos se logren identificar las

condiciones que posibilitaron el éxito o fracaso de determinadas políticas. No se trata tampoco de un

estudio normativo sobre «el deber ser» de las políticas de reforma, aunque nunca perdimos de vista la

posibilidad y conveniencia de formular recomendaciones a las autoridades competentes como resul-

tado de la investigación. Tampoco es una investigación teórica, aunque tanto en el marco teórico de la

investigación como en los resultados, se dan algunos elementos que permitirían redefinir los concep-

tos fundamentales y enfoques de las teorías del Estado en el marco actual de los procesos de reforma

a nivel nacional y de reestructuración del orden geopolítico y económico a nivel mundial.
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P R O B L E M A S T E Ó R I C O S E H I P Ó T E S I S

El objetivo del modelo teórico que guía la investigación es formular un conjunto de hipótesis que

permitan explicar el ritmo, la intensidad y la direccionalidad del proceso de ajuste y reforma del Esta-

do, como resultado de las condiciones (políticas, económicas e institucionales) que en cada período o

coyuntura específica limitaron o posibilitaron las decisiones tomadas y las acciones implementadas

por un conjunto de agentes sociales protagónicos.

En el actual contexto de globalización de mercados y de reestructuración institucionales, nacionales

y mundiales, estos factores condicionantes así como los agentes protagonistas en estos procesos, es-

tán localizados en diferentes escenarios: supranacionales (las agencias multilaterales, las empresas

transnacionales, etc.), nacionales (los funcionarios electos y no electos del gobierno central, los sindi-

catos y gremios nacionales, etc.) y subnacionales (los funcionarios de las gobernaciones de estado y

alcaldías, los grupos de interés locales…). Dependiendo de las condiciones que los afectan, los agen-

tes (individuales o colectivos) manifiestan sus propios intereses, fines y prioridades, así como «már-

genes de maniobra» y capacidades de actuación diferenciales en cada caso.

En el actual proceso de reforma es esperable que se produzcan avances y retrocesos, así como con-

flictos de interés y de gestión entre los diferentes gobiernos nacionales (central, estadales, y munici-

pales), entre las agencias del Estado, las empresas mercantiles «privadas» y las organizaciones de «la

sociedad civil». Esperamos también que los resultados de las políticas efectivamente implementadas

estén asociados, de diferentes manera, a los proyectos específicos de los agentes sociales. Supone-

mos, por último, que el avance o retroceso general del proceso dependerá no sólo de las condiciones

económicas vigentes en cada coyuntura, sino también de la capacidad técnica y de liderazgo de los

gobernantes, y de las negociaciones de los múltiples agentes que participan en él.

Los diferentes ritmos, intensidades y direccionalidad de los diversos componentes del proceso, pue-

den dar lugar a consecuencias no intencionales e indeseadas en la organización institucional interna

del Estado. Pero nos interesa no sólo identificar los cambios formales o institucionales del Estado,

sino también sus vínculos con las cambiantes relaciones de poder que les dieron origen y que resul-

taron de ellos.

1 4



In
tr

o
d

u
c

c
ió

n

D I S E Ñ O D E L A I N V E S T I G A C I Ó N

El estudio se basa en un diseño de investigación empírica, de tipo historiográfico, sobre el proceso de

ajuste estructural y reforma del Estado en Venezuela en el período 1989 a 1996. El estudio también se

basa en un diseño comparativo de análisis a partir de siete casos: el Ministerio de Agricultura y Cría

(MAC) y sus agencias adscritas; los estados Aragua, Mérida y Sucre, y los municipios Zamora (Ara-

gua), Pueblo Llano (Mérida) y Cajigal (Sucre). Los criterios para la selección de los estados fueron el

peso de la agricultura en la estructura productiva, su localización geográfica a fin de lograr una relati-

va cobertura nacional, la afiliación política de los gobernadores (sus diferencias o no con el gobierno

nacional), y disparidad en el ritmo de ejecución de las políticas de reforma.

La investigación documental se centró en fuentes de información hemerográficas y bibliográficas,

constituyendo un paso previo para el diseño de las guías de entrevista y observación, en cada caso. Se

analizaron documentos oficiales de diferente tipo (planes y proyectos, informes, etc.). También se

consultaron diferentes bases de datos hemerográficas a fin de reconstruir los procesos de toma de de-

cisiones y acciones de los diferentes decisores de políticas públicas.

Por último, se realizaron entrevistas semi-estructuradas a los agentes protagónicos en cada proceso

específico, que tuvieron como finalidad lograr sus relatos de los principales eventos. Las entrevistas

variaron de acuerdo a la posición de cada agente en el proceso. De esta manera se buscaba no sólo

constatar la veracidad de los hechos narrados sino también la disparidad de sus lecturas y discursos.

El trabajo consta de seis capítulos. En la primera parte del capítulo I se realiza una breve revisión críti-

ca de los principales enfoques teóricos sobre el Estado, a fin de seleccionar los problemas de investi-

gación más relevantes para el estudio y comenzar a definir las principales categorías de nuestro mode-

lo de análisis. En la segunda, estas categorías son enmarcadas temporalmente, a fin de situar el proce-

so de reforma en el actual período histórico. El capítulo II tiene como objetivo ubicar la reforma del

sector público agrícola en la historia económica y política reciente del país y en éste, además, se iden-

tifican los principales proyectos de reforma y su vínculos con los diferentes programas de ajuste im-

plementados durante el período. El capítulo III se centra en el análisis de la reforma del MAC y sus

agencias adscritas. Se observan y describen las condiciones específicas a cada período del programa

de ajuste y la actuación de los diferentes agentes protagónicos en las coyunturas más críticas. El capí-

tulo concluye con un balance general de la reforma en el sector durante el período considerado. El ca-

pítulo IV está dedicado al análisis comparativo de las interrelaciones entre la reforma del sector pú-

blico agrícola y el proceso de descentralización desde el gobierno central hacia las gobernaciones de
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estado. El capítuloVcompleta el anterior al llevar el análisis del proceso de reforma hasta los munici-

pios rurales seleccionados. Por último, el capítulo de resumen, interpretación y conclusiones, retoma

las narraciones descriptivas de los capítulos precedentes a fin de buscar explicaciones a los procesos

analizados. El capítulo concluye con una síntesis del proceso.
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El capítulo tiene como objetivo la construcción de un modelo teórico para el estudio del programa de

ajuste estructural y la reforma del Estado, ubicándolo en su contexto histórico: la inserción de la so-

ciedad venezolana en un nuevo orden económico-político mundial. Se inicia con una definición preli-

minar del Estado y la reforma estructural del Estado. Sigue una revisión crítica y selectiva de los

principales enfoques teóricos sobre el Estado y las políticas públicas, que tiene como objetivo identi-

ficar los problemas de investigación y avanzar en la construcción de las categorías conceptuales e hi-

pótesis que guiarán la búsqueda y análisis de la información empírica. A continuación las principales

categorías teóricas son situadas en diferentes períodos históricos, a fin de estar en condiciones de

identificar, en la siguiente sección, la especificidad del actual proceso de reforma estructural en la ac-

tual coyuntura nacional y mundial. El capítulo concluye con la formulación del modelo de análisis de

la investigación a partir de tales premisas teóricas y de sus especificaciones históricas.

E L E S TA D O

No es posible encontrar una definición del Estado que satisfaga a todos. Como la mayoría de los cons-

tructos teóricos de las ciencias sociales, lo que solemos entender por «el Estado» busca captar un con-

junto de fenómenos sumamente complejos cuyas fronteras son difusas y frecuentemente cambiantes.

Por otra parte, diferentes definiciones de este objeto de estudio, incluyendo como veremos más abajo

las que abandonan por completo toda noción de Estado, están vinculadas a diferencias epistemológi-

cas hasta el presente irresolubles en las ciencias sociales. A pesar de esto y a fin de facilitar la comuni-

cación, considero oportuno plantear, desde el inicio, algunos criterios para la construcción de una de-

finición tentativa de éste objeto. Es sólo a partir de estas definiciones y criterios previos que estaremos

en condiciones de revisar críticamente los aportes conceptuales y temáticos de las teorías del Estado.

El Estado, o más concretamente el Estado-Nación, constituye, a la vez, un conjunto de instituciones

«visibles», las agencias gubernamentales o burocracia pública, y un conjunto «menos visible» de re-

laciones de poder que se manifiestan en diferentes instancias territorialmente delimitadas: el gobierno

central cuyo ámbito de actuación son los límites geopolíticos de la Nación, y los gobiernos subnacio-

nales (estados y municipios).

La distinción entre los aspectos formales o institucionales del Estado y los aspectos substantivos o de

relaciones de poder, nos permite articular el análisis de las agencias del Estado y sus políticas y, por

otra, los vínculos entre las políticas públicas y los intereses y acciones de los agentes externos al

andamiaje institucional del gobierno.

T E O R Í A S  D E L  E S T A D O  Y  R E F O R M A S  D E L  E S T A D O
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El análisis institucional permite, también, enfocar tanto la unidad como la multiplicidad institucional

y conductual del Estado. Unidad que se manifiesta, principalmente, cuando el Estado actúa como

ente jurídico internacional frente a los otros agentes que conforman el orden económico y político

mundial. Heterogeneidad institucional y multiplicidad de funciones, debido a que internamente cada

Estado-Nación está constituído por diferentes entidades territoriales de gobierno y por una constela-

ción de agencias, cada una de las cuales está dotada de formas de actuación y recursos que derivan de

su inserción en una matriz institucional común.

Por el contrario, el análisis substantivo del Estado permite identificar los múltiples y complejos vín-

culos entre las agencias del Estado tanto con los agentes externos (otros estados, las agencias multi-

laterales, las empresas transnacionales…) como con los agentes sociales internos (los ciudadanos,

las empresas, los grupos de interés…). Es esta distinción la que nos permite analizar empíricamente

los márgenes de maniobra de los estados frente a los otros agentes sociales dentro de sus límites juris-

diccionales o territoriales (su autonomía «interna»), y sus márgenes de maniobra frente a los agentes

en los diferentes escenarios mundiales (su autonomía «externa»). Esta distinción también nos permi-

te identificar concretamente las diferentes capacidades y contenidos del poder del Estado, es decir la

capacidad de las diferentes agencias del Estado para tomar decisiones y lograr sus objetivos.

L A R E F O R M A E S T R U C T U R A L D E L E S TA D O

A partir de la anterior distinción entre forma (agencias y funciones) y substancia (relaciones de po-

der), es posible entender la reforma estructural del Estado como un conjunto de procesos de cambio

formales y substantivos en los diferentes niveles y agencias de gobierno. Esto nos permite también

distinguir entre dos tipos de procesos de reforma: por una parte, los que sólo conllevan cambios en

las agencias y funciones sin afectar el contenido de las relaciones de poder en las que el Estado está

inmerso (reformas no-estructurales); y los que conllevan cambios substantivos en las relaciones de

poder (reformas estructurales). Por ejemplo, una política de reforma como la descentralización o

transferencia de competencias desde el gobierno central hacia los gobiernos subnacionales (estados o

municipios), puede ser considerada estructural cuando tiene como consecuencia una redistribución

efectiva del poder de decisión y gestión entre los diferentes niveles territoriales de gobierno y, por

ende, entre sus ciudadanos. Similarmente, un cambio supuestamente formal en la distribución del

presupuesto del Estado entre sus diferentes niveles de gobierno también puede ser considerado es-

tructural si tiene como consecuencia una redefinición y/o redistribución explícita o implícita de los
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títulos, deberes y derechos de ciudadanía de determinados agentes sociales ante el Estado.

Teorías sobre el Estado

La clásica distinción hegeliana entre Estado y sociedad civil dio origen a tres enfoques teóricos que

buscan explicar los vínculos entre el Estado y los agentes sociales: las teorías pluralistas del sistema

político y las políticas públicas; las teorías marxistas del Estado y las clases sociales; y las teorías

institucionalistas de la burocracia estatal y la agencia de los funcionarios públicos. Cada una enfatiza

un aspecto o polo de la relación entre el Estado y la sociedad civil.

L A S T E O R Í A S P L U R A L I S TA S D E L S I S T E M A P O L Í T I C O

Y L A S P O L Í T I C A S P Ú B L I C A S

Las teorías pluralistas del sistema político tienen su origen en los planteamientos de Hobbes y Locke

sobre el surgimiento del Estado con base en un acuerdo voluntario o contrato social: el Estado surgió

como solución institucional a la necesidad de mantener la ley y el orden en la sociedad. Los agentes

sociales reconocieron que sólo la construcción de una entidad imparcial o neutral por encima de los

intereses individuales o sectoriales, es decir en función del «interés común» o «público», pudiera pro-

tegerlos del desorden y las tendencias divisorias de la sociedad.

No obstante algunas corrientes pluralista, negaron la pertinencia ontológica del Estado como catego-

ría teórica. Para esos autores la noción de Estado constituye una entelequia sin ninguna validez cien-

tífica. Su principal argumento es que el poder y los recursos están dispersos en múltiples escenarios e

instituciones. Las instituciones gubernamentales, como entes visibles empíricamente, constituyen

sólo uno de los «locus» del poder, no el único ni el lugar privilegiado. El rumbo de la investigación

debe dirigirse, por lo tanto, al análisis del papel de los grupos de interés y los movimientos sociales y

de su influencia en las políticas públicas (Almond, et al. 1988; Easton, 1981).

El supuesto epistemológico que subyace a la posición pluralista, es que sólo es posible estudiar cientí-

ficamente las conductas directamente observables y cuantificables. Su recomendación metodológica

es concentrar el análisis en la actuación de los ciudadanos individuales, los grupos sociales, los fun-

cionarios gubernamentales y los gobiernos. Los pluralistas plantean la existencia de una pluralidad de

intereses al interior mismo de las instituciones gubernamentales. Según ellos, las políticas y acciones

de las diferentes agencias gubernamentales y de los funcionarios públicos manifiestan una pluralidad

de fines y medios, lo que introduce las nociones de heterogeneidad institucional y de multiplicidad de

intereses al interior de las políticas públicas (Wilson, 1977). El pluralismo teórico ha sido objeto de
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innumerables críticas. Los teóricos marxistas le critican su falta de atención a las asimetrías de poder

y recursos subyacentes, tanto en el sistema político como en las agencias gubernamentales. Los insti-

tucionalistas le critican su falta de interés en el Estado como actor y como complejo institucional.

A mi juicio, el principal aporte de las teorías pluralistas es su énfasis en el análisis de las políticas

públicas, como el resultado final de procesos de negociación, por medio de los cuáles los agentes so-

ciales organizados representan sus intereses a fin de lograr sus objetivos particulares. Los pluralistas

plantean, además, que las actuaciones de un gran número de agentes, cada uno movido por sus inte-

reses y en búsqueda de fines particulares, tiene como consecuencia una serie de resultados no inten-

cionales e inesperados, lo que introduce las nociones de contingencia e indeterminación en el análisis

de los resultados de las políticas públicas.

Es importante destacar, también, que estos planteamientos tienen una cierta similitud con los enfo-

ques postmodernistas, de moda actualmente en lasciencias sociales. En particular con Foucault, quien

también sugiere contextualizar las actividades estatales en el marco mucho más amplio y complejo de

las relaciones de poder y de conocimiento, dispersas en la sociedad (cfr. Foucault, 1979; 1991).

L A S T E O R Í A S M A R X I S TA S D E L A S R E L A C I O N E S E N T R E E L E S TA D O

Y L A S C L A S E S S O C I A L E S

El análisis del Estado ha sido uno de los principales ejes temáticos de la economía política desde

Marx hasta nuestros días. El marxismo cuestiona la imagen pluralista del Estado como árbitro impar-

cial entre los agentes sociales. La actuación del Estado está estrechamente vinculada a la división de

la sociedad en clases. Su principal recomendación metodológica es analizar el papel de los intereses

de clase en la explicación de los resultados de las políticas públicas.

Es posible identificar dos diferentes versiones de la relación Estado/sociedad dividida en clases en el

marxismo «clásico». Para Marx y Engels, en el Manifiesto Comunista, «el ejecutivo en el Estado mo-

derno no es sino un comité para el manejo de los asuntos comunes de la burguesía» (Marx, 1973:69).

Posición que Lenín enfatizó en El Estado y la Revolución al referirse al Estado como «un instrumen-

to para la opresión de la clase explotada».

No obstante, algunos autores neo-marxistas encontraron también en los textos de Marx justificacio-

nes teóricas para una posición más matizada sobre la relación entre el Estado y las clases sociales. En

El 18 de Brumario de Luis Bonaparte, Marx argumentó que durante los períodos de intensificación

de la lucha de clases y cuando las fuerzas contendientes se encuentran aún más o menos en equili-
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brio, el Estado es capaz de hacer ejercicio de su poder independientemente, hasta cierto grado, de los

intereses de corto plazo de la clase dominante. Pero fueron principalmente los escritos teóricos de

Antonio Gramsci, los que inspiraron un análisis no instrumentalista del Estado en su relación con las

clases sociales. Gramsci argumentó que, como resultado de la gradual democratización de las socie-

dades europeas occidentales, la clase burguesa logra sus objetivos no sólo mediante la coerción vis à

vis otras clases sociales, sino también mediante la manipulación del consenso social. Mecanismo que

Gramsci denominó «hegemonía» y que tuvo el mérito de incorporar explícitamente las dimensiones

ideológicas y culturales en las teorías del Estado.

Lo importante a destacar aquí es que el rescate de estos planteamientos permitió a ciertos autores neo-

marxistas como Poulantzas, el desarrollo del concepto de la «autonomía relativa» del Estado frente a

las fuerzas sociales. Según esto, en ocasiones, el Estado actúa independientemente de los intereses

sectoriales y de corto plazo de las clases dominantes. Lo que contrarrestó los sesgos deterministas y

economicistas en la teoría marxista del Estado y las políticas públicas, abriendo un mayor margen

para la contingencia y la indeterminación de sus resultados.

Esta ambigüedad teórica en los clásicos del marxismo dio origen a un largo debate entre los autores

neo-marxistas sobre el «instrumentalismo» o la «autonomía relativa» de los funcionarios y las agen-

cias del Estado vis à vis las clases sociales. A mi juicio, lo más importante del debate es que permitió

vincular explícitamente el análisis de las instituciones y las políticas públicas con el análisis de las

relaciones de poder; es decir, las perspectivas institucionales y substantivas en la teoría del Estado.

Pero el enfoque teórico marxista sobre el Estado no se agota en el debate entre los defensores del ins-

trumentalismo en contra de la autonomía relativa. Jessop (1984), uno de los principales teóricos neo-

marxistas del Estado, enfatiza también que el Estado no es un ente unitario sino que comprende 

diferentes instituciones que interactúan como parte de un sistema de ejercicio del poder en la socie-

dad. Jessop introdujo en el debate una visión no monolítica del Estado, en tanto conjunto de institu-

ciones, cada una dotada de vida propia, cada una interesada en la reproducción de su propia cuota de

poder. Por lo que sus actuaciones no siempre tienden a ser complementarias sino que, en ocasiones,

pueden dar origen a actuaciones contradictorias (cfr. Jessop, 1984:231).

La gran contribución de los autores neo-marxistas como Jessop (1984) y Potter (1992), es que añaden

una visión relacional y dinámica al concepto de autonomía relativa. Para ellos, la autonomía relativa

no sólo se manifiesta en términos estáticos sino también en términos dinámicos, en la medida en que

tanto las condiciones como los agentes e instituciones estatales son cambiantes en el tiempo. El Esta-
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do, para estos autores, constituye la construcción permanente de los agentes sociales. Lo importante,

por lo tanto, es el análisis de los «proyectos» de construcción del Estado. Planteamiento que otorga

importancia a la historicidad y, por ende, a la permanente transformación del Estado, más que a su

definición en términos abstractos o históricos.

L A S T E O R Í A S I N S T I T U C I O N A L I S TA S S O B R E L A B U R O C R A C I A E S TATA L

Y L A A G E N C I A D E L O S F U N C I O N A R I O S P Ú B L I C O S

Las teorías institucionalistas constituyen una reacción tanto contra las explicaciones pluralistas que

enfatizan la capacidad de los grupos de interés para influenciar las políticas públicas, como de las ex-

plicaciones marxistas que reducen la dinámica sociopolítica al análisis de las clases sociales.

Los institucionalistas abogan por un regreso al análisis del Estado en tanto complejo de instituciones

y agentes dotados de diferentes grados de autonomía y poder frente a no sólo los grupos sociales «do-

mésticos» sino también de los agentes políticos «externos», en el sistema geopolítico mundial (Evans

et al., 1985; Skocpol, 1992).

Los enfoques institucionalistas privilegian el análisis formal de las instituciones estatales y de las

actuaciones de los funcionarios públicos, aunque no niegan a priori el peso que los intereses de los

agentes sociales no estatales pudieran tener en las políticas públicas (la perspectiva substantiva). Por

una parte, el análisis del Estado como conjunto institucional complejo les permite explicar los dife-

rentes grados de autonomía y poder de que disponen diferentes agencias y funcionarios del Estado.

Por otra parte, los institucionalistas enfatizan también la bidireccionalidad en el peso causal de estas

relaciones. Su planteamiento es que no sólo diferentes agencias y funcionarios del Estado pueden

estar más o menos resguardados o aislados de la influencia de los actores no estatales, sino que las

actividades intencionales del Estado pueden a su vez influenciar los intereses y acciones de los agen-

tes en la sociedad civil.

Uno de los principales aportes teóricos de esta corriente, es dirigir la atención al análisis del peso que

los intereses particulares de los funcionarios públicos tienen en la determinación de las políticas. Su

planteamiento es que, en ocasiones, los intereses de los funcionarios pueden ser opuestos a los de los

ciudadanos corrientes hacia quienes supuestamente va dirigida la acción del Estado. Planteamiento

que postula unos ciertos márgenes de autonomía de los funcionarios públicos frente a no sólo los in-

tereses de los demás agentes sociales, sino incluso de los fines manifiestos de las políticas del Estado.
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La historicidad de los Estados Nacionales

El peligro de las teorías del Estado, común a otras teorías en las ciencias sociales, es caer en defini-

ciones abstractas, ideales, de fenómenos que están en permanente cambio. Por esto los enfoques más

recientes evitan toda teorización abstracta de su objeto de estudio, prefiriendo buscar un balance en-

tre la abstracción teórica –indispensable para la delimitación ontológica de los fenómenos empíricos–

y la concreción empírica de las categorías de análisis, necesaria para la especificación de sus múlti-

ples manifestaciones en el tiempo y en el espacio.

La constatación empírica del relativamente reciente origen histórico del Estado-Nacion, así como de

sus múltiples formas y funciones, ha dirigido la atención de los científicos sociales al análisis de tres

procesos paralelos y estrechamente vinculados. En primer lugar, la transformación de los Estados na-

cionales, como resultado de los procesos de negociación de los proyectos de reforma de los agentes

sociales organizados. Lo que nos conduce a plantear la reforma del Estado como un proceso de nego-

ciación permanente, aun cuando a veces se enfatice la reforma como una política pública. En segundo

lugar, la construcción de la Nación por el Estado. Es decir, el proceso de formación de una identidad

común como proyecto de Estado, generalmente sobre la base de la supuesta o real homogeneidad ét-

nica o cultural de sus ciudadanos. Proceso que también incluye, por lo tanto, la definición de los dere-

chos civiles, políticos, y sociales de los «ciudadanos» vis à vis los «extranjeros». Por último, la trans-

formación de las relaciones de poder en el sistema geopolítico mundial, lo cual afecta tanto la forma

como el contenido de las relaciones de poder al interior de los Estados mismos.

En las próximas secciones se analizan las interrelaciones entre estos tres procesos, con base en una

periodización de la evolución del Estado-Nación y del sistema mundial de poder, que tiene como

finalidad especificar históricamente las principales categorías teóricas del estudio.

D E W E S T FA L I A A B R E T T O N W O O D S : E L S U R G I M I E N T O Y C O N S O L I D A C I Ó N

D E L O S E S TA D O S N A C I O N A L E S

El período de tres siglos que media entre la Paz de Westfalia (1648) y el acuerdo de Bretton Woods

(1945), pudiera ser interpretado como el del surgimiento del Estado-Nación en Europa y su gradual

extensión y consolidación al resto del mundo, con posterioridad a los procesos de independencia y

descolonización de las antiguas colonias europeas iniciados por América Latina y Estados Unidos en

el siglo XIX.

Según Held (1995), el Tratado de Westfalia, que dio fin a la guerra de 80 años entre España y Holanda,
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constituyó el marco jurídico que originó el Estado-Nación como entidad política con absoluta juris-

dicción legal sobre un territorio y una población. Compromiso político que se basó en la noción de

soberanía absoluta del Estado sobre su propio territorio y en el principio de «no intervención» de

unos Estados en los asuntos internos de otro. 

Giddens (1985) señala que los «Estados nacionales» no existen en aislamiento, sino que forman parte

de un sistema mundial de Estados nacionales.

La soberanía de la forma moderna del Estado desde sus inicios, depende de un conjunto de rela-

ciones reflexivamente monitoreadas entre los Estados. (…) Las relaciones internacionales no son

conexiones pre-establecidas entre los Estados, los cuales pudieran mantener su poder soberano en

independencia de ellas: (más bien) constituyen la base que otorga existencia al Estado-Nación

(Giddens, 1985:263-4).

Por su parte, McMichael (1990) analiza los vínculos entre los procesos de descolonización de las

antiguas colonias británicas iniciados en 1840, que completaron el sistema mundial de Estados, con el

proceso de consolidación de un orden mundial supuestamente basado en el libre comercio pero en el

que predominaban los intereses mercantilistas del Reino Unido: la llamada Pax Británica.

Desde una perspectiva institucional, este período se caracterizó por la progresiva racionalización o

burocratización de las agencias y funciones del Estado, tendencia a la que Max Weber consagró gran

parte de sus estudios. Fueron manifestaciones de esta tendencia el surgimiento y consolidación de un

ejército unificado, la profesionalización de la función pública, la racionalización de la tributación y

del manejo de las finanzas públicas y la política monetaria.

Desde una perspectiva substantiva, sin embargo, lo importante consiste en rescatar la especificidad

durante este período de las nociones de «soberanía» (o autonomía «externa» del Estado) y de «ciuda-

danía», o cúmulo de títulos, derechos y deberes que vinculan al Estado con los agentes sociales en el

territorio nacional.

La noción de soberanía nacional que surge del tratado de Westfalia constituye la manifestación «exter-

na» de la noción abstracta de autonomía del Estado. Una noción basada en dos supuestos generales:

el orden al interior del Estado-Nación (i.e. monopolio del uso de la fuerza), y la anarquía en el orden

geopolítico mundial como consecuencia de la inexistencia de una autoridad política supranacional.

Vista en retrospectiva, durante todo ese período la noción de ciudadanía estuvo reducida a un cúmulo

relativamente reducido de derechos y deberes del ciudadano: por ejemplo el deber de pagar impues-

tos, el deber de prestar servicio militar y unos pocos derechos como la igualdad de los ciudadanos
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ante la ley, cuya universalidad o efectivo cumplimiento siempre fueron contingentes de las asimetrías

de poder y las relaciones de fuerza existentes en cada sociedad.

D E B R E T T O N W O O D S A L A R O N D A U R U G UAY: E L E S TA D O

P R O T E C C I O N I S TA E I N T E RV E N T O R

El período de transición entre las dos guerras mundiales (1914-1945) dio fin a un doble proceso: la

consolidación de los aparatos burocráticos del Estado-Nación; y, en el orden geopolítico mundial,

una relativa anarquía y liberalismo económico (cfr. Friedmann y McMichael, 1989; Pierson, 1996).

Al concluir la Segunda Guerra Mundial, los acuerdos de Bretton Woods, el GATT, y Yalta institucio-

nalizaron un nuevo orden mundial y decretaron profundas transformaciones en el Estado-Nación y en

sus relaciones con los ciudadanos. A nivel supranacional, y desde una perspectiva institucional, el

rasgo más resaltante del período fue la construcción de un número creciente de agencias encargadas

de regular las relaciones políticas y económicas entre los Estados (Naciones Unidas, el FMI, el Banco

Mundial). Desde una perspectiva substantiva, lo más importante fue la división del mundo en dos

esferas políticas de influencia liderizadas por Estados Unidos y la Unión Soviética, y el inicio de una

gradual redistribución del poder mundial entre los estados y las agencias multilaterales.

John Ruggie (1982) denominó «liberalismo enraizado» (embedded liberalism), al compromiso logra-

do en Bretton Woods entre quiénes defendían una mayor apertura y liberalización de los mercados

mundiales a fin de reconstruir las relaciones económicas internacionales y quienes sostenían que

sólo a través de políticas keynesianas y de bienestar social era posible la reconstrucción de las econo-

mías nacionales seriamente afectadas primero por la recesión económica de los años 30 y luego por

las dos guerras mundiales.

En el Norte industrializado, Bretton Woods dio origen al «estado de bienestar» (Welfare State). En los

países del Sur, el acuerdo sentó las bases para las políticas cepalianas de crecimiento «hacia adentro»

(industrialización por substitución de importaciones y proteccionismo), y a políticas redistributivas y

de prestación de servicios por parte del Estado a fin también de garantizar un cierto nivel de demanda

efectiva por parte de la población.

Ambas reestructuraciones del Estado-Nación supusieron también una redefinición de las funciones

que desde su origen se le habían asignado. Adicionalmente a las tradicionales funciones «externas»

de protección de las fronteras nacionales, e «internas» de mantenimiento de la ley y el orden y la pro-

visión de algunos servicios considerados «básicos», el Estado asumió como propia la tarea de incen-
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tivar el crecimiento económico y el bienestar de sus ciudadanos. Argumentando criterios de efi-

ciencia económica y soberanía nacional, se justificó la nacionalización y la regulación por parte del

Estado de un creciente número de actividades económicas. Para estar en capacidad de desempeñar

todas estas tareas el Estado creció tanto en el número y la heterogeneidad de las agencias públicas

como en el volumen de los funcionarios a su cargo.

Según Fred Block (1997), en parte como resultado del auge de los gobiernos social-demócratas en

gran parte del mundo «occidental» durante el período y en el contexto de la guerra fría, la expansión

de los poderes del Estado central era vista como la única posibilidad de contrarrestar los impactos

negativos del mercado. En lo substantivo, el pacto social-demócrata, permitió al Estado consolidar su

poder y legitimidad mediante una creciente democratización de las reglas del juego político y la am-

pliación de los títulos y derechos otorgados a los ciudadanos.

Cabe destacar aquí que estos procesos supusieron una substancial redefinición del contenido de

autonomía y poder del Estado. Por una parte, la autonomía «interna» de las instituciones públicas se

redujo, no en el sentido marxista clásico de un incremento del manejo instrumentalista del gobierno

por parte de las clases dominantes, sino en un sentido más democrático de una mayor capacidad de

los ciudadanos para exigir rendiciones de cuentas (accountability) a sus funcionarios (electos o no).

Por otra parte, desde el punto de vista «externo» (es decir del Estado ante otros Estados, las empresas

transnacionales, o las agencias supranacionales), los gobiernos nacionales incrementaron substan-

cialmente sus márgenes de maniobra para decidir «soberanamente» sus políticas públicas; aunque

los resultados fueron en gran medida contingentes de la capacidad y eficiencia de cada Estado para

lograr sus objetivos.

E L A C T UA L P E R Í O D O D E T R A N S I C I Ó N :

G L O B A L I Z A C I Ó N , P R OY E C T O N E O - L I B E R A L Y R E F O R M A S D E L E S TA D O

La crisis fiscal del Estado en los países del Norte durante los años 70 (O’Connor, 1973) y con poste-

rioridad a los años 80 la crisis de la deuda en los países del Sur, dieron fin a varias décadas de desa-

rrollo nacional y Estado interventor durante el período de la postguerra. El abandono por parte de

Estados Unidos de la libre convertibilidad del dólar en 1973, la caída del muro de Berlín en 1989, y el

inicio de la Ronda Uruguay en 1986 decretaron el final del consenso de Bretton Woods y la búsqueda

de nuevos consensos sociales a nivel mundial y en cada Estado-Nación.

Algunos autores señalan al llamado Consenso de Washington de principios de los años 80 como el
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origen de un proyecto neoliberal de globalización de mercados y reestructuración de los Estados 

nacionales que formaría parte de la agenda de gobierno de las grandes potencias mundiales desde

Thatcher y Reagan hasta nuestros días. Otros tienden a destacar el creciente y relativamente autóno-

mo poder de las agencias multilaterales para imponer sus recetas de reforma tanto a los gobiernos del

Norte como a los del Sur.

Escapa a los objetivos de este trabajo llegar a conclusiones sobre si realmente existe un único proyec-

to de reforma «hegemónico», o un amplio proceso de negociación entre varios proyectos con conteni-

dos ideológicos diferentes. Independientemente de que tales procesos están aún en curso y que por lo

tanto es dificil llegar a conclusiones definitivas, resulta importante preguntarse: primero, ¿cuáles son

los principios doctrinarios que parecieran guiar los actuales proyectos de reforma mundial y nacio-

nal? y segundo, ¿cuáles son las tendencias observables en la configuración de este nuevo orden

mundial? 

El surgimiento de un nuevo Estado-Nación

Para las doctrinas liberales del siglo XIX, el Estado constituía la institucionalización de la ley y el

orden en la sociedad. Un árbitro necesario que encarna el «bien común», y que por lo tanto estaba

por encima de los intereses particulares de los ciudadanos. Por el contrario, el pensamiento neoliberal

tiende a concebirlo como «el nuevo Leviatán», una poderosa maquinaria institucional que interfiere

en el funcionamiento de los mecanismos del mercado, desincentiva la iniciativa privada, es económi-

camente ineficiente, y no responde a las demandas legítimas de la sociedad. El Estado-Nación del

período de la postguerra, tanto en su versión de «Estado benefactor» en los países del Norte o de «Es-

tado desarrollista nacional» en los países del Sur, no encarna el bien común sino que se ha convertido

en un instrumento al servicio de los intereses sectoriales de los grupos de presión, los políticos y los

burócratas (cfr. Pierson, 1996; Chang, 1997).

Por otra parte, en el marco de unos mercados financieros y productivos cada vez más globalizados,

las anteriores políticas keynesianas y de Estado benefactor son incompatibles con las exigencias de

incremento de la competitividad y la eficiencia económica. La conclusión, para estos pensadores

doctrinarios de la reforma, es que hay que desmontar ambas versiones del Estado «intervencionista»

de la postguerra para substituirlo por otro más acorde con los requerimientos de los mercados

mundiales y de una sociedad civil fortalecida. El resultado final será un nuevo Estado-Nación

institucionalmente más pequeño, encargado de desempeñar menos funciones pero de manera 

más eficiente.
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Desde una perspectiva formal, por lo tanto, el surgimiento del nuevo Estado-Nación supone una rede-

finición de las funciones «legítimas» del Estado. Para Hayek (1982), uno de los principales ideólogos

del proyecto neoliberal,

…(las funciones) legítimas del Estado deberían estar limitadas al mantenimiento de la seguridad co-

lectiva en contra de peligrosos excesos, el mantenimiento del imperio de la ley, la provisión de ese pe-

queño número de bienes públicos que no pueden ser eficientemente ofrecidos por el mercado, y el con-

suelo de los desfavorecidos. (Por lo que) sus poderes de extraer impuestos debieran ser limitados sólo

al financiamiento de estas pocas actividades legítimas.(Hayek,1982 III:3; citado por Pierson,1995:82).

Más recientemente, los ideólogos de la reforma se han visto obligados a añadir o a precisar algunas

de las funciones legítimamente asignadas al nuevo Estado-Nación en el modelo. Dos funciones pare-

cieran destacar como prioritarias: una, el fortalecimiento de la propiedad privada mediante la aproba-

ción de reglas confiables a fin de garantizar la transparencia en las transacciones de mercado; y, dos,

las medidas «compensatorias» de los impactos negativos de las políticas de reforma sobre los secto-

res sociales más vulnerables, mediante la «focalización» de los servicios y las transferencias mone-

tarias (cfr. Llambí, 1994; Scott, 1994).

No obstante, el fortalecimiento de la propiedad privada y las fallas de los mecanismos del mercado

justifican en el discurso algunos otros márgenes de intervención del Estado. Se parte del supuesto de

que los mecanismos de funcionamiento del mercado, bajo los supuestos de competencia perfecta de

la economía neoclásica, producen resultados socialmente óptimos. Sólo cuando existen mercados

oligopólicos, externalidades, bienes «públicos» y asimetrías de información, no tendrá lugar un ópti-

mo equilibrio asignativo y redistributivo, lo que justificaría las intervenciones «complementarias»,

«correctivas» y «compensatorias» por parte del Estado (cfr. Pitelis, 1991; Vivancos, 1997).

Por el contrario, la conjunción de políticas «compensatorias» y de criterios de «focalización» tienden

a consagrar en la práctica el abandono de las función redistributiva discrecionales y de los criterios

universalistas en la prestación de los servicios sociales, ambos pilares del Estado benefactor en los

países del Norte. A pesar de lo cual, también es cierto que las políticas tributarias (impuestos/franqui-

cia de impuestos) y presupuestarias (la distribución del gasto público) tienen efectos redistributivos

indirectos si son diferenciadas por tipo de agente. Cualquier otra función redistributiva del Estado era

considerada por estos ideólogos de la reforma como una flagrante intervención en los mecanismos de

funcionamiento del mercado que sólo estaba destinada, en el mediano o largo plazo, a generar una

más inequitativa distribución del ingreso y mayores desequilibrios sociales.
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La institucionalidad del nuevo orden mundial

A diferencia del período «liberal» entre las dos guerras mundiales (1914-1945), caracterizado por una

relativa anarquía en las relaciones mercantiles mundiales, el proyecto «neoliberal» de globalización

postula la construcción de una nueva institucionalidad supranacional a fin de lograr una eficiente re-

gulación de los mercados mundiales. A semejanza de anteriores procesos de reforma del Estado-

Nación y del sistema interestatal mundial, estos planteamientos suponen no sólo cambios formales

sino también substantivos en las relaciones de poder mundiales.

A pesar de que estos procesos aún están en curso y de que múltiples contingencias hacen imposible

prever sus resultados finales, sí es posible identificar algunos de los pasos que ya se han dado en ese

sentido. Desde una perspectiva formal, las dos transformaciones institucionales más importantes han

sido: por una parte, la reforma de las agencias multilaterales surgidas del acuerdo de Bretton Woods

(el FMI y el BM); y, en 1995, la creación de la Organización Mundial de Comercio (OMC). El FMI fue

creado como mecanismo financiero de último recurso para resolver los problemas de balanza de

pagos de los Estados miembros. El BM surgió como mecanismo institucional para el financiamiento

de proyectos de «reconstrucción» y «fomento» de las economías devastadas por la guerra o «en vías

de desarrollo». La crisis de la deuda en 1982, y la creciente inestabilidad de los mercados financieros

mundiales como consecuencia de su creciente desregulación, han supuesto cambios substanciales en

las funciones de ambas instituciones supranacionales. Los préstamos de «ajuste y estabilización» ten-

dieron a reemplazar los préstamos del FMI para resolver problemas coyunturales de iliquidez finan-

ciera, y los «programas de ajuste estructural» del BM desplazaron los préstamos de corto plazo para

financiar los proyectos de desarrollo diseñados por los gobiernos nacionales. Nuevas y estrictas

reglas de condicionalidad y escalonamiento en el otorgamiento de los créditos y la utilización de cri-

terios de desempeño en la evaluación del logro de las metas establecidas en los contratos suponen

también la creación de nuevos y amplios poderes de regulación supranacional por parte de ambas

agencias. La ratificación del acuerdo del GATT y la creación de la OMC en Marrakech complementa

el poder regulador supranacional de las agencias multilaterales.

Empero, el fortalecimiento del multilateralismo no constituye la única tendencia observable en el

nuevo orden geopolítico mundial. La rivalidad entre las grandes potencias económicas y geopolíticas

mundiales ha dado origen al surgimiento de áreas de comercio preferencial que tienden a la confor-

mación de bloques regionales de poder.

Desde una perspectiva substantiva, los nuevos mecanismos de regulación supranacionales, institucio-
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nalizados en la reestructuración y el fortalecimiento de las agencias multilaterales, suponen una

redistribución del poder mundial. Incluso la transferencia de poderes y soberanía desde los Estados

nacionales hacia las instituciones regionales supranacionales forma parte de las estrategias de creci-

miento económico de los gobiernos nacionales a fin de resolver los nuevos problemas de demanda

efectiva, cambio tecnológico y competitividad que plantean los procesos de globalización. No obs-

tante, y a semejanza de las anteriores configuraciones de poder interestatales, el nuevo orden geopo-

lítico mundial se caracteriza por profundas diferencias económicas y de poder entre los espacios

territoriales que lo conforman.
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En el curso del presente siglo Venezuela ha experimentado tres diferentes estilos de crecimiento

económico: i. desde sus comienzos hasta la década de 1930 un crecimiento «agroexportador», basado

en las exportaciones de café y cacao que tuvo sus orígenes en el período colonial; ii. entre 1945 y 1989

una estrategia de crecimiento «hacia adentro», que tenía como objetivo la diversificación productiva

orientada hacia el mercado interno, financiada por las exportaciones de hidrocarburos; y iii. con pos-

terioridad a 1989, la actual transición hacia una economía abierta o de crecimiento «hacia afuera».

Con el tiempo, las condiciones económicas, políticas e ideológicas inciden en el surgimiento de for-

mas de Estado y de políticas públicas compatibles con el estilo de crecimiento adoptado.

D E P U N T O F I J O A L A C O P R E (1 9 5 8 - 1 9 8 3 )

En 1945, el golpe de Estado que condujo al poder a una elite política interesada en el desarrollo de la

economía «nacional», puede ser considerado el inicio del período de crecimiento orientado «hacia

adentro» en Venezuela. Bajo el slogan de «sembrar el petróleo», el Estado venezolano inició su pro-

pia versión de la estrategia de crecimiento por substitución de importaciones que la CEPAL proponía

para toda América Latina. Según este doctrina económica -que fue el proyecto hegemónico en Amé-

rica Latina durante todo el período de la postguerra- el papel del Estado en el «desarrollo nacional»

es crear las condiciones para la diversificación e integración intersectorial de la producción desde las

fronteras hacia adentro y generar un mercado interno para las nacientes industrias mediante la gene-

ración de empleo y una equitativa distribución del ingreso.

En Venezuela, el rápido crecimiento de la industria petrolera generaba condiciones diferentes de las

del resto de América Latina. El flujo de divisas que ingresaba al país como consecuencia de los im-

puestos pagados por la industria al Estado, ejercía una serie de efectos depresivos sobre las demás

ramas de la economía (la denominada enfermedad holandesa), y en particular sobre los sectores

potencialmente «transables» como la agricultura. La estructura de remuneraciones de la industria pe-

trolera, a pesar de su escasa capacidad de generación de empleos directos, resultaba en un considera-

ble diferencial de ingresos con el resto de la economía, drenando sus mejores recursos. Por otra parte,

la gran capacidad de demanda de bienes y servicios de la industria, presionaba al alza los precios en

el mercado interno, incentivando un incremento constante de las importaciones debido a las rigideces

de la oferta nacional. Por último, al elevar la rentabilidad de los sectores productivos y de servicios a

ella vinculada, la industria petrolera también drenaba el ahorro interno y las inversiones extranjeras

en detrimento de los demás sectores productivos del país.

A N T E C E D E N T E S
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Por estas razones, al adoptar la estrategia cepaliana de «hacia adentro», el Estado venezolano tuvo

también que abocarse a la tarea de formular un conjunto de políticas «compensatorias» a fin de con-

trarrestar los impactos negativos que el crecimiento de la industria petrolera (la enfermedad holande-

sa) y la estrategia de industrialización por substitución de importaciones ejercían sobre las activida-

des agrícolas. Era necesario, sin embargo, adecuar la organización institucional del Estado para el

logro de estos objetivos.

En 1946 se creó la Corporación Venezolana de Fomento. Su principal objetivo era el desarrollo agro-

industrial, y su principal instrumento de política eran planes de producción «por rubros» basados en

el financiamiento y subsidios a la producción y al consumo de determinados productos agrícolas. En

1951 esta política fue complementada con una incipiente política comercial proteccionista al estable-

cerse requisitos de licencia previa para la importación de alimentos y materias primas agro-

industriales.

El 23 de enero de 1958 dio fin a diez años de gobierno militar, lo cual creó las condiciones para el

surgimiento del actual régimen político de partidos. El Pacto de Punto Fijo, acuerdo firmado por la

coalición de fuerzas políticas y sociales que derrocó al régimen militar de Marcos Pérez Jiménez,

proporcionó el contenido social y político al proyecto de desarrollo con democracia pluripartidista

que caracterizó al Estado venezolano hasta 1989. El Pacto incluyó los siguientes elementos: 1.

desarrollo económico nacional dirigido por el Estado, y orientado a la diversificación productiva y al

crecimiento del mercado interno; 2. desarrollo social, mediante mecanismos de redistribución de la

renta derivada de la exportación de hidrocarburos, a fin de incentivar el crecimiento del mercado

interno y garantizar la legitimidad política del sistema y 3. alternabilidad democrática con base en un

sistema de partidos políticos capaces de canalizar las demandas de los agentes sociales organizados

(Gómez, 1993; Kornblith, 1993).

Sembrar el petróleo: la política agrícola del desarrollo nacional

Tres decisiones políticas están vinculadas al extraordinario crecimiento que experimentó el sector

agrícola en la década del 60: primero, una modificación a la Ley de Aranceles que condujo al afian-

zamiento de la política comercial proteccionista mediante el establecimiento de cupos de importa-

ción; segundo, la ampliación de la cartera crediticia del Banco Agrícola y Pecuario (BAP) con miras a

la diversificación de la producción agrícola; y, por último, la ampliación de la lista de cultivos ampa-

rados por la política de precios mínimos garantizados: arroz, maíz, caraota, algodón, sisal y papa.

Estos incentivos tuvieron efectos inmediatos. Según Pinto Cohén, entre 1959 y 1964 el sector agrícola
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creció en un 5,6%, y entre 1964 y 1969 en un 4,4%, por encima del crecimiento vegetativo de la pobla-

ción (Pinto Cohén, 1973).

En febrero de 1960 la Ley de Reforma Agraria establecía un nuevo marco legal para el funcionamien-

to del sector. La Ley creaba el Instituto Agrario Nacional (IAN), agencia adscrita al Ministerio de

Agricultura y Cría (MAC), pero con autonomía administrativa. La ley tenía como objetivo la regula-

ción del mercado de la tierra y una relativa redistribución de los activos de tierra y agua en beneficio

de los potenciales agricultores y en detrimento de los propietarios ausentistas. La mayor parte de las

expropiaciones de tierra ocurrieron en los primeros siete años de la reforma. Pero a medida que el

programa evolucionó hacia la ocupación de tierras «baldías» (no sujetas al régimen de propiedad pri-

vada), el rol del IAN también cambió. El ritmo de dotación bajó de 350.000 hectáreas en los años 60 a

80.000 has. entre 1979 y 1993, mientras que la regularización de las situaciones en el mercado ilegal

«de bienhechurías» (los activos fijos en tierras propiedad del Estado) alcanzaron las 320.000 hectá-

reas anuales en ese último período.

Durante el período de «desarrollo nacional», el Estado tendió a incentivar el proceso de progresiva

diferenciación de funciones y especialización de agencias burocráticas que había comenzado en el

período agroexportador de inicios de siglo. En 1960 el Banco Agrícola y Pecuario (BAP), agencia para

el financiamiento de las exportaciones de café y cacao, estableció dos líneas de crédito: una para los

«pequeños» productores (también llamados campesinos), destinada prioritariamente a los beneficia-

rios de la Reforma Agraria (los llamados campesinos reformados) y otra para los productores «me-

dianos» y «grandes» (también llamados empresariales). En 1961, debido a la complejidad de sus in-

tervenciones, el BAP creó una Gerencia de Mercadeo que posteriormente se convertiría en la empresa

ADAGRO (Almacenes y Servicios para el Agro). En 1969, las necesidades de crecimiento del pujante

sector de productores «empresariales» (los grandes y medianos agricultores) condujo a que la Ge-

rencia de Crédito Empresarial del BAP se convirtiera en Banco de Desarrollo Agropecuario

(BANDAGRO) y que, en 1971, la Gerencia de Mercadeo se convirtiera en Corporación de Mercadeo

Agrícola (CMA). Continuaba así el proceso de incremento de la heterogeneidad de agencias y de

diversificación de competencias del sector público agrícola.

En las décadas del 70 y el 80 el programa de reforma agraria iniciado en 1960 experimentó una nueva

transformación. A mediados de los años 60 la política de dotación de tierras prácticamente se había

paralizado. Por otra parte, era evidente que tanto la producción como los ingresos del «sub-sector re-

formado» (los supuestos beneficiarios del programa), permanecían estancados. Pero, por otra parte,
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la producción del sector «empresarial» era suficiente para abastecer la demanda alimentaria nacio-

nal. Bajo el auspicio de las agencias multilaterales de desarrollo, particularmente del Banco Inter-

americano de Desarrollo (BID) y del Banco Mundial, el gobierno nacional elaboró su propia versión

del Desarrollo Rural Integrado (DRI), programa mediante el cual se buscaba fortalecer la economía

de los pequeños productores a fin de satisfacer una creciente demanda de alimentos. Demanda que,

bajo las condiciones macro-económicas del período, no podía ser resuelta por los grandes y media-

nos productores empresariales. Comenzó así en 1971 el programa PRIDA (programa de reforma agra-

ria integral), que se extendió hasta 1976, y que durante la década del 80 fue rebautizado como ARDI.

Durante este período la Fundación para la Capacitación e Investigación en Reforma Agraria (CIARA),

creada en los años 60 para la capacitación de los funcionarios de la reforma agraria, asumió nuevas

funciones: la organización y la capacitación de los productores campesinos. Y en 1975, el BAP fue

transformado en Instituto de Crédito Agropecuario (ICAP), a fin de administrar la cartera crediticia

del «sub-sector» campesino. En conformidad con lo establecido en la Ley de Reforma Agraria, la Ley

que creó al ICAP fijó en 3% la tasa de interés máxima que se podía cobrar a los «pequeños» producto-

res agropecuarios. Se consolidaba así la división del sector agrícola en dos sub-sectores sociales: el

«campesino» atendido prioritariamente por el IAN, CIARA e ICAP y el «empresarial», atendido prio-

ritariamente por MAC y BANDAGRO. 

Entre 1971 y 1973 una serie de factores climáticos adversos puso de manifiesto, por primera vez, las

limitaciones de las políticas proteccionistas e intervencionistas implementadas durante la década del

60, particularmente en la producción de cereales y oleaginosas de ciclo corto. Por una parte, estos

cultivos manifestaban una tendencia decreciente de los rendimientos físicos que el incremento en el

uso de fertilizantes a bajo costo no había logrado contrarrestar. Por otra parte, la política de precios

mínimos garantizados había erosionado la rentabilidad de estos cultivos como resultado de haber

mantenido prácticamente congelados los precios agrícolas mientras los precios de los insumos expe-

rimentaban un lento pero constante crecimiento. Todo esto agravado por una tendencia constante a la

sobrevaluación de la tasa de cambio, como consecuencia de la paridad fija 4,30 por dólar, lo cual

incidía en una estructura de costos de producción muy superiores a los existentes en los mercados

internacionales. En estas circunstancias, la política de precios mínimos tendía en la práctica a con-

vertirse en una política de precios máximos y la política de financiamiento en una política de sub-

sidios con cargo a los ingresos petroleros del Estado. La respuesta del Estado fue la creación, en 1974,

de una nueva entidad financiera pública: el Fondo de Crédito Agropecuario (FCA), encargado de la
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administración de un fondo especial para el financiamiento del capital fijo que requería la recapitali-

zación de las empresas agropecuarias. Las tendencias hacia la descapitalización de la mayoría de los

productores agropecuarios no era, sin embargo, una situación coyuntural, sino que reflejaba las con-

diciones del entorno macroeconómico nacional e internacional que limitaban un crecimiento soste-

nido y auto-financiado del sector.

Esto se vio de manifiesto con posterioridad a 1979, cuando el creciente déficit fiscal del Estado, tuvo

como consecuencia el inicio de crecientes restricciones de los aportes presupuestarios del Estado

tanto para el mantenimiento de la compleja red de agencias públicas del sector como para el finan-

cimiento de la producción a nivel de finca.

Otro factor que condicionaba la ingente crisis del sector agropecuario nacional era su inserción en

circuitos agroalimentarios cada vez más oligopsónicos. Las políticas proteccionistas, de precios y de

subsidios, al otorgar progresivamente el control de los mercados a las empresas de alimentos, habían

tendido a consolidar estructuras de mercado oligopsónicas en la industria manufacturera y estructuras

atomizadas y competitivas en la producción de insumos agrícolas. Los conflictos entre las industrias

procesadoras y los agricultores se hacían cada vez más frecuentes. El Estado intentaba mediar entre

las partes a través de políticas de concertación con las que se lograban determinar precios «adminis-

trados» que generalmente no dejaban satisfechas a ninguna de las partes en conflicto. Las empresas

agroindustriales y agrocomerciales eran obligadas a comprar una cosecha nacional a precios más

altos que los precios internacionales. Los agricultores porque tenían que vender su producción a pre-

cios que, la mayoría de las veces, apenas compensaban sus crecientes costos de producción.

Durante la década de los 80 los programas «heterodoxos» de estabilización y ajuste establecieron un

nuevo entorno macroeconómico a las políticas sectoriales. Con posterioridad a 1982, la crisis de la

deuda dio inicio a una serie de programas de estabilización y ajustes que determinaron un cambio

radical en el entorno económico y político que había caracterizado a todo el período.

E L P R OY E C T O D E L A C O P R E ( 1 9 8 4 - 1 9 8 8 )

El proyecto de reforma del Estado –que con el tiempo llegaría a ser llamado «el proyecto de la

COPRE» (Comisión Presidencial para la Reforma del Estado)– fue en sus inicios formulado concep-

tual y doctrinariamente por una débilmente articulada coalición de un grupo de empresarios privados

orientado hacia la «modernización» del Estado y la «apertura de la economía» y por algunos funcio-

narios oficiales. Pudiéramos identificar esta iniciativa como la versión «desde arriba» de un proyecto
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«endógeno» de reforma del Estado. Por otra parte, «desde abajo», comenzó a gestarse una igual-

mente débil coalición de sectores populares, pequeños capitales confinados nacionalmente, y elites

provinciales, a medida que avanzaban las reformas, que con el tiempo optaron por formular un pro-

yecto de reforma «alternativo». 

Ya en 1972, Pedro Tinoco, un banquero e ideólogo de los grandes conglomerados empresariales del

país, había comenzado a cuestionar la falta de eficiencia del sector público y a demandar la «moder-

nización» tanto de las agencias del Estado como de sus empresas productivas y de servicios. Apelan-

do a la noción de «modernización», como idea fuerza del discurso, lo que el proyecto «Tinoco» en

realidad reclamaba era la necesidad de infundir la «lógica del mercado» en el funcionamiento del

Estado, y más específicamente de las empresas paraestatales. No se planteaban aún otras reformas

como la privatización de las empresas públicas o la descentralización de funciones desde el gobierno

central a los estados y municipios.

Con el tiempo, desde otros grupos empresariales del país, surgieron nuevas versiones «endógenas»

del proyecto «neoliberal» de reforma, como las del Grupo Roraima, pero aún no se habían creado las

condiciones políticas para que estos proyectos fueran adoptados por los gobiernos de turno ni legi-

timados ante sus electores.

A partir de 1983, luego de la devaluación del bolívar, comenzaron a ser incorporadas al naciente

proyecto de reforma demandas adicionales a fin de disminuir el papel del Estado en la economía me-

diante la descentralización y la privatización de algunas de sus funciones. Simultáneamente, no sólo

desde los grupos empresariales sino también desde los gremios profesionales y los medios intelec-

tuales, se intensificaron las críticas a un sistema político que gradualmente perdía legitimidad.

Esta primera etapa del proyecto culminó en 1984 con la creación por decreto presidencial de la

Comisión Presidencial para la Reforma del Estado (COPRE). Es interesante destacar que su primer

presidente fue el entonces Senador por el estado Táchira Ramón J. Velásquez, nombrado en 1992 pre-

sidente interino de la República por la Corte Suprema de Justicia que enjuició al presidente Pérez. No

es un azar que fuera, Ramón J. Velásquez, un parlamentario de la provincia, quien desde el gobierno

central buscara reforzar los componentes de descentralización y democratización de la reforma.

En 1986 la COPRE propuso tres principales cambios institucionales: la elección directa de goberna-

dores, el fortalecimiento de la autonomía municipal, y la creación del cargo de alcalde por elecciones

populares. En 1987 la COPRE propuso también el fortalecimiento de los gobiernos estadales como

centros de administración y planificación.
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En 1988 la COPRE formuló, y el Congreso aprobó, dos importantes leyes que pronto se convirtieron

en el marco jurídico de la reforma: la Ley Orgánica de Descentralización, Delimitación y Transferen-

cia de Competencias del Poder Público (en lo sucesivo LOD) y la Ley Orgánica del Régimen Muni-

cipal (en lo sucesivo LORM).

Los ajustes «heterodoxos» de la Década Perdida

En 1982 cayeron los ingresos petroleros y el gobierno se vio incapacitado para cancelar el servicio de

los intereses de la deuda externa. La fuga de capitales y la reducción de las reservas en divisas inter-

nacionales puso en peligro la estabilidad del gobierno.

En febrero de 1983, el gobierno decretó la devaluación en un 170% de la tasa de cambio, y la libera-

ción de precios de algunos productos de consumo masivo. Había comenzado el período de ajustes

estructurales en Venezuela.

Entre 1983 y 1988 se diseñaron varios planes de ajuste. El esfuerzo de todos, sin embargo, consistió

en adoptar medidas de austeridad en el gasto público y políticas deflacionarias. Entre 1984 y 1986 se

sucedieron diferentes devaluaciones y se apeló al control de cambio.

En 1984 el gobierno intentó revitalizar al sector agrícola mediante una política de incentivos: fue el

llamado «milagro agrícola». En el marco de un paquete de ajuste estructural «heterodoxo», es decir

sin contar con el beneplácito de las agencias multilaterales, el gobierno decidió una política agrícola

que contaba con los siguientes instrumentos: el contingentamiento de las importaciones con base en

la adquisición de las cosechas nacionales en forma directa, el otorgamiento de intereses preferencia-

les por parte de la banca oficial a los productores, la fijación de los precios internos a niveles muy

superiores a los de los mercados internacionales y el crecimiento de la inversión pública en infraes-

tructura en el medio rural. Por otra parte, amparado en una política de controles de cambio y cambios

diferenciales (RECADI), el gobierno decidió también subsidiar la importación de los principales ren-

glones alimentarios (azúcar, trigo, soya, leche, aceites comestibles) a fin de aminorar el impacto del

ajuste en los estratos de población de menores recursos.

Como resultado de estas políticas, el sector agrícola creció a una tasa promedio anual de 6,3% entre

1984 y 1988 mientras el resto de la economía crecía a una tasa de 4,2% anual. La rama que más se be-

nefició fue la producción de cereales, que experimentó tanto incrementos en la superficie sembrada

(principalmente maíz y sorgo), como también incrementos en la productividad como resultado del

subsidio a los fertilizantes y agroquímicos. Pero también se redujeron las importaciones de azúcar y

oleaginosas como resultado de incrementos de producción más modestos en estos rubros.
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El milagro agrícola duró poco. Entre 1987 y 1988 el incremento en las tasas reales de interés y la re-

ducción de las partidas presupuestarias para obras de infraestructura determinaron de nuevo una

recesión en el sector. En 1986 comenzó el proceso de renegociación de la deuda externa. El alto

volumen de reservas en divisas extranjeras por el Banco Central, otorgaba al Estado considerables

márgenes de maniobra en la negociación, por lo que se firmó un acuerdo con los principales

acreedores sin tener que acudir al Fondo Monetario Internacional (FMI). Paralelamente, el gobierno

venezolano también participaba con otros gobiernos latinoamericanos en los intentos de constituir un

«cartel de deudores» a fin de fortalecer su capacidad de negociación frente al cartel informal integra-

do por la comunidad financiera internacional, las agencias multilaterales y los gobiernos de los

principales países industrializados. No obstante, la estrategia del cartel de deudores no funcionó, por

lo que el 16 de febrero de 1989, poco después de que Carlos Andrés Pérez asumiera la Presidencia, los

bancos internacionales se negaron a otorgar nuevos préstamos al gobierno venezolano, a menos que

éste accediera a firmar un acuerdo de ajuste «ortodoxo» con el FMI.

A finales de 1988, ante las expectativas de una eminente devaluación y del incremento de los precios,

los importadores se valieron de todas las posibilidades para aprovechar las divisas subsidiadas, sin

ofrecer los productos terminados hasta que se autorizaran nuevos precios al consumidor. El resultado

fue una aguda crisis de desabastecimiento. El desarrollo agrícola nacional sostenido por el Estado

había colapsado.

El 26 de febrero de 1989 el gobierno venezolano firmaba su primera Carta de Intención con el FMI.
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E L G O B I E R N O D E C A R L O S A N D R É S P É R E Z

En 1989 la economía venezolana se hallaba en una grave crisis. Las reservas operativas en poder del

Banco Central de Venezuela (BCV) estaban casi agotadas, el déficit fiscal registraba niveles nunca an-

tes vistos, y existía un desabastecimiento generalizado de alimentos y otros productos de consumo

diario.

El partido de gobierno contaba con mayoría en el Congreso y el presidente electo disfrutaba de una

gran popularidad debido a su estilo carismático de liderazgo y al recuerdo entre los electores del

período de auge económico disfrutado en el país como consecuencia del incremento mundial de los

precios del petróleo. En el contexto internacional, las doctrinas económicas keynesianas habían sido

substituídas por el monetarismo, la economía de la oferta (supply-side economics), y el renacimiento

de las doctrinas liberales sobre la eficiencia asignativa y distributiva de los mercados competitivos.

Pero su contraparte interna, los proyectos de reforma pro-mercado que hasta el momento habían

abanderado algunos sectores empresariales, desde Tinoco hasta el grupo Roraima, no habían logrado

aún legitimidad ante la opinión pública.

El Gran Viraje

En 1989 el recién electo gobierno de Carlos Andrés Pérez firmó una Carta de Intención con el Fondo

Monetario Internacional, dando así inicio a un programa de ajuste estructural al que denominó «El

Gran Viraje». Este programa de ajuste daba fin a la estrategia de «desarrollo nacional» implementada

por los gobiernos venezolanos durante las tres décadas anteriores, mediante su substitución por una

estrategia más acorde con las nuevas reglas de juego del orden geopolítico y económico mundial.

Las políticas macroeconómicas del ajuste

La Carta de Intención al FMI comprendía los siguientes objetivos: 1. ajustar la economía al shock ex-

terno generado por la caída de los precios del petróleo; 2. reiniciar el servicio de la deuda externa; y

3. restablecer el acceso a los mercados financieros foráneos a fin de lograr un crecimiento económico

sostenible.

Estos objetivos eran cónsonos con las funciones asignadas al FMI luego de su creación en Bretton

Woods. No obstante, el estrangulamiento financiero de los países deudores proporcionaba ahora las

condiciones para que el Fondo asumiera nuevas funciones en la determinación de la agenda de políti-

ca macroeconómica de los gobiernos deudores.

La agenda de reformas del programa incluía las siguientes políticas en el largo plazo:

L A  R E F O R M A  D E L  S E C T O R  P Ú B L I C O  A G R Í C O L A
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1. Una política de equilibrio fiscal.

2. La abolición de las intervenciones discrecionales del gobierno en el sistema de precios.

3. Una devaluación sustancial del bolívar y la adopción de una política cambiaria orientada a garanti-

zar la competitividad en los mercados mundiales de los sectores productivos internos.

4. Una política de contracción monetaria y crediticia a fin de lograr tasas reales de interés positivas,

congruentes con los niveles prevalecientes a escala internacional.

5. Una política comercial de apertura, con base en la reducción de los aranceles y la eliminación de

todas las barreras no-arancelarias al comercio internacional.

6. La privatización de la mayoría de las empresas públicas.

7. La desregulación del mercado de trabajo a fin de hacer más competitivas a las empresas nacionales

y minimizar las presiones inflacionarias en el mercado interno.

El programa de reformas contaba con una clara direccionalidad. La unificación cambiaria y la ma-

crodevaluación del bolívar, que era su consecuencia inmediata, terminarían con la especulación cam-

biaria y contribuirían a un rápido mejoramiento de la balanza de pagos, acelerando la recuperación

de las reservas internacionales. La elevación de las tasas de interés y la restricción del crédito estimu-

larían el ahorro interno y frenarían la fuga de capitales. La liberación de precios y el reajuste de las

tarifas de los servicios públicos mejorarían su relación costo-precio y contribuirían, conjuntamente

con la flexibilización hacia abajo de los salarios, a elevar la rentabilidad de los empresarios naciona-

les, lo que tendría efectos positivos en los flujos de inversión tanto domésticos como foráneos. La

reducción de los aranceles contribuiría a contener el ritmo de la inflación y sentaría la bases para in-

tensificar la competencia, dirigiendo la inversión productiva hacia los sectores con mayores ventajas

comparativas (cfr. Valecillos, 1992).

El programa planteaba las siguientes metas de corto plazo:

1. La unificación y liberación de la tasa de cambio.

2. La reducción del déficit fiscal a menos del 4% del PTB.

3. El ajuste gradual de las tarifas de servicios del sector público, incluyendo la gasolina.

4. La gradual eliminación de los subsidios a los insumos productivos (en particular el precio del ferti-

lizante) y la substitución de los subsidios indirectos a los bienes de consumo (entre otros, alimentos y

medicinas) por subsidios directos focalizados.

5. La transferencia de los bancos, empresa teléfonos, aerolíneas, centrales azucareros, hoteles y puer-

tos, propiedad del Estado, a la empresa privada.
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La firma de la Carta de Intención colocó a Venezuela en la lista de los países elegibles para el Plan

Brady de reducción y descuento de la deuda. El Plan involucraba deudas por US$ 19.9 mil millones,

equivalentes a 80% aproximadamente del total de la deuda pública, deducciones a las tasas de interés

anuales, y un período de gracia de siete años para la amortización del capital. El FMI acordó propor-

cionar 5.1 millones de dólares en un período de tres años, así como 700 millones de dólares en apoyo

al programa de reducción de deuda.

El 27 de febrero de 1989, el anuncio de las primeras medidas del programa fue recibido por cuatro

días de motines y saqueos. Esta fecha constituyó un hito en el proceso de reforma. Fue el signo más

claro, hasta el momento, de que la implementación del programa de ajuste estructural no podría ser

llevado a cabo en detrimento de toda consideración de las condiciones sociales y políticas internas.

Casi inmediatamente, el FMI al que rápidamente se añadió el Banco Mundial, comenzaron a diseñar

las políticas «compensatorias» que acompañarían al ajuste en sectores anteriormente no menciona-

dos en el programa como la educación, la salud y la agricultura.

Las políticas de reforma del Estado

En 1989, paralelamente al «Gran Viraje», la COPRE diagnosticó tres grandes «distorsiones·» en el

funcionamiento del sector público. 1. El centralismo, definido como el progresivo distanciamiento

entre los centros de toma de decisión de la administración central y los niveles de ejecución estadal y

municipal. 2. El clientelismo, que se identificaba con el predominio de criterios personalistas y parti-

distas en la asignación de recursos en detrimento de la eficiencia atribuída a los mecanismos del mer-

cado. 3. La burocratización, diagnosticada como la pérdida de eficiencia del sector público como

consecuencia del incremento de los trámites legales y normativos, de la baja remuneración de los

funcionarios (lo que conducía a su desmoralización), y el hincapié otorgado por los sindicatos a la

estabilidad del empleo en detrimento de la eficiencia productiva (cfr. de la Cruz, 1988).

Con base en este diagnóstico, el gobierno diseñó las políticas de reforma del Estado que acompaña-

rían al programa de ajuste estructural. Éstas incluían: la reforma política, principalmente la elección

directa de gobernadores y alcaldes; la descentralización administrativa, y en particular la transferen-

cia de algunas competencias del gobierno central a los estados y los municipios; y la descentraliza-

ción presupuestaria, o transferencia de recursos financieros a los gobiernos estadales y municipales a

fin de que estuvieran en condiciones de asumir las nuevas competencias administrativas. En algunos

casos, la descentralización administrativa y presupuestaria, incluyó también un componente de priva-

tización mediante la venta, cesión o contratación de algunos servicios previamente desempeñados
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por el gobierno central, a las empresas privadas o a las organizaciones no-gubernamentales.

La política agrícola de «El Gran Viraje»

Desde un inicio, como lo evidenciaba la Carta de Intención, la política para el sector agrícola y la

política comercial fueron los temas más conflictivos del proceso de negociación del gobierno de

Carlos Andrés Pérez con el FMI. Dos párrafos, uno extraído de la Carta de Intención y otro de un do-

cumento del Banco Mundial, reflejan algunos de los desacuerdos y compromisos que caracterizaron

las negociaciones:

El gobierno considera que ciertos bienes y servicios debieran ser subsidiados. La tasa de interés

preferencial para la agricultura debiera ser flexible, hasta un nivel diferencial de 7% por debajo de

la tasa del mercado. (República de Venezuela, 1989).

Se llegó a un acuerdo entre el Banco (Mundial) y el Gobierno durante las negociaciones del primer

préstamo de ajuste, de que la liberalización del régimen de comercio agrícola comenzaría en 1991.

El Gobierno pospuso hasta enero de 1991 el tomar alguna medida para liberalizar el régimen

comercial del sector agrícola. (Banco Mundial, 1990:44).

En 1990 el Banco Mundial pasó a ocupar un papel protagónico en el diseño e implementación de

diferentes programas de ajuste «sectoriales» en Venezuela. Ese mismo año, una misión conjunta del

BM y la FAO fue enviada a Venezuela con la finalidad de realizar un diagnóstico completo del sector

agrícola, requisito indispensable para un eventual préstamo de ajuste sectorial.

El diagnóstico del BM/FAO 1990 tuvo como objetivo identificar un conjunto de problemas del sector

agrícola identificados como «estructurales». El diagnóstico señalaba la intervención del Estado, y

particularmente a la política del «milagro agrícola», como el origen de los problemas estructurales.

En particular fueron cuestionados los siguientes objetivos de las políticas de «milagro agrícola» se-

guidas durante el período 1984-1988: a. el auto-abastecimiento en ciertos rubros agroalimentarios por

consideraciones de seguridad alimentaria, «independientemente de sus costos»; b. la regulación de

los precios agrícolas domésticos a fin de que cubran los costos de producción, «independientemente

de los niveles de eficiencia de las fincas» y c. el subsidio a las tasas de interés preferencial para la

agricultura, «sin tomar en cuenta los problemas institucionales que confrontan los intermediarios

financieros del sector».

El diagnóstico también cuantificó los subsidios implícitos para la agricultura en US$ 1.000 millones,

lo cual representaba el 2% del PTB. Sólo en fertilizantes, por ejemplo, el gobierno subsidiaba el 90%

de su precio de mercado a los agricultores (cfr. BM 1995: Informe Final, Proyecto de Extensión).
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El diagnóstico no mencionaba, empero, otros de los problemas «estructurales» que tradicionalmente

habían sido identificados en la literatura académica sobre el sector agrícola venezolano como por

ejemplo: 1. la baja rentabilidad del sector como consecuencia de los efectos de la renta petrolera: la

«enfermedad holandesa»; 2. el predominio de mecanismos oligopólicos en los mercados domésticos,

y especialmente en los circuitos agroalimentarios y 3. la sesgada distribución del ingreso, con su

efecto en la reducción de la demanda efectiva en el mercado interno.

El diagnóstico del BM/FAO también dirigía duras críticas a la Ley de Reforma Agraria, y en particu-

lar, a la ausencia de un mecanismo transparente por medio del cual la propiedad de la tierra pudiera

ser utilizada como garantía hipotecaria para acceder al crédito agrícola.

El Programa Integral de Transformación del Sector Agrícola (PITSA)

En febrero de 1991, durante una segunda misión a Venezuela, el BM completó el borrador final del

documento del préstamo de ajuste sectorial: el PITSA. El programa era en realidad una política «com-

pensatoria» de los efectos de las políticas macroeconómicas del ajuste sobre el sector agrícola. El

programa, para ser llevado a cabo durante el período 1992-1996, sería cofinanciado por un préstamo

por US$ 300 millones (No. 3420-VE) del Banco Mundial, un préstamo del BID por US$ 300 millones y

erogaciones del gobierno venezolano por un total de US$ 500 millones, lo cual incluía la asignación de

fondos presupuestarios por un valor de US$ 300 millones.

El PITSA abarcaba tres grandes componentes:

1. Inversiones públicas en la agricultura, lo que incluía electrificación rural, irrigación, drenaje y vías

rurales.

2. Cambios en las políticas públicas lo que incluía la reforma de la política comercial agrícola, la re-

forma del sector financiero público para la agricultura; la reforma de las políticas de precios del siste-

ma agroalimentario y el catastro de tierras rurales.

Más, un tercer componente, la reforma institucional del sector público agrícola, el cual incluía:

3.1. La desburocratización y modernización del MAC y sus agencias. Lo que suponía el despido di-

recto de un gran número de empleados y su substitución por un equipo reducido pero altamente cali-

ficado de funcionarios.

3.2. Una política de desconcentración. Entendida como una reorganización de las unidades estadales

y municipales del ministerio a fin de que sean ellas las que: «asuman la principal responsabilidad en

la preparación e implementación de los programas que afectan a los intereses de sus propias localida-

des» (MAC-PITSA, 1992)1.
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3.3. Una política de privatización de algunas funciones como el almacenamiento y la comercializa-

ción de los productos agrícolas, los servicios de sanidad animal y vegetal y los servicios de extensión

y transferencia de tecnología.

Más concretamente, el PITSA contemplaba una profunda reestructuración del Fondo de Crédito

Agropecuario (FCA), y de las direcciones generales sectoriales de catastro y de infraestructura del

MAC; la completa eliminación de BANDAGRO, Foncafé y Foncacao y la reducción general de la nó-

mina de todo el sector. En otro sentido, el programa planteaba la creación al más alto nivel ministerial

de una oficina encargada de coordinar la ejecución y seguimiento de los préstamos externos (cfr.

Coles, 1993:29; BM, 1996).

La reestructuración del sector público agrícola, de acuerdo con el programa, suponía una visión del

papel del Estado radicalmente distinta a la que había prevalecido durante todo el período proteccio-

nista. En palabras del ministro Jonathan Coles:

El propósito que impulsaba la reforma de la política agrícola sería el de crear un sector productor

de alimentos más dinámico y eficiente, que dependiera menos del gobierno central y pudiera satisfa-

cer las necesidades nacionales más eficazmente, generando excedentes de exportación. (…) En vez

de confiar primordialmente en la planificación estatal y en las instituciones del gobierno, el sector

dependería más de las inversiones hechas por empresarios privados dispuestos a explotar las opor-

tunidades del mercado. (…) El gobierno limitaría su función al apoyo de los pequeños agricultores

vulnerables, invirtiendo en infraestructura –vialidad, sistemas de riego, electricidad e investigación

básica– y cubriendo las brechas dejadas por las instituciones del sector privado, tales como crédito

a largo plazo y financiamiento a pequeños productores. (Coles, 1993:10).

En otras palabras, más mercado y menos Estado, pero un Estado más fuerte.

Con todo los préstamos del BM y del BID para la ejecución del PITSA suponían el cumplimiento de

una serie de condiciones por parte del gobierno nacional. Según el ministro Coles:

Para tener acceso a las líneas de crédito, Venezuela debía: (a) mantener sus reformas en las políti-

cas comerciales y financieras; (b) reestructurar varias instituciones y (c) privatizar los silos y otras

instalaciones que fueran propiedad del gobierno… (Coles, 1993:18).

Desde el inicio, el BM estaba consciente de algunos de los costos sociales que conllevaría la imple-

mentación de las reformas propuestas en el PITSA. El documento del proyecto menciona, por

ejemplo, que:

5 0
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…(Estas políticas) pudieran resultar en pérdidas de ingreso de corto plazo para algunos agricul-

tores y en la posible reducción de un completo abastecimiento doméstico de las mercancías agríco-

las no competitivos, lo que posiblemente requerirá un incremento en las importaciones de alimentos

y materias primas a fin de satisfacer la demanda de productos agrícolas. (Banco Mundial, 1991:28).

El Banco también estaba consciente de las eventuales reacciones políticas al proyecto. En particular,

el documento identificaba a los agricultores orientados al mercado interno como los principales opo-

sitores potenciales a las reformas propuestas. Así que, a fin de garantizar tanto la aprobación del pro-

yecto en el Congreso como su posterior implementación, los funcionarios del Banco encargados del

proyecto y los altos funcionarios del Ministerio, formularon una estrategia dirigida a comprometer

las decisiones del gobierno con el programa de reformas a fin de hacerlas irreversibles. La estrategia

incluía tres diferentes «tácticas»:

En primer lugar, la «condicionalidad cruzada» de los diferentes préstamos, es decir la vinculación de

la asignación de las partidas asignadas a cada programa de préstamos con el gradual cumplimiento

de las condiciones en todos los otros componentes del programa de ajuste. Con esto, suponían, se

generarían fuertes presiones más allá del sector para el avance del programa de reformas tanto a nivel

general como en cada sector.

La segunda táctica utilizada fue la de apremiar al gobierno a firmar acuerdos multilaterales como los

del GATT, y bilaterales, como el firmado en abril de 1991 con Estados Unidos creando una Comisión

EU-Venezuela en Comercio e Inversión antesala para un eventual ingreso de Venezuela al NAFTA, a

fin de comprometerlo supranacionalmente con el programa de reformas.

La tercera táctica fue aislar lo más posible a los altos funcionarios públicos encargados de la reforma

de las presiones sociales internas, tanto durante las negociaciones como durante las primeras etapas

de implementación del proyecto. Esto último supuso la negociación «a puerta cerrada» (es decir, sin

la participación de ninguno de los agentes sociales afectados por la reforma) y la clasificación de la

información relevante como «altamente confidencial y de circulación restringida». De hecho, el Con-

greso de la República, cuya aprobación era necesaria para que el gobierno incurriera en los nuevos

endeudamientos que suponían los préstamos, sólo conoció un borrador del proyecto que proporciona-

ba información sobre los compromisos financieros que asumía el Estado pero no mencionaba ningu-

na de las condiciones de política mencionadas en la versión oficial discutida por el poder ejecutivo.

Esto lo admitió implícitamente el Ministro Coles varios años después al señalar:
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…(Estas tácticas) facilitarían la aprobación de las leyes de crédito público en el Congreso (…).

Pero incluso con estos incentivos, no había seguridad de que el Congreso aprobaría el programa de

inversión con todas las condiciones que exigían los organismos multilaterales. Con la artillería que

habían dirigido a las nuevas políticas agrícolas, ¿respaldarían estos préstamos? (Coles, 1993:19).

De hecho, la ausencia de información y discusión pública fue una de las principales causas de la

demora en la aprobación del PITSA en el Congreso, y de retrasos posteriores en su instrumentación

de las medidas.

La apertura comercial agrícola

En junio de 1990, seis meses antes de lo acordado en la Carta de Intención, el gobierno decidió ade-

lantar uno de los compromisos contraídos con el FMI: la apertura comercial agrícola. Veamos la ver-

sión del ministro de los hechos:

En la formulación de la Reforma Comercial, plasmada en el Decreto 239 de fecha 30/05/89, se abrió

un plazo excepcional de un año para los productos agropecuarios, mientras se hacían los estudios

correspondientes. (…) Al comparar los precios internos con los internacionales se hizo evidente que

la sinceración del tipo de cambio permitía proteger a la gran mayoría de los productos agropecua-

rios con los niveles arancelarios previstos para el resto de la economía. Sólo los precios internos de

las oleaginosas anuales y del sorgo seguían por encima de los precios internacionales, después de

la aplicación de los aranceles… (Coles, 1993:4).

El decreto 988 proclamó una apertura unilateral e indiscriminada de la economía a través de la

nivelación de todas las tarifas arancelarias y la gradual eliminación de las barreras no-arancelarias.

Varios meses después, entre noviembre de 1990 y marzo de 1991, una serie de decretos y resoluciones

complementarias acordaron establecer nuevamente un relativo margen de protección para algunos

circuitos agroalimentarios considerados «sensibles», tales como alimentos concentrados para anima-

les, aceites vegetales y cereales.

La estructura arancelaria para las importaciones de productos agrícolas fue reducida significativa-

mente. Se establecieron tres tipos de tarifas: 10, 15 y 20%. La principal barrera no-arancelaria, las li-

cencias de importación (también conocida como Nota 2), fue eliminada gradualmente por renglón

hasta su completa eliminación a mediados de 1992.

Más aún, el gobierno diseñó una nueva canasta de alimentos, considerados «básicos», a fin de con-

trolar algunos precios a nivel del consumidor paralelamente a la desregulación del resto. En ausencia

de ninguna otra política para el sector, durante el período en que se llevó a cabo este primer programa

5 2
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de ajuste, la política comercial agrícola se convirtió en la única política sectorial de facto durante el

período 1990-1992, ya que cualquier otra forma de intervención del Estado fue considerada por el

Banco Mundial como no acorde con el libre funcionamiento de los mecanismos del mercado y la

adopción de políticas macroeconómicas «sectorialmente neutras» (cfr. Banco Mundial, 1990).

Sin embargo, al principio, la política agrícola propiamente dicha no sufrió cambios. Las pautas de

la política comercial concedían al sector agrícola una moratoria de un año para definir sus propias

pautas especiales; y varios renglones básicos de alimentos quedaron sujetos al control de precios.

Las importaciones quedaron bajo los sistemas tradicionales de cupo. (Coles, 1993:13).

El impacto sectorial de las políticas macroeconómicas

No hay mejor testimonio sobre el impacto sectorial de las políticas macroeconómicas, que esta cita

tomada de un escrito de Jonathan Coles, ministro del MAC durante el período considerado:

A pesar de la renuencia inicial, por parte del gobierno de Pérez, a efectuar cambios en el sector

agrícola, las reformas macroeconómicas realizadas al inicio del período tuvieron una repercusión

directa en dicho sector. La eliminación de la tasa de cambio preferencial y el control de precios y

tasas de interés elevaron dramáticamente el precio de los alimentos, sobre todo para los productos

con una alta proporción de componentes importados. (Coles, 1993:12).

A mediados de 1993, los subsidios a los fertilizantes, anteriormente equivalentes a un 90% de su costo

de oportunidad para los agricultores, fueron completamente eliminados. Formalmente se decidió

también cobrar tarifas para el agua de riego en los sistemas propiedad del Estado, acordes con su cos-

to de oportunidad, pero la medida nunca se pudo llevar a la práctica debido a la escasa capacidad del

ministerio para implementarla. Por otra parte, durante todo el período, el precio de la gasolina per-

maneció altamente subsidiado2.

La reestructuración del sector público agrícola

Los «vicios» que fueron diagnosticados por la COPRE para el sector público en su conjunto eran

claramente visibles en el MAC y sus agencias. Por una parte, debido a los bajos salarios, el sector sólo

retenía a los funcionarios menos calificados o con menos oportunidades en los mercados laborales.

En otro sentido, en el marco de una economía inflacionaria y debido a la política de austeridad en el

gasto público así como a la inflexibilidad hacia abajo del empleo en cada agencia, la estructura de los

presupuestos de cada institución del sector se repartían cada vez menos equitativamente entre los

gastos de nómina y los gastos de funcionamiento, en detrimento de los últimos. El resultado eran unos

5 3
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funcionarios mal remunerados, desmotivados y con muy pocos recursos para poder desempeñar efi-

cientemente sus funciones.

Pero los problemas que afectaban a las agencias del Estado no eran sólo presupuestarios o laborales,

sino también la inadecuación de su estructura institucional a las nuevas funciones que se requerían

del Estado con posterioridad al ajuste. Es significativo al respecto este texto del Ministro de Estado

para la Descentralización del gobierno de transición:

La concepción general de la intervención del Estado que ha privado para diseñar y estructurar

organismos públicos del área. Ha sido diseñado para una alta intervención directa y administrativa

del Estado. Se plantea una doble problemática. Se mantiene una estructura organizativa y unos

programas que progresivamente se vacían de contenido y pierden eficacia, representando un gasto

altamente ineficiente. En segundo lugar, los servicios y las formas de apoyo extragubernamental al

sector se desarrollan lentamente no cubriendo adecuadamente el vacío dejado por la acción estatal.

(Brewer-Carías, 1994).

Según el ministro Coles, la reestructuración del sector público agrícola contaba con una clara direc-

cionalidad:

La pauta central para la reestructuración general era la de concentrar el Ministerio en la formula-

ción de políticas, transfiriendo: (a) hacia abajo las funciones gubernamentales operativas hasta los

municipios en la medida de lo posible y (b) hacia afuera de modo que salieran hacia el sector priva-

do las funciones ajenas al ministerio. Además de la formulación de políticas, el gobierno se concen-

traría en las funciones de información y estadística, infraestructura pública, investigación básica,

sanidad animal y vegetal, extensión agrícola y educación. Pero, en lugar de absorber las funciones

exclusivamente, trataría de colaborar con las instituciones privadas existentes y desarrollar otras

nuevas donde fueran necesarias. (Coles, 1993:22).

Esto, a su vez, se traducía en metas claras para las diferentes políticas a implementar. Una de ellas era

la reducción de la nómina del Ministerio. En 1989 el Ministerio contaba con una nómina de aproxi-

madamente 36.000 trabajadores. De nuevo, una cita textual del ministro Coles es relevante:

El plan general de reestructuración reduciría la nómina total del gobierno de más de 30.000 a unos

10.000 empleados, con oportunidades para reducciones ulteriores en el futuro. (Coles, 1993:22).

Aún cuando la política de despidos comenzó en 1989, no fue sino en marzo de 1992, una vez nombra-

do ministro Jonathan Coles, que se dio realmente inicio a la reestructuración interna del ministerio. El

contexto, sin embargo, en que ocurrió esta reestructuración no garantizaba las mejores condiciones
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de éxito. Primero, el escenario social y político del país era de una gran inestabilidad. En 1992, por

ejemplo, ocurrieron dos intentos de golpe de Estado, uno en febrero y otro en noviembre. Segundo, la

recesión económica había generado una aguda contracción en los mercados laborales. Tercero, al

percibir los sindicatos públicos la debilidad del gobierno creyeron llegado el momento para frenar la

reestructuración. Cuarto, tanto la lentitud de la burocracia oficial para tomar decisiones adminis-

trativas, como la ausencia de un real compromiso por parte del Congreso y los partidos políticos con

la reforma, retrasaban la implementación de medidas drásticas de reducción de personal en todo el

sector público3.

A fin de comenzar la reestructuración se ofrecieron diferentes opciones a los funcionarios para que

voluntariamente renunciaran a sus cargos. Es interesante la versión del ministro Coles al respecto:

Estábamos preocupados por el tema de que fuera atractivo de manera de no sacarlos (a los funcio-

narios públicos juzgados excedentes) botados. Despedir a un empleado público es complicadísimo,

porque nuevamente pudieran ser reenganchados. Por ello tenía mucho más sentido que la persona

decidiera irse porque le gustaba, porque era atractivo y porque iba a cobrar buenas prestaciones.

(Entrevista al ministro Coles, noviembre 1996).

El resultado fue una ineficiente política de despidos. Los mejores funcionarios, con más conocimien-

tos del sector y con más opciones en el mercado laboral, emigraron hacia otras ocupaciones. Muchos

de los empleados que se quedaron, frecuentemente por presión de los sindicatos, no eran los más

eficientes. Más aún, para ocupar los cargos directivos vacantes, y los múltiples cargos de consultoría

que se crearon, fueron reclutados gerentes provenientes de la empresa privada. Es posible que mu-

chos de estos nuevos funcionarios dispusieran de grandes conocimientos gerenciales, pero en la ma-

yoría de los casos desconocían completamente el sector, por lo que no estaban en condiciones al me-

nos en el corto plazo para tomar las mejores decisiones administrativas. De hecho, el Ministerio no

contó con una clara política de personal ni con un plan de reestructuración del Ministerio sino mucho

después de haberse iniciado el proceso.

Un funcionario entrevistado por los miembros del equipo de investigación, resumió los resultados de

la reestructuración del MAC en los siguientes términos:
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3 CORDIPLAN, el ministerio de planificación, debía dar su aprobación a los planes de reestructuración de los ministerios sec-

toriales, pero el papeleo y la burocracia hacían sumamente lentos los procedimientos. El Congreso tenía que aprobar los fondos

necesarios para poder llevar a cabo, por ejemplo, las partidas para el pago de las prestaciones sociales a los funcionarios despedi-

dos o jubilados prematuramente.
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En 1991 se privilegió la dimensión modernización de la estructura, pero su objetivo no se cumplió.

No se dieron los cambios internos operacionales, pues quedaron casi las mismas oficinas, sin gente

pero con los mismos cargos. Se siguió con la misma actividad pero con menos gente. No se dio una

reestructuración, sino una liquidación. También fue un cambio «a medias» porque se suponía que

ese personal eliminado no podía regresar, sin embargo luego regresaron. No fue una reestructu-

ración planificada porque no se sabía quién salía y quién no. La forma en que se llevó a cabo la

reestructuración dio como resultado la fuga del personal más calificado, quedándose los que más

miedo tenían de lanzarse a un mercado para ellos desconocido, o simplemente porque siempre

habían trabajado en el sector público. Y es más, hay casos donde hasta seis meses después de haber

despachado al personal, lo reengancharon, y con mejores opciones remunerativas. (IVIC: entrevista

a un funcionario de la Dirección de Planificación del MAC, agosto de 1996)

La política de desconcentración: las UEDAs y las AMAs

El plan de reestructuración había decidido concentrar las funciones de planificación, coordinación y

evaluación de políticas en las oficinas centrales en Caracas. En los estados se fortalecerían las Unida-

des Estadales de Desarrollo Agrícola (UEDAs), ya existentes, a las cuales se les asignaba únicamente

la función de servir de enlace entre el ministerio y los gabinetes agrícolas de las gobernaciones. El

plan decidió la creación de oficinas en los municipios rurales, las Agencias Municipales Agrícolas

(AMAs), a las que se asignaba una doble función: servir de enlace «hacia abajo» entre las oficinas

centrales, las estadales (UEDAs) y los agricultores; y «hacia arriba», canalizar las demandas de los

agricultores hacia las instancias de toma de decisión.

Según evaluó posteriormente, Brewer-Carías, el Ministro para la Descentralización del gobierno de

transición:

Se han producido diversos intentos en el pasado, con distintos grados de éxito y permanencia. Ac-

tualmente la base del sistema es el funcionamiento de las UEDAs, unidades desconcentradas del

MAC, además de entes coordinadores de los gabinetes agrícolas estadales. A éstas se agregan las

AMAs, cuyo funcionamiento inicial puede decirse que comenzó mal debido a la ausencia de autono-

mía en relación a las oficinas centrales del MAC, así como su precaria vinculación a los poderes

regionales y municipales. (…) La existencia de entes estadales y municipales de desarrollo agrope-

cuario tienden a distanciar aún más estos entes del MAC. (…) Se han intentado distintos modelos de

descentralización y autonomía. (…) Las Autoridades de Áreas (en concordancia con la Ley de Orde-

nación del Territorio) deberían constituir un ente administrativo articulador de diversos organis-
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mos públicos nacionales, regionales y locales. Lamentablemente, esta instancia ha sido desvirtuada

en la práctica, al convertirse en organismos adscritos al MAC con muy escasa jerarquía real, poca

capacidad de coordinación y precaria autonomía funcional. (Brewer-Carías, 1994:719-20).

El problema de fondo, que el texto refleja, es que el Estado había dado inicio a dos políticas de refor-

ma con fines diferentes. Una, la política de desconcentración del Ministerio, era percibida por los

gobernaciones de estado y las alcaldías como una intromisión ilegítima del gobierno central en sus

respectivos territorios. Otra, la política de descentralización, no sólo contaba con fundamentos jurídi-

cos (Ley Orgánica del Sufragio, la Ley Orgánica de Descentralización y la Ley Orgánica del Régimen

Municipal), sino que se había convertido en uno de los principales medios de los sectores descon-

tentos de la provincia para hacer avanzar sus reivindicaciones de un programa de ajuste con conte-

nidos más democráticos y afines a sus intereses sectoriales. Sobre esto volveremos más adelante.

La desregulación de los mercados de café y cacao

Una de las principales decisiones de la reforma del sector en ese período fue la desregulación de los

mercados de café y cacao, así como la reestructuración de los Fondos que, durante la década del 70,

habían sido creados para compensar a los agricultores de los efectos tanto de las políticas de substitu-

ción de importaciones como de la «enfermedad holandesa» sobre ambos subsectores. El Fondo

Nacional del Café (FONCAFE) y el del Cacao (FONCACAO) fueron creados en 1975 con el propósito

de incrementar la producción y la productividad de ambos rubros, tradicionalmente productos de ex-

portación, cuyos rendimentos físicos habían decaído substancialmente con posterioridad a la década

del 60. FONCAFE y FONCACAO ofrecían asistencia técnica, proporcionaban créditos subsidiados a

los productores, establecían y garantizaban precios de sustentación de ambos productos, y participa-

ban en su comercio internacional.

La intervención y reestructuración de ambos fondos en 1991 ocasionaron graves daños a los pequeños

productores, el sector mayoritario, al desaparecer la asistencia técnica y el crédito subsidiado por el

Estado. Al ser transformados los fondos en empresas con criterios mercantiles de rentabilidad y no de

servicio público, los precios de ambos productos comenzaron a ser regulados por unos mercados in-

ternacionales sumamente volátiles. Al menos, en el corto plazo, la imposibilidad de renovar los flujos

de exportación, condujo a una saturación del mercado doméstico y a la caída de los precios. Impor-

tantes funciones del Estado en relación a estos rubros con grandes posibilidades de exportación

habían caído en el vacío.
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La reestructuración del sistema de crédito público agrícola

Como señalamos anteriormente, con posterioridad a la década del 60, el MAC había creado una serie

de instituciones públicas para administrar sus políticas de crédito preferencial a los agricultores. La

Ley de Reforma Agraria fijó en 3% la tasa de interés que podía cobrar el Instituto de Crédito Agrope-

cuario (ICAP), por sus créditos a los «pequeños» productores agropecuarios. En 1969, se había crea-

do el Banco de Desarrollo Agropecuario (BANDAGRO), el banco de los «empresarios» agrícolas,

consagrando así una división de los agricultores en dos sub-sectores: los «campesinos», supuestos

beneficiarios de la reforma agraria, con quienes el Estado cumplía una «función social» y los «em-

presarios», a quienes el Estado de hecho benefició con la mayoría de incentivos y protecciones, a fin

de garantizar el abastecimiento en materias primas agrícolas y alimentos que requería el crecimiento

del mercado interno. En 1974, en el pico de la bonanza petrolera, el Estado decidió crear una nueva

entidad financiera, el Fondo de Crédito Agropecuario (FCA), cuya función implícita era financiar la

capitalización de las empresas agrícolas a largo plazo.

En 1990, una de las condiciones que había establecido el BM para la erogación de los fondos del

PITSA era la completa reestructuración de este sistema de crédito público agrícola, ya que evidente-

mente no era compatible con las funciones asignadas al Estado en el nuevo estilo de crecimiento

económico. La primera y más fácil meta era comenzar por el Fondo de Crédito Agropecuario.

Conocer la versión del ministro Coles sobre este tema resulta importante:

El desembolso del componente de crédito que correspondía al PITSA dependía de la reestructura-

ción del FCA. Dicho Fondo tendría que limitar su función a canalizar los préstamos a largo plazo

hacia los bancos, sin absorber riesgo alguno. Reduciría su nómina de casi seiscientos a menos de

cien profesionales cuya tarea sería vigilar la actuación de los bancos que recibirían recursos del

FCA. El acceso a un segundo «tranche» de préstamos estaría sujeto a la condición de eliminar el

subsidio a las tasas de interés. (Coles, 1993:20).

El Fondo de Crédito Agropecuario (FCA) fue reestructurado en 1992, convirtiéndose en una institu-

ción «de segundo grado» que serviría como intermediario entre la banca privada y los agricultores

para el financiamiento de inversiones de largo plazo. BANDAGRO, por el contrario, fue completa-

mente eliminado. Se decidió también que el FCA asumiera los pasivos y activos resultantes de la

liquidación de las operaciones crediticias de FONCAFE, FONCACAO y BANDAGRO; así como las

pérdidas del ICAP. El resultado final de esta reestructuración financiera fue una pérdida operacional

de Bs. 3.000 millones en 1993 (cfr. FIDA 1996). Se esperaba también que el FCA implementara una

5 8
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política de «sinceración» en las carteras de crédito público, la instrumentación de una agresiva políti-

ca de recuperaciones y la automatización de los procedimientos administrativos.

De todas las instituciones crediticias del sector financiero agrícola, la que era más difícil reestructu-

rar era el ICAP. El problema era la Ley de Reforma Agraria. La eliminación del Instituto, o la modifi-

cación del crédito preferencial de 3% para los campesinos, inviable en un contexto inflacionario con

tasas de mercado del 30%, suponía una reforma a la ley o su substitución por otra. Las condiciones

sociales y políticas del país, con posterioridad a los motines de 1989 y los dos intentos de golpe en

1992, hacían impensable tal decisión en el Congreso. La única medida posible, en lo inmediato, era la

más fácil: la reducción de la nómina de empleados y de la cartera crediticia. En 1993, la nómina del

ICAP se redujo a 2700 empleados. Y su presupuesto se reparte entre un 60% para el pago del personal,

y 40% para el mantenimiento de sus 72 oficinas subalternas en todo el país (cfr. FIDA, 1996). Como

muchas otras agencias del gobierno central, la función del ICAP inmediatamente después de la rees-

tructuración fue sólo pagar al personal.

Sin embargo, con posterioridad a 1993 dos proyectos del Fondo Internacional para el Desarrollo

Agrícola (FIDA), agencia adscrita a Naciones Unidas, otorgaron una nueva función al ICAP. El FIDA

inició el Proyecto de Apoyo a Pequeños Productores y Pescadores Artesanales de los estados Lara y

Falcón (PROSALAFA). En Sucre, el Proyecto para los Pequeños Productores de la Península de Paria.

En breve, sin embargo, ambos proyectos comenzaron a manifestar problemas de gestión. Según el

FIDA, los aportes de cofinanciamiento del gobierno venezolano fueron desembolsados con mucho re-

traso y la ejecución de los componentes de crédito se interrumpieron contínuamente (cfr. FIDA, 1996).

Más grave aún, como veremos luego, al analizar el funcionamiento del proyecto en el estado Sucre, al

ser entregada la administración de los proyectos al ICAP y al MAC, los «vicios» burocráticos y clien-

telares del Estado venezolano permearon ambos proyectos de desarrollo con fondos externos.

La reestructuración de las agencias centrales adscritas al ministerio

Otra de las condiciones establecidas por el BM para el financiamiento del PITSA era la reducción del

número de agencias burocráticas especializadas adscritas al MAC. La meta era reducir las agencias

de 18 a 10, y su nómina de 33.000 a 13.000 trabajadores (cfr. Coles, 1993:5).

La reestructuración del Fondo Nacional de Investigaciones Agropecuarias (FONAIAP) parecía

prioritaria, ya que era una de las pocas instituciones del gobierno central cuyas funciones parecían

compatibles con el nuevo estilo de crecimiento económico. No obstante, las agencias multilaterales

habían establecido como condición su reestructuración inmediata a fin de que pudiera ser considera-
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da como potencial beneficiaria del financiamiento internacional.

El FONAIAP tiene su sede central en Maracay y agencias en casi todos los estados del país. En 1993

su nómina era de 2.500 empleados, de los cuales 1.000 (entre profesionales y técnicos) estaban direc-

tamente vinculados a la investigación. Similarmente a lo ocurrido en otras agencias del gobierno

central, la política de bajos salarios que había seguido el gobierno central como consecuencia de la

austeridad presupuestaria impuesta por los ajustes, habían constituído un fuerte desestímulo para el

personal más calificado, quienes generalmente habían emigrado hacia la empresa privada. A pesar de

esto, y similarmente a lo que ocurría con el ICAP, el MAC, y tantas otras instituciones del sector, la

mayor parte del presupuesto se destinaba al pago de la nómina y muy poco al desempeño de las fun-

ciones de investigación (cfr. Nielson, 1996:35).

En 1983, el gobierno nacional había recibido un crédito del Banco Interamericano de Desarrollo (BID)

para el cofinanciamiento por un monto global de US$ 74 millones, de un proyecto de fortalecimiento

del sistema nacional de generación y transferencia de tecnologías agrícolas, en gran medida destinado

al FONAIAP: el PRODETEC. A juicio de sus evaluadores PRODETEC había fracasado por las trabas

burocráticas del FONAIAP. A pesar de esto, en 1992 el BID destinó un nuevo cofinanciamiento, un

PRODETEC II, por un monto global de US$ 129 millones, a fin de intentar nuevamente la reestructura-

ción del FONAIAP. Este programa aún está en ejecución, por lo que es prematuro evaluar sus resulta-

dos. En 1996, una fuente cercana al Banco Mundial revelaba, sin embargo, que nuevamente la

ejecución del proyecto no estaba dando todos los resultados que se esperaban de él:

Debido a un gran número de razones, la más importante de las cuales es el incumplimiento por el

gobierno nacional en su aporte de fondos, el PRODETEC II ha tenido hasta el presente muy poco im-

pacto, por lo que las dificultades presupuestarias del FONAIAP han limitado severamente su efecti-

vidad en los últimos años. (Nielson, 1996:36).

En 1992 se decidió también una reestructuración del Instituto Agrario Nacional4 y de la Fundación

para la Capacitación e Investigación Aplicada a la Reforma Agraria (CIARA), dos de las principales

agencias del sector que habían surgido como consecuencia de la Ley de Reforma Agraria de 1960. En

el caso de la Fundación CIARA, el objetivo era adecuar su estructura a la función de institución

coordinadora de un nuevo préstamo del BM para la extensión agrícola, pero a esto haremos referencia

posteriormente cuando analicemos el impacto de este programa en uno de los municipios rurales

6 0

4 Su nómina pasó de 4.000 a 1.500.
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seleccionados como caso de estudio para nuestra investigación5.

El regreso parcial a los controles: una lectura sociopolítica del proceso

Tanto el diseño como la instrumentación de la reforma estructural del sector agrícola se estaban lle-

vando a cabo sin una verdadera consulta con los gremios de los productores, a quienes estaban desti-

nados los servicios del Estado. A semejanza de lo que había ocurrido con la Carta de Intención del go-

bierno al FMI, para dar inicio al programa de ajuste, la aprobación del PITSA y la reestructuración del

sector agrícola se habían decidido rápidamente. Nuevamente se había decidido una política de shock.

El objetivo era no darles tiempo a los agricultores para que se organizaran, tratando así de minimizar

un posible retroceso en el programa. Esto lo veía claramente el ministro Coles, para quien la urgencia

de las políticas de reforma no admitía ninguna dilación ni tampoco una instrumentación gradual:

¿Gradualismo, con cuál propósito? Se pierde tiempo. Si es cierto que la competencia fortalece al

sistema, cuanto antes mejor. (Coles, 1993:33).

Para el ministro tampoco debía existir ningún espacio para la negociación de las políticas, o para

llegar a algún tipo de compromisos. Estas fueron sus palabras:

Cuando yo llevaba ya un año ahí, la gente sabía que no tenía nada que buscar. Quizás hay una visión

ingenua del gobierno, porque en ningún país existe un Estado libre de los intereses políticos, pero

tampoco hay que llegar al punto de que todo dependa del Estado. Eso paraliza al país. El aprendi-

zaje para mí es que tú tienes que trazar unas líneas políticas y seguirlas. (IVIC, diciembre 1996: en-

trevista a Jonathan Coles).

El ministro, originalmente un gerente prestado por uno de los grandes conglomerados agroindustria-

les a la reforma, pensaba que contaba con suficiente apoyo político a fin de poder contrarrestar la

resistencia de los agricultores, particularmente de los más afectados que eran los productores de ma-

terias primas agrícolas, a fin de llevar a cabo completamente el programa de reformas acordado con

las agencias multilaterales. Tanto el secretario general del partido Acción Democrática, el partido de

gobierno, como el secretario agrario del mismo partido y dirigente de la Federación Campesina de

Venezuela, le habían ofrecido su completo apoyo político. El partido AD contaba también con mayo-

6 1

5 Un informe del ministro Coles al Congreso en 1992 revelaba que el ministerio también había comenzado a reestructurar algu-

nas de las otras agencias del sector adscritas a éste: «Estamos haciendo un gran esfuerzo por sanear, desburocratizar y mejorar la

gestión de la complicada red de organismos que componen al sector público agrícola. A estas alturas ya liquidamos a Adagro (la agen-

cia pública encargada de administrar los silos de almacenamiento de cereales), Comexagro (la agencia encargada del comercio exte-

rior agrícola), y pasamos el Plan Nacional de Silos a CASA (la recién creada Corporación para el Abastecimiento, entidad paraes-

tatal)» (Coles, 1993:127).
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ría en el Congreso, por lo que era factible también esperar que el poder legislativo no opondría mayo-

res obstáculos a la reforma.

El inicio de los conflictos y el comienzo del fin del programa de reforma en el sector, al menos

durante esa fase del programa de ajuste, fue la política comercial. La apertura de la economía nacio-

nal al comercio internacional, más que el incremento en las tasas de interés, la liberación de precios o

la eliminación de los subsidios, era el instrumento de política que más afectaba a los «medianos» y

«grandes» agricultores, productores de materias primas para las industrias procesadoras de alimen-

tos, y principales consumidores de insumos agroindustriales.

La apertura comercial agrícola tuvo un impacto negativo inmediato sobre la mayoría de los agricul-

tores, particularmente los productores de cereales y oleaginosas de los llanos, quienes habían sido los

más favorecidos por las políticas «desarrollistas» durante el período 1945-1988. El adelanto en la

ejecución de la reforma comercial agrícola, que había sido acordada inicialmente con el FMI para una

fecha posterior, en el supuesto de que estarían dadas las condiciones para llevar el programa de ajuste

a una segunda fase, se convirtió en la llama que prendió la protesta. La reforma comercial le permitió

a los gremios llaneros articular sus intereses con los de los demás agricultores del país, por encima de

las diferencias entre ellos debido a  las especificidades regionales o a las ventajas y desventajas com-

parativas con las que contaban los diferentes subsectores agrícolas en el nuevo estilo de crecimiento.

Las dos principales federaciones agropecuarias, Fedeagro (la federación de agricultores) y Fedenaga

(la federación de ganaderos), que articulan mayormente los intereses de los «medianos» productores

empresariales llaneros, liderizaron el movimiento en contra del programa de ajuste tal como éste se

estaba llevando a cabo.

La inflexibilidad del ministro y su negativa para negociar o llegar a ningún tipo de compromisos sólo

contribuía a incrementar las tensiones en el sector:

Las reacciones ante la reforma de la política comercial comenzaron incluso antes de que entraran

en vigor las nuevas políticas. (…) A medida que transcurrió el tiempo y los cabilderos se convencie-

ron de que sus tácticas de presión no tendrían éxito, las asociaciones que representaban a diferentes

regiones y cultivos se unieron en un movimiento nacional de protesta contra las nuevas políticas

(Coles, 1993:15).

No obstante, ya en noviembre de 1990, el ministerio había comenzado a dar alguna señales de estar

dispuesto a hacer algunas modificaciones al programa inicial. A fin de compensar en algún grado los

efectos de las medidas, entre noviembre de 1990 y marzo de 1991, una serie de decretos y resoluciones

6 2
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complementarias crearon un relativo margen de protección para algunos circuitos agroalimentarios

que ahora fueron considerados «sensibles» (alimentos concentrados para animales, aceites vegetales,

cereales, leche, azúcar y productos avícolas) mediante el establecimiento de un sistema de licencias de

importación. Adicionalmente, el gobierno publicó una «canasta básica de alimentos», controlando al-

gunos precios a nivel del consumidor, manteniendo la desregulación de precios en los productos res-

tantes. De hecho, estas decisiones constituyeron los primeros pasos para el regreso parcial a los contro-

les, precisamente lo que el ministro había querido evitar inicialmente al negarse a hacer concesiones.

A fines de 1990, Fedeagro había cambiado su estrategia inicial de apoyo condicionado a la reforma

por otra de oposición frontal. Como muchos otros gremios de productores vinculados a FEDE-

CAMARAS6, la mayoría de los «grandes» y «medianos» agricultores nacionales pensaban que los pro-

gramas de ajuste estructural y de reforma del Estado harían factible su reconversión productiva, vin-

culándolos gradualmente a los mercados de productos y financieros internacionales, sin que ello sig-

nificara necesariamente el abandono del mercado doméstico –un espacio económico que de hecho ya

les resultaba insuficiente– y que, en última instancia, los liberaría de su dependencia frente a un Esta-

do cada vez menos eficiente. La súbita e indiscriminada apertura al comercio internacional, y la nega-

tiva del gobierno a otorgar un «trato preferencial» al sector, terminó por ubicar al principal gremio

agrícola en abierta oposición al gobierno y a un programa de ajustes que no era el que ellos esperaban.

En marzo de 1992, aliados con la Federación de Ganaderos (Fedenaga), ambas federaciones lograron

que el Congreso votara una moción de censura contra el ministro. En junio de 1991, la persistencia del

clima de inestabilidad política en el país produjo el primer retroceso de algunas de las medidas del

programa sectorial de reformas. A medida que el descontento popular y la inestabilidad política se in-

crementaban, algunas regulaciones de precios y subsidios directos a alimentos y medicinas tuvieron

que ser restablecidos. Lo que, por una parte, confirmaba las reacciones políticas que el documento

inicial del PITSA preveía y, por la otra, presagiaba la fragilidad y eventual reversibilidad de las refor-

mas tal como éstas habían sido decididas e implementadas.

En febrero de 1992 tuvo lugar un nuevo intento de golpe. Ante la creciente inestabilidad política, la

decisión del presidente fue nombrar un «Consejo Consultivo» de alto nivel a fin de diseñar políticas

compensatorias para los diferentes sectores económicos. El principal objetivo era demostrar que se

estaba dispuesto al diálogo; mientras, paralelamente, se buscaba mantener aislados a los más altos

funcionarios del gobierno quienes no participaban de las reuniones del Consejo, de las presiones de

6 3
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los sectores descontentos, a fin de que no lograran modificar la direccionalidad básica del programa

de reforma. Contrariamente a lo que esperaba el gobierno, Fedeagro logró convertir al Consejo Con-

sultivo en un foro para liderizar el descontento y solicitar la destitución del ministro.

Adicionalmente, las presiones de los gremios obligaron también al gobierno a retrasar temporalmen-

te la instrumentación de la decisión inicial de eliminar gradualmente el subsidio a los fertilizantes y

de eliminar la tasa de interés preferencial para el sector.

En 1992, la firma de un tratado bilateral de libre comercio entre Venezuela y Colombia, profundizan-

do los acuerdos ya existentes en el marco del Pacto Andino, creó las condiciones para la consolida-

ción de la alianza entre los agricultores llaneros, los mayormente afectados por la apertura comercial,

y los agricultores andinos, quienes más bien habían resultado beneficiados hasta el momento por las

medidas de liberalización de precios en el mercado interno. De nuevo el ministro Coles narra su

versión de los hechos:

La primera reacción fue «la marcha de mil productores andinos» hacia el Congreso, promovida por

los productores de ajo y de papas, quienes aprovecharon la gestión anual de los caficultores para

mejorar sus precios mínimos y organizaron una protesta contra las nuevas políticas. Les preocu-

paba el efecto que pudieran producir, sobre sus precios, las importaciones libres provenientes de

Colombia y Ecuador después del convenio para liberalizar totalmente el comercio agrícola bajo el

Pacto Andino. (Coles, 1993:15).

Una nueva medida de política macroeconómica habría de desencadenar una situación todavía más

conflictiva en el sector. En marzo de 1992 fue aprobada la Ley de Protección al Consumidor. El obje-

tivo de la ley, cónsono con el resto de la política macroeconómica, era dotar al mercado interno de un

nuevo marco regulatorio a fin de garantizar una mayor competencia. La ley creaba al Instituto para la

Defensa y Educación del Consumidor (IDEC), como agencia reguladora y de monitoreo de los merca-

dos. En junio de 1992 fue sancionada la Ley Anti-Dumping, instrumento legal complementario al

anterior, que tenía como finalidad proteger a los mercados domésticos de los efectos negativos de los

subsidios de exportación y de las prácticas de «dumping» de los competidores foráneos en el merca-

do interno.

Lo que hacía conflictivo el nuevo marco regulatorio, era que la Ley de Protección al Consumidor pro-

hibía los acuerdos o «carteles» de productores en el mercado interno a fin de negociar precios. El su-

puesto implícito era que esta práctica interfería en el libre funcionamiento de los mecanismos del

mercado, que constituía uno de los planteamientos doctrinarios básicos de todo el programa de ajuste
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estructural. El problema de fondo, y ello no lo contemplaba la ley, era la existencia previa de merca-

dos oligopsónicos en los circuítos agroalimentarios nacionales. Prohibir a los agricultores naciona-

les, un sector sumamente disperso, asociarse, era impedir que establecieran un contrapeso a la carte-

lización de facto de las empresas agroindustriales, un sector que incluía a un número muy reducido

de grandes conglomerados, y que desde hacía mucho tiempo estaba muy bien organizado.

La reacción de los agricultores no se hizo esperar. Pero ahora contaban con el voto, antes inesperado,

del partido de gobierno, temeroso de perder legitimidad frente a sus electores en el medio rural. De

nuevo la versión del ministro es ilustrativa del cambio político que se estaba operando:

El Congreso votó de nuevo sobre una moción de censura en contra del ministro de agricultura al

final de marzo. En esa ocasión (la moción) prosperó. (…) Aunque (ésta) no obligaba la remoción del

ministro, demostró el poder del «lobby» agrícola en el Congreso. (…) El Ministro aceptó las reco-

mendaciones del partido y, a su vez, aprovechó la oportunidad para realizar cambios en los ejecu-

tivos de sus principales organismos e institutos. A partir de ese día, el Ministerio contaba por fin

con una gerencia profesional dispuesta a trabajar en las reformas. (…) La reorganización de todo el

sistema se convirtió así en una meta factible. (…) La batalla interna en el Partido y la insatisfacción

general con los políticos habían debilitado el control de las redes tradicionales. (Coles, 1993:21).

La cita refleja nuevamente la decisión del ministro de hacer avanzar el programa de ajuste sin crear

condiciones para ningún tipo de compromisos. Pero también su falta de percepción de que el progra-

ma, tal como se había estado implementando, resultaba ya insostenible en un futuro inmediato. Lo

más grave, y que él no había previsto, fue que el apoyo político con el que él contaba hasta fecha re-

ciente, se estaba desmoronando. Veamos de nuevo su versión de los hechos:

El 27 de noviembre de 1992 tuvo lugar un segundo intento de golpe, cuando faltaban pocos días para

la elección de gobernadores y autoridades locales. (…) AD perdió terreno a nivel de los gobernado-

res de estado, pero logró una mejoría relativa al nivel local. (…) No obstante, el buró agrario de AD

se tornó agresivo en contra de las políticas agrícolas. El proceso de reestructuración lo estaba obli-

gando a perder sus fuentes tradicionales de apoyo. (…) Ellos amenazaron con unirse a Fedeagro, que

estaba cultivando a la máxima asociación empresarial (Fedecámaras) en su empeño de hacer caer

al Ministro y sus reformas. (Coles, 1993:23).

En otras palabras, se había configurado un bloque de oposición política al proyecto, al que ahora se

agregaba la máxima representación de la empresa privada. En diciembre de 1992, Acción Democrá-

tica retiraba su apoyo al ministro. Así narra Coles su versión:
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AD había perdido terreno en las elecciones de gobernadores de estado. El buró agrario del partido se

tornó agresivo en contra de la reforma agrícola. El proceso de reestructuración lo estaba haciendo

perder sus fuentes tradicionales de apoyo. Fue entonces cuando se manifestó abiertamente la tensión

con el ministerio. Y esto significaba que la reforma estaba a punto de perder a uno de sus principales

aliados. (Coles, 1993:23).

El resto de la historia ya la conocemos. En marzo de 1993 el Fiscal General remitió a la Corte Supre-

ma de Justicia una solicitud de antejuicio por peculado al Presidente de la República. El final del

primer programa de ajuste había sido decretado. El único recurso que quedaba a los reformadores era

retroceder rápidamente en algunas medidas, pero era demasiado tarde. Dejemos que sea el propio

ministro Coles quien narre el epílogo:

En marzo de 1993 (…) el gobierno suavizó la última etapa en la reducción del subsidio a los fertili-

zantes y aprobó un derecho de importación extraordinario para el maíz amarillo, que permitía un

incremento de casi 20% en el precio interno del sorgo en relación con el año anterior. La industria

del maíz anunció un aumento superior al 30% en el precio del maíz blanco. Se prohibieron las impor-

taciones de aves de los Estados Unidos, al tener noticias sobre la posible presencia de la influenza

aviar, lo cual causó de nuevo la preocupación de que las normas sanitarias fueran utilizadas como

barreras contra las importaciones libres. (Coles, 1993:24).

Balance del primer programa de ajuste en el sector agrícola

No quisiéramos concluir esta sección sin realizar un balance, aunque sea preliminar, de los efectos

en el sector agrícola del primer programa de ajuste: el Gran Viraje. Así como también de las causas

de su fracaso.

Quizás el mayor inconveniente que enfrentaron los reformadores en el sector agrícola, durante el

primer programa de ajuste, fue la incapacidad que demostró el gobierno nacional para llevar a cabo el

PITSA. Como señalamos anteriormente el programa era considerado no sólo una condición necesaria

para la reconversión productiva del sector, sino también para la transformación definitiva del minis-

terio y de sus agencias en un eficiente instrumento para la promoción y regulación de los mercados

agrícolas, supliendo cuando fuera indispensable las fallas o ausencias del mercado. Además de estos

objetivos de largo plazo, los reformadores necesitaban del PITSA, y particularmente de sus compo-

nentes de inversión, a fin de amortiguar los efectos negativos inmediatos del programa de ajuste

sobre la agricultura y en particular de la reforma comercial. Jonathan Coles expresó la gran contra-

dicción del programa de ajuste en los siguientes términos:
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Nosotros para poder justificar todas estas reformas antipáticas teníamos que dar una recompensa

considerable, pero al mismo tiempo no teníamos la capacidad técnica para desarrollar proyectos en

magnitudes de dinero tan altas. (entrevista a Jonathan Coles, noviembre de 1996).

En otras palabras, no era posible reducir abruptamente al Estado al punto de convertirlo en un instru-

mento inservible para el cambio social, y a la vez pensar que se lo va a poder utilizar para conducir el

cambio.

Las partidas de inversión del PITSA, inicialmente programado para el período 1992-1996, fueron obje-

to durante los dos primeros años de considerables retrasos tanto por parte del Congreso como del

Banco Mundial. Jonathan Coles atribuyó los retrasos a dos causas. Una, la reducida capacidad del

ministerio, y en particular la ausencia de funcionarios suficientemente capacitados en los procedi-

mientos diseñados por el BM. Otra, la inflexibilidad demostrada por el BM en el procedimiento para

hacer entrega de sus partidas del crédito del PITSA, hasta tanto no fueran aprobadas por el Congreso

los fondos correspondientes al gobierno nacional: el llamado pari passu.

Ésta es la versión del ministro de los hechos:

(Las) normas jurídicas y técnicas (del Banco) para la aprobación de préstamos y proyectos parecían

imposibles de alcanzar y ocasionaron demoras innecesarias. A veces era decepcionante su estrechez

cuando en diversas ocasiones los proyectos quedaban bloqueados por varios meses, debido a un

pequeño detalle administrativo.(…) Aunque estos organismos no eran inflexibles ni adoptaban una

ideología rígida en materia de política, a veces era decepcionante su estrechez cuando el Ministerio

estaba buscando estrategias apropiadas para el cambio; y en diversas ocasiones los proyectos

quedaban bloqueados por varios meses, debido a un pequeño detalle administrativo. Cuando las re-

formas confrontaban una fuerte oposición y necesitaban el máximo apoyo, los entes multilaterales

parecían más conservadores y cautos, imponiendo costos políticos adicionales a los reformadores

al retardar las recompensas por la carga del ajuste. El tiempo necesario para que se iniciaran los de-

sembolsos fue muy largo, mucho más largo de lo que se esperaba originalmente. (Coles, 1993:17-18).

La versión de un funcionario del Banco fue diferente:

Ha sido un lento y frágil proceso, el cual muchas veces ha sido convertido en víctima o rehén de las

contingencias de la coyuntura política. (Nielson, 1996:10).

A nuestro juicio, el otro factor que determinó el fracaso en esta primera fase del ajuste en el sector

agrícola, fue la pérdida de legitimidad política, no sólo del Presidente de la República y su equipo de

gobierno, sino en particular del ministro de agricultura. Pérdida de legitimidad que en la versión del
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ex-ministro se debió exclusivamente a «fallas de comunicación». Éstas son sus palabras:

Cómo comunicar eficazmente las nuevas políticas era un gran reto. El lenguaje era nuevo, casi in-

comprensible para la mayoría, sonaba extraño y amenazador. (…) Aunque al equipo del ministerio

era capaz de responder rápidamente ante una crisis de prensa, y prepararse eficazmente para di-

versos tipos de eventos públicos, no tenía éxito la creación de una imagen positiva para el programa

de reformas. Es difícil decir cuánto de este fracaso se debía al problema general de comunicación

del gobierno y su impopularidad, pero era muy frustrante no poder trasmitir lo que evidentemente

parecía un buen trabajo. (Coles, 1993:34).

Desde el punto de vista de los resultados económicos, el mismo Coles resumió así el balance de esos

cuatro años de ajuste en el sector agrícola:

Las políticas de ajuste macroeconómicos quebraron las finanzas de los agricultores, quienes pa-

saron de las bajas tasas de interés con subsidio a las tasas del mercado. Declinó la rentabilidad del

sorgo, el girasol, el ajonjolí, el algodón y las papas. Las carnes rojas, el pescado, las frutas y legum-

bres tropicales, el café y el cacao resultaban más lucrativos en relación con las políticas anteriores.

La producción de aves y cerdos se recuperó después del «shock» inicial ocasionado por las tasas de

cambio en 1989. Después de grandes reducciones del déficit en la balanza de comercio de alimentos,

en 1990 y 1991, se ensanchó la brecha en 1992, a pesar del crecimiento de las exportaciones. Las im-

portaciones aumentaron. (…) El bolívar se fortaleció en términos reales cuando la inflación fue más

acelerada que la devaluación en 1991 y 1992 e hizo que las importaciones fueran más atractivas. (…)

Los valores de la tierra permanecían altos, pero las nuevas inversiones aparecían con lentitud, como

en el resto de la economía. (Coles, 1993:25).

Uno de los objetivos privilegiados de la reforma era el logro de una balanza positiva en el comercio

agroalimentario. Recordemos la definición que el ministro dio del objetivo final del ajuste:

El propósito que impulsaba la reforma de la política agrícola sería el de crear un sector productor

de alimentos más dinámico y eficiente, que dependiera menos del gobierno central y pudiera satisfa-

cer las necesidades nacionales más eficazmente, generando excedentes de exportación. (Coles,

1993:10).

Según la oficina de consultores Agroplan, sin embargo:

La balanza comercial agrícola cerró con déficit de US$ 888 millones en 1992, cifra superior en casi

un 23,7% a la obtenida el año anterior. Durante el pasado año, las importaciones de productos agro-

alimentarios sumaron US$ 2.143,2 millones, mientras que las exportaciones se ubicaron en US$ 355,4
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millones, lo que arroja un déficit en la balanza de pagos comercial sectorial de US$ 888. Este resul-

tado significa un deterioro de 23,7% con relación a 1991 y de 124% con relación a 1990, lo que indica

la existencia de una tasa interanual de crecimiento de las importaciones de 12,1% durante los últi-

mos cuatro años. (Agroplan, mayo 1993).

Tampoco ocurrió durante esta fase del ajuste la tan esperada reconversión productiva. Coles mencio-

na como uno de los logros del período el surgimiento de proyectos de inversión en actividades en las

que el país contaba con ventajas comparativas.

Los nuevos proyectos se concentraban en ganado, palma africana, acuicultura, cacao, frutas y le-

gumbres. (Coles, 1993:25).

El problema es que el tiempo de maduración de estos nuevos proyectos era muy lento y no compen-

saban el inevitable deterioro de la balanza comercial agrícola. Por otra parte, los beneficios que hu-

bieran podido favorecer a los pequeños agricultores de rubros con ventajas comparativas, como café

y cacao, nunca llegaron a materializarse, ya que en el momento en que estos productores más necesi-

taban el apoyo del Estado para lograr una reconversión eficiente a fin de penetrar nuevamente los

mercados externos, les fue retirado todo el apoyo oficial con la disolución de ambos Fondos.

Por último, quizás la mayor la gran paradoja del período, fue el restablecimiento del abastecimiento

interno de productos de consumo de todo tipo, incluyendo alimentos, a la vez que se producía un gra-

ve deterioro de los niveles nutricionales de la mayoría de la población. Irónicamente, el ex-ministro

también lo percibió así:

Tan pronto como se autorizaron precios más altos, los estantes volvieron a llenarse de alimentos.

(Pero) el consumo bajó notablemente. La leche, el pollo, el aceite vegetal y los productos de trigo su-

frieron más porque dependían mucho de materias primas importadas que ya no gozaban del subsi-

dio en la tasa de cambio. (Coles, 1993:13).

E L G O B I E R N O D E T R A N S I C I Ó N D E R A M Ó N J . V E L Á S Q U E Z

En junio de 1993, la Corte Suprema de Justicia decidió suspender en el ejercicio de su cargo al Presi-

dente de la República. El Congreso designó a un Presidente interino, el senador por el estado Táchira

y primer presidente de la COPRE, Ramón J. Velásquez, a fin de que concluyera en febrero de 1994 el

período de gobierno iniciado en 1989.

La elección que hizo el presidente interino de su gabinete reflejaba el nuevo orden de prioridades que

él juzgaba necesario para el gobierno de transición que le tocó presidir. En el MAC, el presidente
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nombró a Hiram Gaviria, directivo de Fedeagro, y uno de los principales voceros del descontento con

el rumbo que el gobierno le había otorgado al ajuste. Como Ministro de Estado para la Descentraliza-

ción, designó a Allan Brewer-Carías, un abogado constitucionalista, quien consideraba que lo priori-

tario era profundizar el proceso de reforma del Estado iniciado por las leyes del sufragio y de descen-

tralización de 1989 a fin de consolidar al sistema democrático. La nueva direccionalidad del progra-

ma de ajuste estaba clara: la prioridad era restablecer la estabilidad social y política del país, incluso

si era necesario detener temporalmente o incluso hacer retroceder algunas de las políticas macroeco-

nómicas y sectoriales iniciadas en 1989. No obstante, el nuevo equipo de gobierno estaba plenamente

consciente de que los compromisos contraídos por el Estado venezolano con las agencias multilatera-

les, y el corto período de su paso por el gobierno, limitarían sus atribuciones. Por lo que el presidente

solicitó al Congreso una autorización explícita para suspender temporalmente la aplicación del

convenio de crédito con el FMI, y para decretar un nuevo programa de medidas económicas con ca-

rácter «de emergencia». La autorización, denominada Ley Habilitante, fue otorgada por el Congreso

en agosto de 1993. Se había dado inicio así a una nueva fase del programa de ajuste.

Lo importante a destacar aquí es que la Ley Habilitante creó las condiciones para que comenzara a

construirse una nueva versión, alternativa, del programa de ajuste. Versión que, a diferencia del Gran

Viraje, buscaba una apertura gradual, negociada y selectiva de la economía, y una mayor presencia

del Estado en la regulación y orientación de los mecanismos del mercado. Esta versión heterodoxa

del programa, recibió el apoyo de los gobernadores de estado, quienes habían sido electos en diciem-

bre de 1992. Capitalizando la pérdida de legitimidad de la mayoría de los líderes políticos nacionales,

los gobernadores decidieron asumir un mayor protagonismo en el proceso de reforma dotándolo de

un contenido más federativo, para lo cual demandaban mayor capacidad de decisión en el diseño de

las políticas sectoriales que afectaban a sus Estados. En otro capítulo nos centraremos en el análisis

de las políticas de reforma del Estado llevadas a cabo por el gobierno de transición. En la próxima

sección haremos sólo hincapié en las modificaciones experimentadas por el programa de ajuste en lo

que respecta al sector agrícola.

La política agrícola del gobierno de transición

La prioridad otorgada por el gobierno de transición a la recuperación de la legitimidad del sistema

democrático de gobierno, exigía dar respuestas urgentes a las demandas de los gremios agrícolas,

quienes desde la provincia habían liderizado el movimiento popular que solicitaba cambios substan-

ciales en el programa de ajuste estructural iniciado en 1989.
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Los márgenes de maniobra con los que contaba el Ministerio para realizar estos cambios no eran muy

grandes. Dejemos que sea el propio ministro Gaviria quien narre el marco jurídico y social en el que

inició su gestión en el MAC:

Esta gestión comienza dentro de un gobierno de transición cuyo objetivo esencial, casi único, era

mantener la estabilidad democrática, llevar al país a las elecciones presidenciales de 1993 y facili-

tar la constitución del nuevo gobierno. Dentro de este contexto, no era el propósito fundamental in-

cidir en una nueva política económica tanto general como en políticas sectoriales. No era un

gobierno que se iniciaba. El término era muy breve. En el sector agrícola recibimos una estructura

organizativa que ya estaba andando. La reforma comercial agrícola (suponía) acuerdos imposibles

de modificar, acuerdos nacionales en el marco de la Ley de Libre Competencia, y acuerdos interna-

cionales con el FMI, el BM, el BID. Los dos últimos del programa PITSA. Con esas limitaciones, nos

propusimos implementar algunas políticas en ese breve período de tiempo. Devolverle la confianza

a los agricultores. Esto pasaba por la necesidad de que los agricultores sintieran que el MAC resca-

taba su misión, que era la de ser el ente oficial, el ente rector que estimulaba la producción nacional

de alimentos y materias primas. Porque el Ministerio se había convertido en un ente de abasteci-

miento nacional: garantizaba el abastecimiento a cualquier precio, el precio de las importaciones.

Luego, (era necesario) rescatar la rentabilidad. No hay negocio agrícola si éste no es rentable. Pri-

mero la confianza, y luego la rentabilidad. (IVIC, diciembre de 1996: entrevista al ministro Gaviria).

Los gremios agrícolas establecieron tres prioridades de corto plazo en sus demandas de modificación

al programa de ajustes: 1. la revisión de la política comercial agrícola; 2. el diseño de un programa de

refinanciamiento de las deudas contraídas con los bancos; y 3. el diseño de una política de concerta-

ción de precios con la agroindustria en substitución de la política de liberación de mercado en los cir-

cuitos agroalimentarios. Estas prioridades, más la renegociación del PITSA con las agencias multila-

terales y la reestructuración del MAC,a fin de hacerlo más acorde con la política de descentralización,

se convirtieron en los principales ítems de la agenda de trabajo del ministerio. Consideremos en deta-

lle el proceso de instrumentación de cada una de estas políticas.

La política comercial agrícola

Como señalamos anteriormente, el principal motivo de discordia de los gremios con el programa de

ajuste había sido la política de apertura comercial agrícola, que en junio de 1990 se había incluso ade-

lantado a lo pautado inicialmente con el FMI. Anteriormente también señalamos cómo entre noviem-

bre de 1990 y marzo de 1991 una serie de decretos había logrado restablecer un relativo margen de
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protección para los rubros considerados «sensibles» mediante el establecimiento de cuotas para la

importación.

El regreso a una política de altos aranceles era impensable. Venezuela todavía no había suscrito el

acuerdo del GATT, aunque ya había solicitado su admisión, por lo que sus políticas tenían que ser co-

herentes tanto con las nuevas reglas de juego que ya se conocía resultarían aprobadas en la Ronda

Uruguay, así como con los compromisos ya suscritos en el marco del Pacto Andino y de la Asocia-

ción Latinoamericana de Libre Comercio (ALALC).

Las únicas posibilidades abiertas en este nuevo contexto mundial eran el establecimiento de «bandas

de precios», o aranceles barrera, y precios «de sustentación» para los productos «sensibles» El meca-

nismo de «bandas de precios» había sido adoptado inicialmente por Chile, durante la segunda fase de

su programa de apertura comercial, a fin de contrarrestar los efectos de una alta volatilidad de los

precios de los bienes importados sobre su mercado interno. El mecanismo había sido diseñado a fin

de evitar que los precios en el mercado interno cayeran por debajo de un promedio móvil con base en

los precios promedio durante un período de referencia preestablecido. Con base en este procedimien-

to, se añadiría un arancel variable, adicional al arancel básico, cada vez que los precios de cada pro-

ducto en el mercado internacional descendieran por debajo del precio piso o promedio calculado

para el período de referencia. El mecanismo no sólo protegería a los agricultores nacionales de la vo-

latilidad de los precios internacionales, sino también de los efectos combinados de las políticas cam-

biaria, monetaria, y fiscal, al determinar estas políticas la sobrevaluación o subvaluación del bolívar

frente a las divisas internacionales. Ambas políticas, la sustentación de precios internos y las bandas

de precio, eran juzgadas compatibles, a juicio de sus proponentes, con los principios generales de la

apertura comercial.

El mecanismo de bandas de precios que se decidió en 1993 abarcó una lista de productos conside-

rados sensibles: leche, azúcar, arroz, trigo, maíz blanco, maíz amarillo, sorgo, aceites vegetales y

aves. El mecanismo reemplaba al requisito de licencia previa que había existido durante la política

comercial anterior.

La renegociación del PITSA

Para el ministro Gaviria las condiciones en que el gobierno anterior había negociado el PITSA con las

agencias multilaterales eran inaceptables. Era necesario reabrir el proceso de negociación: en parti-

cular, discutir los plazos, y modificar las condiciones de política que el BM y el BID habían estable-

cido como requisito para la erogación de las partidas del crédito.
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A juicio del ministro:

Los acuerdos no fueron convenientemente firmados. Uno, porque condicionaban de tal manera el

desarrollo agrícola nacional, que ahí están sus resultados. Otro, porque por ellos fue que nosotros

nos encontramos con las manos atadas. Ya no se podía continuar aceptando ese desembolso condi-

cionando las políticas que a mi juicio eran contrarias al interés del país. (IVIC, diciembre de 1996,

entrevista al ministro Gaviria).

La ocasión para presionar por una revisión completa del PITSA se presentó en septiembre de 1993

cuando el ministro Gaviria se negó a completar una solicitud para la entrega al Fondo de Crédito

Agropecuario (FCA) de la cuota que le correspondía al gobierno nacional en este componente del

programa. (cfr. Boletín Agroplan, agosto-septiembre 1993).

Según añadía el Boletín de Agroplan:

El ministro se negó a formalizar la solicitud de entrega del primer tramo del préstamo otorgado por

el BID para el PITSA. Fuentes vinculadas al BID aseguraron que se habían cumplido ya todos los pa-

sos para la entrega de la línea de crédito de 15 millones de dólares destinados al FCA. Sin embargo,

el titular de agricultura se abstuvo de completar la tramitación del crédito, tal vez bajo la perspecti-

va de renegociar los términos y condiciones pactados con los organismos multilaterales. (Boletín

Agroplan, ibid)

A juicio del presidente del Fondo de Inversiones de Venezuela (FIV), opuesto a la medida, se estaba

cometiendo un grave error que suponía una pérdida económica considerable para el país. Ésta fue su

declaración:

Si el gobierno nacional decide hacer cambios en la política agrícola, la consecuencia sería que los

300 millones de dólares previstos para 1993, y los 600 millones que vendrían  el próximo año, se per-

derían. (Boletín Agroplan, agosto-septiembre de 1993).

De hecho, el resultado de la decisión de renegociar las condiciones del programa no sólo fue un

retraso en los fondos disponibles para el FCA, sino también la casi completa paralización de todo el

programa PITSA. Hasta mediados de 1995, el programa sólo contó con los exigüos recursos que el

gobierno nacional estuvo dispuesto a aportar para su ejecución.

La política de concertación de precios

A pesar de los cambios de rumbo en el programa de ajuste, la política que parece haber disgustado

más a las agencias multilaterales fue el regreso al mecanismo de concertación en la regulación de los

precios agrícolas. La Ley Habilitante había autorizado al Presidente de la República a intervenir
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«temporalmente» el funcionamiento de los mecanismos de mercado en el sector agroalimentario, por

lo que revocaba la aplicación de la Ley de Protección al Consumidor y de la Ley Anti-Dumping, am-

bas aprobadas a mediados de 1992.

A fin de restablecer el mecanismo de concertación de precios en los circuitos agroalimentarios, el

presidente firmó el decreto No. 3246 en noviembre de 1993, según el cual se disponía que:

Los productores agrícolas están facultados para asociarse a los efectos de concertar condiciones de

comercialización de sus productos. (Gobierno de Venezuela, Decreto No. 3246 del 11/30/93).

La reacción de la Cámara Venezolana de la Industria de Alimentos (CAVIDEA), asociación que agru-

pa a las empresas procesadoras de alimentos fue inmediata:

A juicio de Trina Michellangeli, vicepresidenta ejecutiva de CAVIDEA, el Decreto Ley de reforma a

la Ley de Promoción y Protección de la Libre Competencia, constituye un retroceso en el proceso de

modernización de la economía del país y con ello no se está beneficiando a los pequeños producto-

res, ni mucho menos a los consumidores. Asegura Michellangeli que estos cambios constituyen una

distorsión dentro del libre mercado. (cfr. Boletín Agroplan, noviembre de 1993).

Resurgía así abiertamente el conflicto que, como resultado de las políticas instrumentadas durante el

período anterior, había opuesto durante décadas a los gremios de agricultores que producían materias

primas, interesados en la protección de su mercado interno ante las industrias procesadoras de estas

materias primas, interesadas en la apertura comercial, con la finalidad de beneficiarse de los precios

generalmente más bajos en los mercados internacionales. Precios que, según opinión de los gremios

agrícolas, eran no sólo la consecuencia de los mayores rendimientos físicos de sus competidores forá-

neos, sino también de las políticas de subsidio a la producción (precios de sustentación) y a la expor-

tación (dumping) de sus gobiernos. Los gremios nacionales reclamaban, por lo tanto, la posibilidad

de concertar precios más altos que los del mercado internacional con las empresas agroalimentarias,

como una política compensatoria a las condiciones existentes en los mercados internacionales. La

concertación era, a su juicio, sólo un medio para lograr una justa nivelación en las condiciones de

funcionamiento de los mercados.

Llama la atención asimismo, la reacción de la Presidente de la Superintendencia Pro-Competencia,

quien había sido nombrada durante el período de gobierno anterior:

Considera la Superintendente que la reforma de la Ley de Promoción(…) de la Libre Competencia

constituye un daño(…) con esta reforma en la celebración de los contratos marcos, los precios se

fijarán tomando como referencia al más ineficiente y eso hará que se establezcan precios altos.
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(Boletín Agroplan, noviembre de 1993).

Empero, no todos los gremios de agricultores, consideraban que la concertación fuera la mejor op-

ción de política para restablecer el equilibrio en las condiciones de mercado. Esto al menos es lo que

sugiere esta noticia de prensa:

Venmaíz se opone a las reformas. Implican un retorno a los tiempos cuando se decidían tardíamente

los precios agrícolas basándose en quién tuviera más poder de «lobby» político, generando inde-

seables pugnacidades entre los distintos despachos del Ejecutivo y entre los diferentes actores de la

cadena agroalimentaria. (Boletín Agroplan, noviembre de 1993).

Aparentemente, según el gremio, la política de concertación sólo logra trasladar al mercado interno

un problema que es inherente al funcionamiento de los mercados internacionales.

A juicio del ministro Gaviria, convencido, como su predecesor, de que sus políticas representaban el

bien común, el problema era que la agroindustria no lograba interpretar el verdadero sentido del rum-

bo que se quería dar al ajuste. Esto, al menos, es lo que interpretamos de sus palabras:

La agroindustria fue muy agresiva. Fue muy reacia a los cambios que se estaban produciendo.

Porque pensaron que significaba una vuelta al pasado: a las políticas proteccionistas e intervencio-

nistas. La agroindustria venía de una política de apertura que significaba el desmontaje de aran-

celes. Como tenemos una agroindustria cuyo abastecimiento depende fundamentalmente de las

importaciones, esas iniciativas más que políticas que nosotros tomamos, afectaron sus intereses.

(IVIC, diciembre de 1996: entrevista al ministro Gaviria).

La política de financiamiento preferencial

Recordemos que, en 1990, una de las condiciones que había establecido el BM para la erogación del

componente relativo al fortalecimiento del sistema financiero agrícola del PITSA, era la completa

reestructuración de sus instituciones. Con anterioridad al programa de ajuste de 1989, el sector agrí-

cola había recibido un tratamiento «preferencial» que se traducía básicamente en dos diferentes tipos

de intervenciones del Estado. Uno, el subsidio implícito a las tasas de interés otorgadas a los agricul-

tores mediante la fijación de los tipos de interés de los créditos agrícolas por debajo del promedio de

las tasas de interés pasivas del mercado en un porcentaje prestablecido. Dos, el requerimiento de que

los bancos otorgaran un porcentaje fijo de su cartera de créditos a los agricultores. Durante el período

1989-92 este porcentaje se había reducido a 12% de un 22% en el que se encontraba inicialmente, y la

tasa de interés preferencial había sido reducida a un 84% del promedio de tasas de interés activas, con

el compromiso de que el subsidio sería eliminado gradualmente.
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En 1993, a solicitud del MAC, el Consejo Bancario Nacional aprobó nuevamente el incremento de la

cartera agrícola hasta 17,5% del total de la cartera crediticia, pero además aprobaba el refinancia-

miento de la cartera vencida de los créditos otorgados al sector con fondos provenientes de la libera-

ción de una parte del encaje legal de la banca privada en el BCV. Se había dado un giro de 180  en

este importante componente del programa de ajuste.

La restructuración del MAC

A diferencia de la política de desconcentración iniciada en el período anterior con la creación de las

AMAs y del mayor peso otorgado las UEDAs, el énfasis del ministerio en este período se centró en la

privatización (parcial o completa) de algunos de los servicios que el gobierno central prestaba a los

agricultores. La estrategia fue comenzar el programa de privatización mediante la cesión de la admi-

nistración de la amplia red de silos de almacenamiento de cereales a los productores o a la agroindus-

tria. Desde un punto de vista institucional y legal, el programa adoptó diferentes modalidades: el

arrendamiento, el comodato o la privatización completa mediante la venta de los activos en licitación

pública. Las dos primeras modalidades suponían la administración delegada de los activos, bajo la su-

pervisión de CASA, la empresa paraestatal que sucedió a la Corporación de MercadeoAgrícola (CMA).

La tercera modalidad, la venta de los activos, fue encargada al Fondo de Inversiones de Venezuela.

Los resultados de este programa de privatización parece que no fueron los más satisfactorios. Al

menos, a juicio del Banco Mundial:

Aunque algunas de las infraestructuras de almacenamiento más pequeñas ya han sido entregadas

para la venta, el programa de privatización avanza a un ritmo muy lento. La estrategia y los proce-

dimientos para llevar a cabo la privatización no han sido completamente establecidos y el proceso

se ha prolongado durante varios años sin que se hayan realizado grandes progresos. (Banco Mun-

dial 1996:18).

Balance de la gestión

Los ocho meses de duración del gobierno de transición, y la gestión del ministro Gaviria durante ese

mismo período, constituyeron un cambio significativo en la dirección del programa de ajuste entre

1989 y 1992. El programa no fue completamente desmontado, pero su rumbo cambió significativa-

mente. Una nueva coalición de fuerzas sociales había llegado a ejercer funciones de gobierno durante

el período, lo que posibilitó la recuperación de la legitimidad del régimen político frente a la mayoría

de los ciudadanos. Las políticas llevadas a cabo por el MAC durante el período, contaban con la apro-

bación de los gremios de agricultores, quienes habían logrado sus objetivos de obtener mayor protec-
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ción y apoyo del Estado, pero enfrentaban la oposición de los sectores agroindustriales, quienes veían

en la gestión del ministerio un evidente retroceso en un programa de ajuste que ellos habían juzgado

favorable a sus intereses.

El Banco Mundial tampoco ocultaba su inconformidad con las políticas del ministro, llegando a in-

cluso a esgrimir el arma de la «condicionalidad cruzada» de los créditos otorgados, a fin de hacer

retroceder las políticas sectoriales emprendidas por el ministerio. Esto, al menos, es lo que se des-

prende de una de las informaciones de prensa publicadas en el Boletín de Agroplan en esos días:

El director del Departamento del BM para América Latina, Rainer Steckhan, señaló durante su visi-

ta a Venezuela, que dicho organismo está preocupado a causa de los planteamientos que en materia

de política agrícola quiere «imponer» el Ministro Hiram Gaviria. El representante del BM advirtió

que si se llegan a modificar los términos de los convenios actualmente en discusión, se verán afecta-

dos los acuerdos que se están ejecutando: programas de inversión social, apoyo a los sectores pro-

ductivos, inversiones en infraestructura y mejoramiento de la gestión pública. (Boletín Agroplan,

agosto-septiembre de 1993).

El deterioro de las relaciones entre el ministerio y las agencias multilaterales se evidenció también en

otra noticia de prensa acerca del apoyo recibido por el ministro ante «las presiones» para que modifi-

cara sus políticas:

Más de mil productores agrícolas se renunieron en la sede de Pro-Venezuela con el fin de brindarle

apoyo a las medidas de emergencia planteadas por el gobierno de Ramón J. Velásquez para el sector

agrícola. El ministro Hiram Gaviria señaló que el gobierno a pesar de las presiones (…) no dará

marcha atrás en lo que considera los tres elementos fundamentales para que la agricultura se

desarrolle: precios mínimos de garantía para los rubros sensibles, financiamiento oportuno y prefe-

rencial para el sector, y freno a la competencia desleal de productos agrícolas. (Boletín Agroplan,

agosto-septiembre 1993).

Por último, llama la atención que entre los críticos a las políticas del ministro Gaviria se encontrara el

Buró Agrario de Acción Democrática, sector político que había apoyado al programa de ajuste inicia-

do en 1989, y que en 1992 le había dado la espalda, a juicio del ministro Coles por temor a «perder sus

fuentes tradicionales de apoyo» (Coles, 1993:23). Esto, al menos, es lo que sugiere la siguiente noticia

de prensa:

Amilcar Aponte, jefe del Buró Agrario de AD, destacó que las políticas que ha venido aplicando el

Ministro Hiram Gaviria no se corresponden con la realidad, y más aún han logrado que con ello se
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pierdan 300 millones de dólares que ya se tenían negociados con los organismos internacionales de

crédito. El dirigente agrario señaló además que el actual titular del MAC está tomando medidas que

favorecen la elite del sector agrícola, pues las resoluciones adoptadas se justifican por el precio de

las cosechas, pero en esencia no están beneficiados los 600 mil productores agrícolas. (Boletín

Agroplan, agosto-septiembre de 1993).

E L G O B I E R N O D E R A FA E L C A L D E R A ( I ) : M I C O M P R O M I S O C O N V E N E Z U E L A

En diciembre de 1993 fue electo presidente Rafael Caldera para el período 1994-1999. El programa

presentado a los electores durante la campaña, prometía una profunda revisión del ajuste estructural

que se había adoptado en 1989. Incluso el nombre del documento, «Mi Compromiso con Venezuela»,

sugería que la recuperación de la legitimidad sociopolítica interna del Estado iba a ser prioritaria a

los compromisos adquiridos por el anterior gobierno nacional con las agencias multilaterales.

El 13 de enero de 1994, a pocos días de haberse instalado el nuevo gobierno, estalló la peor crisis

financiera que, hasta el presente, haya experimentado algún país de América Latina desde que co-

menzó el ajuste estructural. En poco menos de un año quebraron 18 bancos comerciales, incluyendo

los cuatro más importantes. El comienzo de la crisis financiera, conjuntamente con la fuga de capita-

les, un crecimiento negativo del 1% del PTB, y una tasa de inflación promedio del 38% al concluir

1993, constituían el contexto macroeconómico en el que se iniciaba la nueva administración.

El Programa de Estabilización y Recuperación Económica

Los auxilios financieros a la banca, una erogación del fisco nacional de aproximadamente unos 

Bs. 1,1 billones equivalentes a 13,2% del PIB, y la política antiinflacionaria ocuparon los primeros

meses del nuevo gobierno. En pocos meses se sucedieron varios planes de estabilización. Los más

importantes fueron un programa tributario dirigido a controlar el déficit fiscal7, y el Programa de

Estabilización y Recuperación Económica (PERE), en realidad una combinación de las tradicionales

políticas monetaristas antiinflacionarias, más un nuevo proyecto de reforma del Estado. Lo esencial

del nuevo proyecto de reforma era la creación de tres nuevos ministerios (Industria y Comercio, In-

fraestructura y Desarrollo Social), con el objetivo de racionalizar la administración del gobierno

central, dotarlo de una nueva direccionalidad económica, y controlar el déficit fiscal. En abril de ese

mismo año, una breve noticia de prensa proveniente de CORDIPLAN, anunciaba los dos principales

7 8

7 El llamado «Plan Sosa», que derogó el IVA, pero lo substituyó por un Impuesto al Consumo Suntuario y a las Ventas al

Mayor (ICSVM), por el cual se elevaba la tasa impositiva al consumo del 12 al 16,5%.
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ejes de la estrategia económica del gobierno nacional. Uno, la apertura petrolera, es decir, la apertura

al capital transnacional de las actividades que requerían mayores recursos financieros, en un sector

industrial que, desde la nacionalización de la industria extractiva, había sido reservado con exclusivi-

dad al Estado. Y, dos, la privatización de las empresas «básicas» (siderúrgica, aluminio, hidroeléctri-

ca), también monopolios del Estado desde su nacionalización en 1973. La direccionalidad del nuevo

programa económico estaba ahora clara: la apertura comercial y financiera a los flujos de inversión

directa extranjera en las actividades en las que el país cuenta con mayores ventajas comparativas. En

otras palabras, un regreso parcial al programa de ajuste iniciado en 1989, no tanto por las medidas

iniciales de corto plazo, pero sí en su objetivo final: la reinserción de la economía venezolana en el

nuevo entorno mundial de globalización de mercados.

En el corto plazo, sin embargo, las políticas cambiaria y monetaria seguidas por el gobierno sólo

contribuían a agravar la crisis financiera del país. La política de contracción monetaria (los bonos

cero cupón) tenía como objetivo mantener elevadas las tasas de interés. Conjuntamente con una polí-

tica de mini-devaluaciones continuas (el «crawling peg»), se buscaba frenar la inflación y evitar una

mayor disminución de las reservas de divisas en poder del Banco Central. De este modo, una política

cambiaria que tenía como objetivo final evitar una mayor devaluación del bolívar se constituía en el

centro de la dinámica económica, agravando la crisis financiera y productiva del país. El problema

era que, debido al déficit fiscal y a la recesión económica, la política de minidevaluaciones sólo se

podía mantener con tasas de interés muy elevadas, lo que conducía a un círculo vicioso de cada vez

mayor deterioro del sistema financiero y de agravamiento simultáneo de la inflación y de la recesión:

el fenómeno conocido como estagflación. El resultado inevitable fue, en el corto plazo, el surgimien-

to de un mercado paralelo de divisas, lo que en breve condujo a lo que se quería evitar inicialmente:

una mayor devaluación del bolívar8 y el regreso a las políticas de control de cambio y de precios.

El 27 de junio, seis meses después de su instalación y de haberse iniciado la crisis financiera, el go-

bierno anunciaba una política de control de cambios y de precios, y simultáneamente la suspensión

de las garantías constitucionales. Paralelamente, y con la evidente intención de evitar el regreso a la

inestabilidad social y política que habían caracterizado el final del gobierno del presidente Pérez, se

anunció una nueva política «compensatoria» para los sectores sociales más desfavorecidos: básica-

mente la elevación de la Beca Alimentaria y la construcción de una red comercial paralela de distri-

7 9

8 La nueva tasa de cambio se fijó en Bs. 170 por dólar, para muchos, menor de lo requerido a fin de restablecer una paridad

cambiaria de equilibrio.
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bución de alimentos subsidiada por el Estado.

Unos días antes, el 11 de junio, el presidente había anunciado su nuevo «Plan de Solidaridad Social».

Fundamentalmente, un mayor esfuerzo en los programas «compensatorios» para la población de

menores recursos en las áreas de alimentación, salud, capacitación y empleo.

La política agrícola de El Compromiso con Venezuela

El nombramiento de Ciro Añez Fonseca como ministro de agricultura, vinculado al igual que su pre-

decesor a los gremios agropecuarios, parecía indicar la decisión del Presidente de dar continuidad al

cambio de rumbo que había iniciado el gobierno de transición en los impactos del ajuste sobre el sec-

tor agrícola: en otras palabras, una política comercial de protección e incentivos a la producción

nacional.

No obstante, en un contexto macroeconómico, caracterizado por elevadas tasas de interés y la acele-

ración del fenómeno inflacionario, la rentabilidad del sector se deterioraba rápidamente. En marzo

de 1994, los gremios agropecuarios plantearon una serie de demandas al nuevo ministro: en primer

lugar, un nuevo refinanciamiento de sus deudas con el sistema bancario; en segundo lugar, la indexa-

ción de los precios agrícolas a la tasa de inflación.

Un mes después, en abril de 94, el gobierno lograba la firma de un «pacto de caballeros» entre los re-

presentantes de la agroindustria y los gremios agropecuarios a fin de frenar el proceso inflacionario.

El pacto constituía un compromiso «moral», sin que realmente obligara a ninguna de las partes. Lo

más significativo era que Fedeagro lograba a cambio sus principales metas de corto plazo: un acuer-

do con Pequiven para reducir el precio de los fertilizantes9, el aumento de la cartera agrícola de la

banca privada de 12 a 17,5%, y la fijación de los precios de los cereales para la próxima cosecha. Adi-

cionalmente, en mayo, el Congreso decidía, sin que mediara ningún pronunciamiento del MAC, una

reforma a la Ley del Impuesto sobre la Renta que exoneraba de su pago a los agricultores (cfr. Boletín

Agroplan, mayo de 1995).

La política de emergencia para la agricultura

En junio de 1994, finalmente, el MAC anunció una «política de emergencia» para la agricultura. El

plan incluía: una ley de refinanciamiento de la deuda de los agricultores con la banca, una política de

concertación en las relaciones agroindustriales, la armonización de las «franjas de precios» acorda-

das por el gobierno anterior con las del Pacto Andino; y la creación de una «economía solidaria», ba-

sada en la consolidación de la red de distribución de alimentos a precios subsidiados para los sectores

8 0

9 Pequiven es la empresa de producción de fertilizantes, propiedad de Petróleos de Venezuela.
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populares urbanos, ya iniciada anteriormente (cfr. Boletín Agroplan, agosto/septiembre de 1994).

La Ley de Refinanciamiento, publicada en la Gaceta Oficial en junio de 1994, suponía financiar con

recursos del Estado unos Bs. 85.000 millones del total de la deuda estimada por los agricultores. El

90% de los créditos, originalmente de corto plazo, fue reprogramado para ser pagados en un período

de siete años. La ley también establecía una tasa preferencial equivalente al 45% de la tasa de interés

activa, que era de un 84% en promedio para la fecha. Se otorgaba también un año de gracia para el

servicio de los intereses de la deuda y dos para el pago del capital. El subsidio implícito fue estimado

en unos Bs. 76.000 millones.

Otro de los compromisos por parte del Estado logrado por Fedeagro, en ocasión del «pacto de caba-

lleros», fue el financiamiento del ciclo de invierno (94-95) en la cosecha de cereales. El compromiso

supuso liberar Bs. 25.000 millones del encaje legal depositado por los bancos comerciales en el BCV

a fin de atender los requerimientos crediticios del sector. La condición era que, por cada bolívar

prestado por la banca privada, el BCV aportaría un 31,4%. En otras palabras, el programa equivalía a

un subsidio de un 31,4% de la tasa del mercado.

La política de emergencia para la agricultura manifestaba un evidente regreso a los subsidios del

Estado. Lo que hacía recordar el período de ajustes «heterodoxos» de la década de los 80. El proble-

ma de fondo, con todo, era que a mediados de los años 90, el Estado venezolano no contaba con los

recursos fiscales para sostener en el largo plazo ese tipo de políticas.

A las políticas agrícolas intervencionistas se sumaron también emanadas del Ministerio de Fomento.

Entre fines de junio y principios de julio de 1994, Fomento decretó precios máximos al detal para

unos 35 alimentos «básicos». Esta medida trajo consigo una cadena de controles de precios en toda la

cadena agroalimentaria. La lista de precios agrícolas regulados incluyó los siguientes productos:

leche, café, sardinas, maíz, arroz, y sorgo.

A mediados de 1994, el gobierno nacional, esta vez sin participación del Banco Mundial, decidió aco-

meter una revisión del PITSA Se diseñó una segunda fase del programa constituída principalmente

por obras de rápido impacto. Según la Memoria y Cuenta 1994 del MAC, durante ese año se hicieron

inversiones en algunos de los componentes del programa, lo que equivalió a un 10% aproximada-

mente del presupuesto total del Ministerio (cfr. MAC, 1994).

Ante el «vacío» creado por la ausencia de liderazgo del MAC para buscar salidas a la crisis del sector,

Fedeagro asumió nuevamente la iniciativa. Una solución permanente a la crisis requería, según el

gremio, de un marco legal que otorgara un tratamiento preferencial al circuito agroalimentario en su

8 1
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conjunto, complementado con políticas compensatorias frente a las condiciones desfavorables gene-

radas por el ajuste estructural y la apertura económica, y con un arreglo jurídico definitivo al proble-

ma de la inseguridad en la tenencia de la tierra. La iniciativa se concretó en una propuesta de Ley de

Desarrollo Agrícola elaborada por el gremio. El MAC respondió constituyendo una Comisión para

elaborar un anteproyecto de ley alternativo en el que estuvieran representadas todas las partes, y no

un solo sector. A juicio de un directivo de Fedeagro:

Parecía que ambas iniciativas iban a ser contradictorias. (IVIC, diciembre de 1996: entrevista a un

directivo de Fedeagro).

A comienzos de 1995 Fedeagro comenzó a presionar por la salida del ministro. En marzo el presi-

dente designaba un nuevo ministro. El debate sobre el nuevo marco jurídico para el sector tenía que

esperar a una mejor coyuntura.

El problema agrario: la Comisión de Evaluación de la Reforma Agraria

Otro grave problema del sector, que aún no ha sido resuelto, es el de los derechos de propiedad sobre

las tierras agrícolas del país.

En febrero de 1995 el presidente Caldera designó una Comisión Presidencial de Evaluación y Segui-

miento de la Reforma Agraria. Treinta años después de haberse aprobado la Ley de Reforma Agraria

de 1960, el Estado abordaba nuevamente el tema de la tenencia, uno de los más álgidos en el sector.

En 1990 la misión conjunta del BM/FAO, que dio origen al PITSA, había identificado como uno de los

principales problemas del sector «la ausencia de un mecanismo transparente por medio del cual la

propiedad de la tierra pudiera ser utilizada como garantía hipotecaria para acceder al crédito agrí-

cola» (BM/FAO 1990). El documento también sugería que sólo una completa desregulación del mer-

cado de la tierra constituía la solución definitiva del problema. Adicionalmente, el documento del

BM/FAO identificaba otros problemas institucionales que afectaban al mercado de la tierra: la ausen-

cia de un catastro completo de la propiedad; y, más grave aún, la falta de correspondencia entre el

procedimiento de registro en los tribunales civiles y los datos existentes en los registros catastrales del

IAN y de otras agencias públicas.

En diciembre de 1991, todavía durante el primer programa de ajuste, el MAC había introducido en el

Congreso un proyecto de Ley de Catastro y Cartografía. En el préstamo del BM al PITSA se había in-

cluído una partida para financiar la realización del Catastro. El Servicio Nacional de Cartografía Na-

cional (SAGECAN) del Ministerio del Ambiente y los Recursos Naturales Renovables (MARNR) sería

el responsable de la ejecución del catastro a nivel nacional, El proyecto del BM y del MAC suponía

8 2
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que el registro civil otorgara títulos de propiedad definitivos a los beneficiarios del proceso de refor-

ma agraria (cfr. Nielson, 1996:29). El problema fue que el Congreso nunca le dio curso al proyecto. El

obstáculo era la Ley de Reforma Agraria que continuaba vigente. Modificarla suponía lograr un gran

consenso social y político lo que, bajo las condiciones en que había concluído el primer programa de

ajustes, era aún imposible.

Según Jonathan Coles, protagonista principal del programa de ajuste 1989-1992 en el sector agrícola,

la meta final de los reformadores en relación al problema agrario era la siguiente:

El gobierno acabaría la reforma agraria haciendo un inventario de las tierras públicas y otorgando

títulos, vendiendo las propiedades que hubieran estado ocupadas por largo tiempo y en producción,

o las que hubieran sido invadidas por el desarrollo urbano. (Coles, 1993:22).

El problema de fondo era que, en un contexto inflacionario y recesivo, en el que predominaban las in-

versiones especulativas en el mercado de la tierra, una desregulación inmediata del mercado de la

tierra tampoco hubiera garantizado una «eficiente» asignación de los factores productivos, si lo que

se busca es tomar en cuenta los intereses de la mayoría de los agricultores en el largo plazo.

Si la Comisión Presidencial hubiera hecho propuestas concretas para la solución del problema agra-

rio, hubiera dado un valioso aporte al avance del proceso de ajuste en una de sus áreas más difíciles y

conflictivas. Quizás, por eso mismo, la principal tarea que decidió abordar la Comisión fue la reali-

zación de una encuesta a los actuales usufructuarios de las tierras otorgadas años atrás por el IAN a

sus beneficiarios. Una solución al problema agrario también tendría que esperar una mejor coyuntura.

E L G O B I E R N O D E R A FA E L C A L D E R A ( I I ) : L A A G E N D A V E N E Z U E L A

A comienzos de 1995, un año después de iniciada la crisis financiera, sus efectos todavía se hacían

sentir sobre las finanzas públicas. El poco éxito de la política antiinflacionaria (la tasa promedio en

1994 había llegado a 70,8%) y la continua recesión (-3.3% en 1994), demostraban la necesidad de un

nuevo cambio de rumbo en las políticas públicas. En mayo de 1995, quizá ya con la mira en un nuevo

acuerdo con el FMI, el gobierno decidió eliminar el control de cambios.

En diciembre de 1995 se llevaron a cabo las elecciones para gobernadores y alcaldes. El elevado nivel

de abstención (54% a nivel nacional)10, hacían temer nuevamente por la pérdida de la legitimidad del

sistema democrático. Acción Democrática logró que en 12 de los 22 estados fueran electos goberna-

dores sus candidatos. Más aún, el partido del presidente, Convergencia, y su aliado el MAS, consti-

8 3

10 Mayor aún en los estados más urbanizados de la región central (cfr. Consejo Supremo Electoral 1995).
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tuían minoría en el Congreso, por lo que el presidente se veía obligado a gobernar con el apoyo de

AD, formalmente un partido de oposición.

Es en este contexto político que, gradualmente, el programa de gobierno original, «Mi Compromiso

con Venezuela», pasó a un segundo plano y se adoptó un nuevo programa, la Agenda Venezuela, en el

que se buscaba negociar con el FMI una nueva fase del programa de ajuste, en que se tomaran más en

cuenta las condiciones sociales y políticas específicas del país.

El 15 de mayo de 1996, un año después de la eliminación de los controles de cambio y de precios, el

Presidente anunciaba el acuerdo logrado con el FMI para la Agenda Venezuela. A semejanza de 1989

había que aceptar las condiciones que se habían logrado negociar con las agencias multilaterales. A

diferencia de 1989, sin embargo, esta vez el gobierno nacional buscó el mayor consenso posible con

los agentes sociales internos a fin de evitar el fracaso del programa. La pérdida de legitimidad social

y política interna del primer programa de ajuste había demostrado la necesidad de legitimar ante el

país un ajuste estructural en el que participaban las agencias multilaterales. El gobierno buscaba que

el nuevo compromiso con el FMI no fuera percibido como una capitulación ante la opinión pública.

La Agenda tenía cuatro componentes principales: desarrollo social, reconversión productiva, reforma

del Estado, y estabilización macroeconómica. Se imponía de nuevo la doctrina económica según la

cual las políticas macroeconómicas eran por definición «sectorialmente neutras».

La política agrícola de la Agenda Venezuela

Como mencionamos anteriormente, en marzo de 1995 había sido nombrado ministro Raúl Alegrett. A

diferencia de los dos ministros anteriores el nuevo ministro no era un líder gremial, sino un profesio-

nal que había ejercido importantes cargos durante el primer gobierno de Caldera, y que posterior-

mente había participado como consultor en diversos proyectos de desarrollo rural en el país y en el

extranjero. La designación del ministro parecía tener como principal objetivo conciliar los intereses y

enfoques de las agencias multilaterales con las demandas de los agricultores y de la agroindustria.

Así definidos, los márgenes de maniobra del nuevo ministro y su equipo eran bastante restringidos.

Uno, la prioridad otorgada por la Agenda Venezuela a la política antiinflacionaria, lo que para los

sectores productivos significaba tasas de interés que desincentivaban las inversiones productivas.

Dos, las demandas de los gremios agrícolas, quienes demandaban políticas compensatorias para con-

trarrestar los efectos negativos del ajuste macroeconómico y la apertura comercial sobre sus activida-

des productivas. Tres, las demandas de la agroindustria, y las condiciones de las agencias multilatera-

les, quienes exigían del gobierno prioridad a la apertura económica y a la desregulación de los merca-

8 4
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dos internos. Cuatro, las mayores restricciones en el menú de opciones de políticas de que disponía el

gobierno, como consecuencia del ingreso de Venezuela ese año a la recién creada Organización

Mundial de Comercio.

El impacto sectorial de las políticas macroeconómicas

Según la doctrina económica prevaleciente en los programas de ajuste auspiciados por las agencias

multilaterales, las políticas macroeconómicas son sectorialmente neutras, es decir no tienen sesgos a

favor, o efectos discriminatorios en contra, de ningún sector en particular. En los hechos, la combina-

ción de políticas de restricción de la liquidez monetaria y de austeridad fiscal, que tienen como fina-

lidad controlar la inflación, tienen también como consecuencia inmediata un incremento en las tasas

de interés activas que desestimulan la inversión productiva. Por el contrario, la liberación de la tasa

de cambio, cuyo efecto más inmediato suele ser la devaluación de la moneda nacional, tiende a resta-

blecer -al menos temporalmente- la competitividad de los rubros que compiten con las importacio-

nes. A la inversa, los productos con altos componentes importados, como maquinarias, agroquímicos

y semillas, experimentan incrementos en sus costos que tienden a incidir en la pérdida de la rentabi-

lidad de los productores menos eficientes. La evolución de la tasa de cambio se convierte, por lo

tanto, en una de las políticas con mayor impacto en el sector.

El reajuste de la política de precios

Hubiera sido esperable que el inicio de la Agenda Venezuela se tradujera en políticas de liberación de

precios en los circuitos agroalimentarios, similares a las que ocurrieron al inicio del Gran Viraje. Sin

embargo, las condiciones de inicio de ambos programas no fueron nada similares, por lo que, aunque

es posible identificar elementos similares en el Gran Viraje y en la Agenda Venezuela, también es po-

sible detectar alguna continuidad con las políticas del gobierno de transición.

Recordemos que, con posterioridad a noviembre de 1990, todavía durante el Gran Viraje, el gobierno

se vio obligado a iniciar una política de protección para los circuitos agroalimentarios «sensibles».Y

que, adicionalmente, había decretado la creación de una «canasta básica de alimentos», basada en

controles de precios a nivel del consumidor, a fin de beneficiar a la población de más bajos ingresos

mayormente afectada por las medidas. Posteriormente, en noviembre de 1993, durante el gobierno de

transición, los gremios agrícolas habían demandado una política de concertación de precios con la

agroindustria, también en los circuitos «sensibles».

En enero de 1996, quizás en preparación de la Agenda Venezuela, el número de productos sometido a

controles de precios había sido reducido ya a 16 rubros de un total anterior de 34 en 1994. En mayo, un

8 5
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mes después de iniciada la Agenda, los controles de precios fueron eliminados; pero fueron substituí-

dos por dos mecanismos que ya habían sido ensayados por anteriores gobiernos: 1. una política con-

certada de precios para los rubros sensibles a las importaciones; 2. una canasta de productos básicos,

con precios subsidiados a nivel del consumidor, destinada a la población de menores ingresos.

En conclusión, como señaló una fuente cercana al Banco Mundial, «aunque oficialmente se asume la

desregulación, se mantiene un relativo grado de intervención en la regulación de los precios agríco-

las». El problema, desde el punto de vista del Banco, es que el sistema «no es transparente e invita a

la manipulación» (Banco Mundial 1996:13). Para los gremios, por el contrario, los compromisos

adquiridos por Venezuela con posterioridad a la Ronda Uruguay, dejaban muy pocos márgenes de

maniobra para las políticas nacionales, por lo que había que aprovechar al máximo los instrumentos

permitidos por la OMC. La sustentación interna de precios era uno de ellos. Lo que convertía, de

nuevo, a los subsidios al productor y a la política comercial en el eje de las políticas sectoriales.

El reajuste de la política comercial

Recordemos que en 1993, durante el gobierno de transición, el gobierno nacional había diseñado una

política de bandas de precio que cubría a nueve productos considerados «sensibles» a las importacio-

nes. En abril de 1996, al inicio de la Agenda Venezuela la política de banda de precios, única política

comercial considerada compatible con los mecanismos de mercado a pesar de las reiteradas protestas

de las agencias multilaterales, se mantuvo inalterada. En julio de 1995, sin embargo, después de va-

rios años de negociación con los demás miembros del Pacto Andino, los cinco países (a excepción ini-

cialmente de Perú) adoptaron una banda única. El nuevo esquema adoptado en el marco de la ahora

«Comunidad Andina de Naciones» implicó, sin embargo, un incremento en los márgenes de protec-

ción para un número mayor de productos que el esquema unilateral adoptado inicialmente por

Venezuela.

En ocasiones, otros dos instrumentos de política han resultado ser aún más eficientes que las bandas

de precio en la protección de los agricultores nacionales. Uno, que ya mencionamos arriba, es la tasa

de cambio. El anclaje de la tasa de cambio en una paridad competitiva parecía ser al inicio uno de los

elementos centrales de la política macroeconómica de la Agenda Venezuela. No obstante, en el mar-

co de la apertura petrolera, y debido a la prioridad a la política antiinflacionaria, las minidevaluacio-

nes diarias no fueron suficientes para compensar la tendencia a la sobrevaluación. En este contexto,

la tasa de cambio se convirtió de nuevo en un desestímulo para los productores de materias primas

agrícolas nacionales.

8 6
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El otro mecanismo que, aparentemente, ha estado funcionando, de manera encubierta, es el empleo

de los permisos sanitarios de importación con fines diferentes a los establecidos en la normativa

legal.

Según argumenta un funcionario del Banco Mundial:

Una forma de intervención menos transparente ha estado en uso desde 1992 y aún permanece. (…)

En la ausencia de herramientas discrecionales para el control no-tarifario de las importaciones (la

«nota 2» del período pre-1989), los permisos sanitarios de importación (la «nota 6») que se requie-

ren para la importación de la mayoría de los productos vegetales o animales son detenidos por

largos e indefinidos períodos de tiempo por razones que van más allá de las consideraciones sanita-

rias. (...) En otras ocasiones, los procesadores agroindustriales han sido obligados a adquirir sus

insumos agrícolas internamente a precios superiores a los del mercado mundial debido a la amena-

za de que sus permisos de importación pudieran ser retenidos por el Servicio Autónomo de Sanidad

Agropecuaria. (Nielson, 1996:12).

La política alimentaria

Poco tiempo después de haber tomado posesión de su cargo, el presidente Caldera anunció un «Plan

de Solidaridad Social» que otorgaba prioridad a programas «compensatorios» en áreas como la ali-

mentación y la salud. La crisis financiera de 1994, y la prioridad acordada a los auxilios financieros a

la banca, determinó un abrupto cambio, no tanto en la retórica oficial, pero sí en los recursos otorga-

dos a los programas compensatorios. En 1996, la Agenda Venezuela, y en particular su componente

de «desarrollo social», planteaba la creación de un programa de alimentos «estratégicos» a fin de

compensar los efectos negativos del ajuste sobre la población de menores recursos.

De hecho, ya en septiembre de 1995, este programa había sido creado por el MAC, y era administrado

por CASA, la agencia que en 1992 había substituído a la anterior Corporación de Mercadeo Agrícola.

El objetivo del PROAL (programa de alimentos estratégicos) era garantizar el abastecimiento alimen-

tario a los sectores de más bajos recursos, mediante el desarrollo de una red alterna de distribución.

Paralelo al programa, en esa misma fecha, el presidente había creado un Consejo Nacional de la

Alimentación, presidido por el Ministro de Agricultura, con la participación de otros ministerios y de

la empresa privada, que tenía como objetivo la evaluación y vigilancia de un Plan Nacional de Ali-

mentación (cfr. MAC, 1995:6).

En enero de 1996, en el marco de la Convención de Gobernadores, el MAC había buscado involucrar

en el programa a las gobernaciones de estado y alcaldías. Una reseña de prensa del Boletín Agroplan,
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proporcionaba mayor información tanto sobre los procedimientos operativos como sobre las metas

del programa para 1996:

En 1996, el programa contará con unos Bs. 17.000 millones que destinará el Estado para facilitar a

la población que se encuentra en situación de pobreza extrema, la adquisición de cinco rubros ali-

menticios -arroz, harina de maíz, aceite, sardinas y leguminosas- vía subsidio directo de precios.

Además del monto señalado, el programa fue diseñado para ser ejecutado regional y localmente a

través del cofinanciamiento de gobernaciones y alcaldías, organismos que tendrán que aportar el

60% del valor del inventario de productos con descuento comercial que requiera cada entidad, así

como el pago de los costos operativos del programa en cada estado y localidad. (Boletín Agroplan,

agosto/septiembre de 1996).

En el documento presentado por el MAC en la Convención de Gobernadores de enero 1996, se realiza-

ba un diagnóstico sobre la situación alimentaria, en el cual se identifica más claramente el enfoque

general de la estrategia del ministerio con relación al sector. Es importante detenernos brevemente en

su interpretación. En primer lugar, el diagnóstico identifica el deterioro creciente de los déficits calóri-

cos promedios de la población. Lo significativo es que vincula el déficit nutricional a otros dos proce-

sos que evalúa como «críticos»: por una parte, el deterioro de la «autonomía alimentaria», resultado de

las importaciones; y, por otra, lo que denomina «aspectos regresivos» de la red de distribución comer-

cial de alimentos y sus efectos sobre el deterioro de la inequitativa distribución del ingreso que carac-

teriza al país desde hace mucho tiempo. El documento concluye planteando la necesidad de establecer

un Plan Alimentario Nacional con carácter «estratégico» y «rector», cuyo objetivo último sería:

El logro de la seguridad alimentaria con criterio de equidad y justicia social. (MAC, 1996).

Por lo tanto, lo importante a destacar aquí, es que el Plan Alimentario Nacional, del cual el PROAL es

sólo un instrumento, forma parte no exclusivamente del «compromiso de solidaridad» que se concre-

tiza en programas alimentarios «compensatorios», sino también de la estrategia de «seguridad ali-

mentaria», entendida como el logro de un cierto margen de abastecimiento nacional. A este punto

regresaremos.

La reestructuración del sector público agrícola

En julio de 1995, el gobierno nacional, mediante decreto No. 723, ordenó a todos los ministerios y

agencias del Estado, que elaboraran planes de reestructuración. Estos planes deberían ser aprobados

por Cordiplan, a fin de que fueran ejecutados lo más rápidamente posible.
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Como sabemos, la reestructuración del MAC había sido iniciada en 1990, cuando se aprobó el PITSA.

Sin embargo, el ministerio no contó con un plan coherente sino hasta 1993, por lo que en gran medi-

da, durante el primer período de ajuste, la reestructuración se redujo a una política de despidos y a la

modernización de las oficinas centrales. En 1993, sin embargo, la oposición frontal de los sindicatos

públicos y la situación política del país había detenido el proceso bruscamente.

En 1995 la situación fiscal de Venezuela no se había podido recuperar aún de los efectos de la crisis

bancaria y de la política de auxilios financieros a ese sector. La reanudación de la política de rees-

tructuración era percibida, por lo tanto, nuevamente como urgente.

El 21 de septiembre, tres meses después del decreto 723, un nuevo decreto extendió por un año el

plazo para la reestructuración. En octubre se prorrogó por sesenta días más el plazo. En enero de

1996, y de nuevo en marzo de ese mismo año, fue necesario prorrogar nuevamente los plazos (MAC,

Julio de 1996. Propuesta de Reestructuración. Programa de Reforma del Estado).

¿Qué estaba ocurriendo? ¿Por qué tantas prórrogas? ¿Qué factores impedían la reestructuración? Una

posible explicación se basaba nuevamente en la resistencia de los sindicatos de empleados públicos.

Al igual que en 1993, en 1996, la tenaz resistencia de los sindicatos hacía prácticamente nulos los es-

fuerzos de reestructuración. Un segundo factor adicional era la inexistencia de suficientes recursos

para el pago de los pasivos laborales al personal despedido de la administración pública, o transferido

por el gobierno central a los gobiernos subnacionales. Por último, la falta de una real decisión política

por parte del gobierno nacional es también parte de la explicación. A semejanza de lo ocurrido en

1993, la política de «paz laboral» del Presidente de la República, temeroso de perder el frágil apoyo

político con el que contaba en el Ejecutivo y en el Congreso, se constituía en el principal freno del

proceso.

La reestructuración del Ministerio y sus agencias

Pero en el MAC, la reestructuración había logrado ya considerables avances. Desde sus inicios con el

PITSA la direccionalidad general del programa estaba relativamente clara. Ahora también lo estaban

las metas para esta nueva fase del ajuste. Lo primero, de nuevo, consistía en lograr una reducción ma-

yor de la nómina. Recordemos que en 1989 el ministerio contaba con unos 36.000 trabajadores. En

1996 la nómina había sido reducida a 6.484 funcionarios. En 1996 la meta era reducir gradualmente la

nómina hasta llegar en 1998 a sólo 1.097 funcionarios (MAC, 1996).

Segundo, era necesario continuar la reestructuración institucional del ministerio, tanto en su organi-

grama como en sus funciones. Los principales lineamientos eran: a. Concentrar en las oficinas cen-
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trales del ministerio las funciones de planificación «de largo plazo» y de monitoreo de los resultados;

b. Transferir a las gobernaciones, municipios y la sociedad civil organizada la mayoría de las

funciones de ejecución; y c. Completar con un proceso de desconcentración las funciones que no

hubieran podido ser transferidas a los otros agentes públicos o privados (cfr. MAC, Convención de

Gobernadores, enero de 1996).

Tercero, se identificó como prioritario la ejecución de cuatro programas, cuya ejecución se había ido

retrasando con el tiempo. Son ellos: 1. El IV Censo Nacional Agropecuario, 2. La modernización del

Catastro Rural; 3. La privatización de los sistemas de riego; y 4. El programa de extensión agrícola

CIARA-Banco Mundial. Sobre estos dos últimos volveremos más adelante, en los estudios de casos

sobre los procesos de descentralización y fortalecimiento del poder municipal.

Cuarto, el documento presentado a la Convención de Gobernadores en 1996 identificaba también los

lineamientos generales para el fortalecimiento del «Sistema Nacional de Financiamiento Agrícola»

(SNFA). Se planteaba crear, en primer lugar, un Consejo Nacional de Financiamiento Agrícola, cuya

secretaría la asumiría el Fondo de Crédito Agropecuario (reestructurado en 1990). El Consejo busca-

ba integrar a los Fondos Regionales de Crédito, creados independientemente del gobierno central por

los gobernadores de estado, a un sistema integrado de financiamiento con unas directrices naciona-

les. La regionalización del crédito a través de los Fondos se juzgaba, sin embargo, como un medio

eficaz a fin de reducir los costos de intermediación y de transacción, así como para reducir los índi-

ces de morosidad de los agricultores. Se planteaba también la integración al sistema de un Fondo de

Garantía que el IAN había comenzado a ejecutar por su cuenta, a fin de proporcionar garantías no

hipotecarias a los productores, quienes por no disponer aún de titularidad no podían acudir directa-

mente a la banca privada. El objetivo último del SNFA era instrumentar un Plan Nacional de Finan-

ciamiento Agrícola (a mediano y largo plazo), formular programas anuales de crédito, y crear un

sistema nacional de información crediticia (MAC, Convención de Gobernadores, enero de 1996).

La renegociación del PITSA

A mediados de 1995, el PITSA ocupó nuevamente la agenda de trabajo del ministerio. En 1996 vencía

el préstamo del Banco Mundial y en 1997 el del BID. En 1993, durante el gobierno de transición, el

programa se había prácticamente paralizado al no lograrse un acuerdo con las agencias multilaterales

para la renegociación de las condiciones del crédito. El monto total ejecutado por el programa hasta

diciembre de 1995 era US$ 90,42 millones, de un total de US$ 900 millones que habían sido progra-

mados inicialmente (cfr. MAC, OEPFI, 1995). Los convenios con las agencias multilaterales vencían
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sin que el gobierno hubiera recibido la mayoría de los montos acordados. Lo grave es que como resul-

tado de todo esto, el Estado venezolano tiene que pagar una comisión anual de 0,75%, la llamada

«comisión de compromiso», sobre los montos no desembolsados en el préstamo.

A solicitud del gobierno nacional, se renegociaron las condiciones del préstamo, se redistribuyeron

los montos y se modificaron los cronogramas. El gobierno logró extender el programa hasta 1998 y se

redujo su monto total a US$ 686 millones de los US$ 900 millones programados inicialmente (cfr.

MAC, ibid.). 

El debate sobre la Ley de Desarrollo Agrícola y Seguridad Alimentaria

A fines de 1994 Fedeagro asumió la iniciativa de proponer al país un amplio debate sobre el marco

jurídico que debe regular no sólo las relaciones internas en el circuito agroalimentario, sino también

el papel del Estado en una economía cada vez más abierta a los mercados internacionales.

El problema, como bien lo planteó la oficina de consultores Agroplan en 1994, es que el marco legal

establecido por la Ley de Reforma Agraria en 1960 y la Ley de Mercadeo Agrícola en 1971, era inade-

cuado para regular las relaciones de mercado en la agricultura con posterioridad a los programas de

ajuste estructural implementados en el país (cfr. Boletín Agroplan, marzo de 1994).

En respuesta a estos planteamientos, el decreto No. 722 de junio de 1995 creó una Comisión Presi-

dencial con carácter ad honorem a fin de que elaborara un Anteproyecto de Ley, con la finalidad de:

(…) crear un marco normativo, coherente e integral, que garantice la estabilidad de las políticas

agrícolas y su vigencia en el tiempo. (Gobierno de Venezuela, decreto No. 722, junio de 1995).

Cinco meses después del decreto, el MAC nombró una comisión integrada por representantes de los

gremios agrícolas y agroindustriales, y de los partidos políticos, para la formulación del anteproyec-

to. Un año después, en octubre de 1996, la Comisión presentó al gobierno nacional un Anteproyecto

de Ley de Desarrollo Agrícola y Seguridad Alimentaria.

Se suponía que la Comisión debía aprobar el Anteproyecto por consenso. Esto no fue posible. Los

representantes del sector agroindustrial salvaron su voto y entregaron al Ministro un documento en el

que objetaban no sólo gran parte de su articulado sino, más importante aún, los fundamentos doctri-

narios que definen según el Anteproyecto el papel del Estado en el sector.

No es éste el lugar para analizar detalladamente ni el Anteproyecto de Ley ni el documento de la

agroindustria cuestionándolo. Lo importante aquí es destacar cuál es el fondo del debate. Son seis las

objeciones de fondo que hace la agroindustria. 1. El papel del Estado, en particular el criterio de que

el Estado puede intervenir cuando «el interés general» así lo aconseje. 2. Varios artículos referentes a
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la política comercial que supuestamente contravienen a las normas de la OMC. 3. La definición de se-

guridad alimentaria, en la cual «se mezclan (…) una concepción basada en niveles estratégicos de

producción nacional con (una) basada en el acceso de la población a los alimentos». 4. La regulación

de las relaciones en el circuito agroalimentario, que tendrían como efecto «cartelizar» y «politizar»

las relaciones de mercado. 5. La política con respecto a la propiedad de la tierra, en particular varios

artículos: «si bien es cierto que se establecen condiciones para optar a la propiedad plena de la tierra

y para la regularización de la propiedad agraria, mantienen muchas de las limitaciones conceptuali-

zadas en la Ley de Reforma Agraria, lo cual genera discrecionalidad». 6. La creación de un consejo

de financiamiento agrícola: que asumiría funciones que deben estar asignadas al Banco Central de

Venezuela (cfr. Noticiero Agropecuario, noviembre de 1996:8-9).

El problema de fondo, se visualiza desde el inicio del Anteproyecto en su «Justificación de Motivos»:

Atendiendo al interés nacional y a la apertura económica, y en el marco de los acuerdos internacio-

nales suscritos por la República, la presente Ley promueve…

El problema, que ya señalamos anteriormente, es ¿cuál es «el interés nacional»? ¿El de las empresas

procesadoras de alimentos, las cuáles están interesadas en la apertura comercial a fin de abastecerse

de materias primas agrícolas a precios más bajos que los que normalmente pueden obtener en el

mercado interno? O, ¿el de los productores que producen materias primas agrícolas, quienes están in-

teresados en la protección del mercado interno ante lo que ellos consideran una competencia desleal

por parte de sus competidores foráneos?

De la forma como respondamos estas preguntas surgen dos visiones del Estado con relación al circui-

to agroalimentario y dos definiciones diferentes de seguridad alimentaria: la de los gremios agrícolas

que vinculan el abastecimiento interno a la seguridad del Estado y a los niveles nutricionales de la

población (el interés «nacional») contra la de la agroindustria, que vincula la seguridad en el abaste-

cimiento de alimentos a la apertura comercial y al interés de «los consumidores».
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EL PROCESO DE DESCENTRALIZACIÓN Y LA REFORMA DEL SECTOR PÚBLICO AGRÍCOLA
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I N T R O D U C C I Ó N

La creación en 1984 de la Comisión para la Reforma del Estado (COPRE) constituye el antecedente

más importante del proceso de descentralización en Venezuela. En 1988 la COPRE identificó los tres

principales problemas que debían ser corregidos en el funcionamiento del sector público: el centra-

lismo, entendido como el alejamiento de las instancias de toma de decisiones de los niveles de ejecu-

ción regional (estados) y locales (municipios); el clientelismo, visto como el predominio de criterios

personalistas en la asignación de recursos y la burocratización, como entrabamiento de un eficiente

funcionamiento de la administración pública como resultado de los excesivos trámites y la escasa

capacitación de los funcionarios.

Entre 1988 y 1989 la aprobación de las leyes del sufragio, de descentralización y de modificación del

régimen municipal construyeron las bases legales para una profunda reforma del Estado entendida

como un proceso de devolución de competencias, de recursos y de poder del gobierno central a los

estados y municipios. Estos tres componentes de la reforma, el político (la elección directa de gober-

nadores y alcaldes), el administrativo (la descentralización o transferencia de competencias), y el fi-

nanciero (la descentralización de recursos) formaban parte de una doble estrategia que otorgaba

direccionalidad a todo el proceso. Por una parte, acercar las agencias públicas a los electores buscaba

incrementar la eficiencia del Estado. El supuesto implícito era que el desplazamiento del «locus» de

poder hacia las regiones y comunidades facilitaría a los decisores públicos la interpretación de las

necesidades y demandas de sus electores, y a éstos a su vez el control de las decisiones y la ejecución

de las políticas. Por otra parte, en lo substantivo, las reformas buscaban también profundizar el proce-

so de democratización del país iniciado en 1958. Se partía del supuesto de que un Estado más descen-

tralizado eliminaría mediaciones innecesarias entre los funcionarios electos y sus electores y facili-

taría una mayor pluralidad política al multiplicar las instancias de poder.

En 1989, cuando el gobierno de Carlos Andrés Pérez decidió «el Gran Viraje» de la economía venezo-

lana, la reforma del Estado ya había comenzado con las reformas legales y políticas que se habían

producido un año antes. De hecho, en 1988, la Ley sobre Elección y Remoción de los Gobernadores

de Estado constituyó la primera medida de descentralización, ya que garantizaba una relativa autono-

mía política de los estados ante el gobierno central.

El principal fundamento jurídico del proceso de descentralización constituye la Ley Orgánica de

Descentralización, Delimitación y Transferencia de Competencias del Poder Público (LOD), aproba-

da en 1989. Con la aprobación de la LOD, que se apoya en el artículo 137 de la Constitución de 1961,

E L  P R O C E S O  D E  D E S C E N T R A L I Z A C I Ó N

Y L A  R E F O R M A  D E L  S E C T O R  P Ú B L I C O A G R Í C O L A
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se dio inicio oficialmente a la reforma estructural del Estado. La ley tiene los siguientes objetivos:

Desarrollar los principios constitucionales para promover la descentralización administrativa,

delimitar competencias entre el Poder Nacional y los Estados, determinar las funciones de los Go-

bernadores como agentes del Ejecutivo Nacional, determinar las fuentes de ingresos de los Estados,

coordinar los planes anuales de inversión de las Entidades Federales con los que realice el Ejecu-

tivo Nacional en ellas, y facilitar la transferencia de la prestación de los servicios del Poder Nacio-

nal a los Estados. (Gobierno de Venezuela, LOD 1989:283).

La LOD otorgó prioridad a la transferencia de funciones desde el gobierno central a los estados y en

menor grado a los municipios. Durante todo el período histórico del «Estado centralizado», los muni-

cipios habían logrado mantener un conjunto significativo de funciones. Por el contrario, los estados

se habían debilitado considerablemente al ser reducidas sus funciones (cfr. Ayala, 1994:119). El

procedimiento establecido en la Ley para la transferencia de competencias es la firma de convenios,

cuyo origen es una solicitud de los gobernadores de estado, una vez consultada la opinión de la

Asamblea Legislativa respectiva. Según la ley, en un lapso de 90 días el ejecutivo debería someter la

propuesta de transferencia de la competencia o servicio, así como los activos fijos y los recursos para

pagar a los funcionarios que serán transferidos (cfr. COPRE 1990:6). La transferencia financiera de-

bería, por lo tanto, acompañar a la transferencia administrativa. No obstante, como veremos poste-

riormente, éste no ha sido siempre el caso.

En 1989 se comenzó la reforma política. En esa fecha se realizaron las primeras elecciones populares

de gobernadores de estado. Estas elecciones dieron inicio también a un profundo cambio en el esce-

nario político venezolano.

Según Paredes:

Los comicios de diciembre de 1989 originaron un escenario político más plural, ya que 9 de las 20

gobernaciones y 123 de las 269 alcaldías pasaron a ser regidas por organizaciones políticas diferen-

tes al partido de gobierno en el plano nacional. (Paredes, 1992:35).

En junio de 1993 el Presidente de la República fue removido de su cargo por la Corte Suprema de Jus-

ticia, y a fin de que concluyera el período constitucional iniciado en 1989 designó al Senador Ramón

J. Velásquez, quién había sido el primer presidente de la COPRE. El gobierno de transición dio origen

a un profundo cambio de prioridades en la agenda del Estado.

En los cuatro años y medio que habían transcurrido desde el inicio del programa de ajuste en 1989 fue

poco lo que avanzó el proceso de descentralización. En 1993 la prioridad del gobierno de transición
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de «salvar la democracia» otorgó nuevamente legitimidad al proceso de reforma del Estado. Un

proceso con el cual no podían estar comprometidos los intereses político-partidistas que durante las

tres décadas habían sido causa y consecuencia de un Estado cada vez más centralizado. Entre 1990 y

1992 se habían firmado algunas transferencias de competencias concurrentes en salud y se había

avanzado lentamente en la transferencia de las competencias exclusivas, particularmente la adminis-

tración de puertos. Pero la mayoría de las solicitudes realizadas por los gobiernos estadales se encon-

traban aún en proceso de estudio (cfr. Mascareño, 1996). De modo que, cuando a los dos días de

tomar posesión el presidente interino nombró a un Ministro de Estado para la Descentralización, los

gobernadores vieron llegado el momento de desempeñar un papel más protagónico en la reforma y

acelerar el proceso.

El año 1993, gracias al ambiente favorable creado por el gobierno de transición, es posiblemente el

año en que se aprobó la transferencia del mayor número de competencias de todo tipo a los estados.

Llama la atención, sin embargo, que incluso en aquellos donde la agricultura constituye la base eco-

nómica de la estructura productiva regional, la mayoría de las competencias transferidas han estado

vinculadas a los servicios «sociales» (educación, salud, nutrición, atención a grupos vulnerables,

etc.) y no a funciones o servicios directa o indirectamente relacionados con la agricultura. De hecho,

hasta 1992 sólo Lara y Trujillo habían solicitado la transferencia de las políticas agrícolas, y en 1993

Aragua hace lo mismo por iniciativa no del gobernador sino de la Asamblea Legislativa.

Para el Ministro de la Descentralización, y para algunos gobernadores, la meta de largo plazo del

proceso era construir un Estado más federativo, con un contenido más incluyente en lo social y más

participativo en lo político. Con todo a corto plazo las principales tareas no sólo eran lograr la trans-

ferencia de las competencias solicitadas, y aún no concedidas por el gobierno central; sino más im-

portante quizás, garantizar las transferencias de recursos financieros que se requerían para poder

desempeñar con eficacia y eficiencia las competencias y servicios transferidos. El problema político

de fondo era la lucha por nuevos criterios para la distribución de los activos e ingresos del Estado

entre el gobierno central y los gobiernos subnacionales.

El problema se manifestó por primera vez en 1990 a raíz de un debate sobre la asignación de recursos

para un Plan Trienal de Inversiones diseñado por Cordiplan, sin haber consultado de los gobernado-

res. El debate se decidió en julio de 1990 mediante un decreto por el cual el gobierno central reco-

nocía a los gobernadores la facultad para coordinar y supervisar las obras que se ejecutarían en sus

estados, pero no para tomar decisiones sobre la asignación de los recursos. El conflicto y su resolu-

9 7
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ción evidenció el creciente protagonismo de los gobernadores y les sirvió de valioso proceso de

aprendizaje en sus futuras negociaciones con el gobierno central.

La raíz del problema se encontraba, sin embargo, en la Constitución de 1960. La Constitución no

asignó poderes tributarios específicos a los estados, lo que hacía depender sus ingresos casi exclusi-

vamente del Situado Constitucional. Al comenzar el proceso de reforma se hizo notorio el desequili-

brio entre las competencias administrativas que el gobierno central estaba dispuesto a transferir a los

estados y los recursos financieros que estaba dispuesto a repartir con ellos. Esto dio origen a varios

movimientos de opinión, liderizados por los gobernadores, para establecer nuevas reglas de distribu-

ción en la asignación de los recursos del Estado nacional. Uno de ellos cristalizó con la decisión por

parte del presidente Velásquez, en noviembre de 1993, de distribuir un porcentaje de los recursos

generados por el IVA entre los estados y los municipios. Sobre ello volveremos más adelante. Otro fue

la presión ejercida por los gobernadores para obtener un incremento en el Situado Constitucional

mayor al 20% como meta acordado por la LOD en diciembre de 1989. Aún otro, la búsqueda de incre-

mentar los ingresos propios de las gobernaciones a través de la formulación de proyectos económicos

con miras a atraer inversiones nacionales y extranjeras a sus territorios, incrementando así las posibi-

lidades de nueva tributación (cfr. Mascareño 1996).

El problema de fondo es la escasa capacidad impositiva asignada por la Constitución a los estados.

Uno de los méritos de la LOD es que incrementó substancialmente los ingresos a ser recibidos por los

estados. El situado constitucional pasó de un 15% de los ingresos ordinarios del gobierno central a un

20%, y se estableció la posibilidad de una participación similar en los recursos extraordinarios recibi-

dos por el gobierno central11. La LOD substituyó la Ley de Coordinación del Situado por una Inver-

sión Coordinada de Recursos que otorgó mayor autonomía a las gobernaciones para estructurar sus

presupuestos. El criterio básico es que las gobernaciones deberán destinar un 50% como mínimo de

los recursos por concepto de situado a gastos de inversión. El artículo 12 de la ley otorgó también a

las gobernaciones de estado la posibilidad de generar otros recursos por concepto de: impuestos o

contribuciones que resulten como consecuencia del proceso de descentralización, el pago de tarifas

por los servicios prestados, el establecimiento de multas o sanciones, la venta de papel sellado, y los

ingresos derivados de la explotación de salinas, minerales no-metálicos y piedras no-preciosas.

9 8

11 El Situado Constitucional es una partida anual de gastos incluída en la Ley de Presupuesto que se distribuye entre los esta-

dos 30% en partes iguales y 70% en proporción a la población de cada entidad. Parte de tales recursos deberán ser distribuidos, a

su vez, por los estados a sus municipios. Lo que se conoce como situado municipal.
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En noviembre de 1993 mediante Decreto-Ley No. 3265 se aprobó la creación del Fondo Interguberna-

mental para la Descentralización (FIDES). El FIDES es un servicio autónomo, sin personalidad jurídi-

ca, pero con autonomía funcional y financiera, adscrito al Ministerio de Relaciones Interiores. Su

objetivo inicial era dotar a los estados y municipios de suficientes recursos financieros para que pu-

dieran asumir eficientemente las competencias administrativas que le sean transferidas por el Estado.

El monto destinado al Fondo debería distribuirse en dos «cuentas de participación»: una destinada a

los estados y otra a los municipios. La participación de los municipios sería creciente, y la de los esta-

dos decreciente, en un monto estimado en 4% cada año, comenzando con un 10% para los municipios

en 1993 hasta alcanzar un máximo del 30% para los municipios y 70% para los estados en 1998.

En diciembre de 1993 la Oficina Central de Presupuesto aprobó un primer presupuesto del FIDES

para 1994 por un monto equivalente a un 4% del monto recaudado por el IVCS. En enero 1994, un mes

antes de la toma de posesión del presidente electo Rafael Caldera, el gobierno de transición aprobó el

Reglamento No. 1 del Decreto con el fin de regular los mecanismos de participación de los estados y

municipios en el IVA. Pero existe una palpable diferencia, sin embargo, entre lo que el Decreto Ley

No. 3265 le asignó al FIDES por concepto de recaudación fiscal y los montos que el gobierno nacional

realmente le ha asignado desde su creación. En 1993, año en que fue creado, el FIDES tuvo una

asignación presupuestaria de Bs. 9.620 millones, los cuales nunca le fueron entregados. En 1994 se le

otorgaron Bs. 15.640 millones que fueron recibidos por la directiva del Fondo en 1995. El siguiente

año la asignación se redujo a Bs. 10.000.000, que fueron recibidos en 1996.

En agosto de 1993, faltando sólo cuatro meses para las elecciones presidenciales, el Congreso aprobó

varios Reglamentos Parciales a la LOD. Uno de ellos, el Reglamento No. 4 delegaba a los gobernado-

res de estado la facultad de nombrar los funcionarios de las agencias del gobierno central en el

territorio de sus estados. 

En diciembre de 1993 resultó electo el ex-presidente Rafael Caldera, quien asumió la presidencia en

febrero de 1994. Unos días después estalló la crisis bancaria. Los auxilios financieros a la banca, la

política antiinflacionaria, y la solución del déficit fiscal del Estado ocuparon gran parte de la agenda

de gobierno en esos primeros meses. En junio, conjuntamente con el control de cambio, el presidente

anunció la suspensión de garantías constitucionales.

La situación económica era preocupante, pero la gobernabilidad quizá lo era aún más para el presi-

dente. Como sabemos en 1992 habían ocurrido dos intentos de golpe de Estado. Y, como resultado de

las elecciones, el gobierno no contaba con mayoría en el Congreso; por lo que, para poder gobernar

9 9
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tuvo que aliarse en el Congreso con Acción Democrática, partido que formalmente no formaba parte

del gobierno. En los estados la situación era aún más grave, ya que los partidos de la coalición guber-

namental habían logrado elegir gobernadores en sólo cuatro estados. Tomando en cuenta este comple-

jo escenario, el presidente decidió «revisar el proceso de descentralización», con el pretexto de «evi-

tar la disgregación del Estado». La crisis, argumentó el gobierno, exigía la concentración del poder.

Esta decisión dio lugar a varios esfuerzos por retroceder los avances del proceso de descentraliza-

ción. La primera medida fue la modificación del Reglamento No. 4 de la LOD, que otorgaba a los

gobernadores de estado la facultad de nombrar directores en las agencias del gobierno central en sus

territorios. El segundo fue disponer de los recursos del FIDES para otros fines, y revisar su estatus

jurídico para hacerlo menos independiente del gobierno central. El tercero fue cuestionar pública-

mente la reforma política, y en particular la autonomía del gobierno central lograda por los goberna-

dores y alcaldes (cfr. Andueza, «El Globo» 29/08/94).

Para Brewer-Carías, el ex-ministro para la Descentralización del gobierno de Ramón J. Velásquez, se

estaba intentando hacer retroceder un proceso que era indispensable para la supervivencia del siste-

ma democrático de gobierno, más allá de las consideraciones de corto plazo del gobierno de turno.

Éstas fueron sus palabras:

En política de descentralización, que fue una alternativa a raíz de la crisis de 1989, se procede a

derogar avances, se demoran las transferencias de competencias, se dispone libremente del FIDES

para la homologación de sueldos militares y la dotación para policías. (…) Y, además, está el decre-

to para destituir gobernadores. Si no se lanza el poder hacia abajo no hay posibilidades de que so-

breviva la democracia. (Brewer Carías, «El Nacional» 04/07/95).

El gobierno del presidente Caldera aún no ha concluído, por lo que sería aventurado establecer con-

clusiones definitivas sobre los avances y retrocesos del proceso de descentralización por los momen-

tos. Como resultado de los avances del proceso, el gobierno central no constituye sin embargo ya el

único actor relevante en el proceso, por lo que éste ha continuado, aunque quizá a otro ritmo y con

más tropiezos que en el pasado, en especial si comparamos el último período con el del gobierno de

transición. Lo importante ahora es analizar qué ha pasado en los estados. Éste es el objetivo principal

del capítulo y de los estudios de casos que presentamos a continuación.

El análisis de los casos de Aragua, Mérida y Sucre tiene como objetivo narrar dos componentes de la

reforma del Estado que han venido ocurriendo paralelamente, y que tienen lugar en los mismos esce-

narios: los estados. Por una parte, la descentralización de funciones y recursos desde el gobierno cen-

1 0 0
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tral a las gobernaciones. Por otra parte, el proceso de desconcentración de las agencias del gobierno

central en los estados. Ambos procesos han tenido ya profundos efectos en las actividades agrícolas,

y en las transformaciones que tienen lugar en sus sociedades rurales.

Estos tres estados fueron seleccionados para los estudios de caso principalmente por el peso que

tiene la agricultura en sus estructuras productivas, y a fin de lograr una amplia cobertura geográfica.

La afiliación política de sus gobernadores, a veces coincidente y otras no con la orientación política

del gobierno central, y el ritmo de las reformas en sus territorios fueron otros dos criterios que orien-

taron la elección. La forma como está organizada la información en los tres casos es diferente, lo cual

deriva no sólo de las particularidades de cada estado, sino también de la flexibilidad que se otorgó a

los equipos de investigación en cada estado a fin de que, sin perder de vista los objetivos generales

del proyecto, adaptaran las técnicas de recolección de información a las especificidades del caso.

E L P R O C E S O D E D E S C E N T R A L I Z A C I Ó N E N E L E S TA D O A R A G UA

A comienzos de la década del 60, Aragua era un estado predominantemente agrícola y rural. Actual-

mente, como resultado del acelerado proceso de urbanización e industrialización experimentado por

toda la región central y costera del país durante el período de substitución de importaciones, la agri-

cultura, aunque sigue siendo una actividad muy importante en el estado, se ha reducido a sólo algunas

zonas que disponen de grandes ventajas edáficas, climáticas y de localización para cultivos de alto

valor comercial.

El estado Aragua es sede también de algunas de las más importantes instituciones del sector público

agrícola en el país. En Maracay, la capital del estado, se encuentran las Facultades de Agronomía y

Veterianaria de la Universidad Central de Venezuela y el Centro Nacional de Investigaciones Agrope-

cuarias (CENIAP), la sede central del Fondo de Investigacion Agropecuaria (FONAIAP), FUSAGRI, la

más antigua institución privada de investigación y extensión agrícola del país, tiene también su sede

en la población de Cagua, muy cercana al municipio Zamora (capital Villa de Cura), uno de los muni-

cipios seleccionados como caso de estudio en la investigación. Por último, están también localizadas

unas 346 empresas agroindustriales, lo que equivale a aproximadamente una cuarta parte de todo el

parque industrial del estado.

En la parte del capítulo referida al caso de Aragua, la presentación de la información está organizada

en tres secciones, que corresponden a los tres períodos del gobierno estadal con posterioridad a las

primeras elecciones de gobernadores de estado que tuvieron lugar en 1989.

1 0 1
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El primer período del gobernador Carlos Tablante (1990-1992)

Como señalamos anteriormente, en diciembre de 1989, tuvieron lugar las primeras elecciones direc-

tas de gobernadores y alcaldes. En Aragua, resultó electo gobernador Carlos Tablante, candidato del

MAS y de otros cinco pequeños partidos, por un amplio margen de votos. Era la primera vez que el

MAS, partido de oposición a nivel nacional, ocupaba posiciones de gobierno en el país, por lo que el

partido estaba sumamente interesado en que su gobierno en ese importante estado de la región central

constituyera una vitrina de lo que estaba dispuesto a hacer en un futuro por el bien de la Nación.

El gobernador, un joven y carismático líder político regional, percibió rápidamente el significado que

la primera elección popular de los gobiernos estadales y el proceso de descentralización tenían para

la construcción de un nuevo Estado-Nación que acompañara al proceso de apertura económica que el

programa de ajuste del gobierno nacional había iniciado el país. Por esto, el gobernador Tablante

decidió convertirse en el principal abanderado del proceso de descentralización.

Una de sus primeras acciones de gobierno fue dar inicio al proceso de transferencias, al solicitar dos

de las competencias «concurrentes» que establecía la LOD: el servicio de Atención y Protección al

Menor y el Servicio de Atención al Anciano12. Como veremos posteriormente, el gobernador quería

dar también un sentido de «solidaridad social» a su gestión de gobierno.

Estas primeras solicitudes de transferencia evidenciaron, por primera vez, uno de los principales obs-

táculos que habría de confrontar el proceso de descentralización en lo sucesivo. Los presupuestos

estadales habían sido diseñados por el gobierno nacional con anterioridad a las elecciones nacionales,

lo que reducía los márgenes de maniobra de los gobernadores para distribuir sus presupuestos con

base en el orden de prioridades de sus programas de gobierno.

Sin embargo, al año siguiente, en 1991, la gobernación de Aragua introdujo una innovación al proceso

de reforma al diseñar su presupuesto con base en la definición de las «áreas prioritarias» que había

establecido en el plan de trabajo para ese año. El procedimiento para la formulación del presupuesto

del estado fue también novedoso, ya que el gobernador decidió basarlo en una amplia consulta con

los gobiernos municipales, y con algunas organizaciones de «la sociedad civil» en el estado. En la

formulación del presupuesto, el gobernador asumió como lineamientos generales de su gobierno dos

criterios: uno, el diseño de políticas «compensatorias» de los efectos negativos del programa de ajus-

1 0 2

12 Según Brewer-Carías, la Constitución establecía una serie de competencias de «el Estado», entendido como el «poder públi-

co», que podían distribuirse en forma concurrente entre el gobierno nacional, los estados y los municipios, al no haber sido asig-

nadas específicamente a ninguno de los niveles territoriales que lo comprenden. El artículo 4 de la LOD estableció una lista de

estas «competencias concurrentes» entre los diferentes niveles de gobierno (cfr. Brewer-Carías, 1994:63 y 82).
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te en la población; y, dos, el papel del gobierno estadal en canalizador de las demandas originadas

«desde la base». La prioridad, por lo tanto, era focalizar las políticas y programas estadales hacia la

población más «vulnerable», que en un primer momento fue definida como «los niños, madres y

ancianos». Criterio que, posteriormente se amplió mediante el criterio de «atención al ciudadano

integral», lo que se concretaba en la ampliación de la cobertura de los servicios «públicos» (agua,

salud, seguridad, vivienda y educación) a toda la población del estado.

El programa de gobierno establecía, sin embargo, una importante diferencia entre los servicios que

supuestamente demandaba la población «urbana» del estado, a los que se otorgó prioridad, y los ser-

vicios que demandaba la población «rural», que fueron reducidos únicamente a agua y vialidad, y

espacialmente delimitados únicamente como «la zona sur del estado», concretamente el municipio

Urdaneta, limítrofe con la región de los llanos.

Desde el punto de vista del plan general de gobierno del estado, la prioridad otorgada a la solicitud de

transferencia del servicio de protección al menor tenía una clara justificación. Según de la Cruz:

El estado Aragua se inclinó por la utilización de la ley para demandar al Ejecutivo Nacional la

transferencia de los servicios de protección a los menores, y dar una respuesta así a la existencia de

bandas juveniles y de un número creciente de niños abandonados en la región. Ante la gravedad de

la situación local de los jóvenes, la administración estadal supuso que la petición de transferencia

del Instituto Nacional del Menor (INAM) sería un instrumento de apoyo para la gestión del problema

por parte de la Gobernación, y confió en que podría ser más fácil de transferir que el sistema educa-

tivo o de salud. Aún siendo un servicio de mucha menor envergadura y relativamente poco complejo,

el Gobierno de Aragua tuvo que esperar desde mayo de 1990, cuando realizó la solicitud, hasta octu-

bre de 1993 para recibir del Gobierno Nacional las instalaciones, el personal y la autoridad admi-

nistrativa para dirigir ese servicio (de la Cruz, 1995:10).

El estado Aragua asumió también el liderazgo en solicitar la transferencia de otro servicio que, según

la LOD era competencia «exclusiva» de los estados13: la vialidad inter-urbana. La siguiente cita ilustra

el liderazgo que nuevamente asumió el gobernador Tablante en este importante aspecto del proceso

de descentralización:

(El estado Aragua) fue el primero que se decidió a poner en práctica lo previsto en la Ley de Des-

centralización, cuando en marzo de 1990 comunicó al Gobierno que se proponía asumir la compe-

1 0 3

13 En su artículo 3 la LOD enumeró las competencias de los estados que aparecían en el artículo 17 de la Constitución de 1961,

y que denominó «competencias exclusivas de los estados» (cfr. Brewer-Carías, 1994:82).
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tencia exclusiva sobre la administración y mantenimiento de las autopistas y vías de circulación

estadales, después de aprobar en la Asamblea Legislativa la ley respectiva. En ese momento la tra-

mitación fue rechazada por el Ministerio de Relaciones Interiores alegando que la solicitud tenía

que ser realizada conjuntamente por todos los estados por los que la autopista Regional del Centro

pasa. Más tarde los primeros inconvenientes fueron superados y, actualmente, los estados Miranda,

Aragua y Carabobo son los administradores de esta importante infraestructura, así como de sus res-

pectivas carreteras (de la Cruz y Márquez, 1995:138).

Por otra parte, a fin de acelerar el proceso, y a pesar de que ninguna de las solicitudes anteriores de

transferencia de competencias habían sido aprobadas por el Congreso, la gobernación solicitó al eje-

cutivo nacional la transferencia de los servicios de Nutrición y Salud Pública, y dio inicio a la trans-

ferencia de los servicios exclusivos de Administración de Minerales No-Metálicos establecidos por la

LOD y aprobados en 1991.

Los programas de Transferencia Estado-Municipio (TEM) y de Transferencia Estado-

Sociedad (TES)

En un contexto político en el que siete de los quince alcaldes del estado eran militantes del MAS, por

lo tanto del mismo partido que el gobernador, la gobernación creó en 1990 el programa denominado

«transferencia estado/municipio» (TEM). El TEM formaba parte de la estrategia del gobernador

Tablante en asumir el liderazgo del proceso de descentralización, llevándolo hasta los municipios. El

procedimiento adoptado para las transferencias, sin embargo, permitía a la gobernación ejercer un

cierto control de los programas de inversión y la prestación de servicios en los municipios una vez

transferidos los recursos. En principio, con base en el programa, la gobernación estaba dispuesta a

transferir desde su presupuesto a las alcaldías un 11% adicional a lo que por ley estaba obligado a ha-

cer en virtud de lo que correspondía a los municipios en la distribución del situado constitucional.

El 4 de febrero de 1992 se inició con un intento de golpe de estado militar que tuvo en Aragua su epi-

centro y que contó con cierto apoyo popular. Una vez restaurado el orden, el gobernador buscó con-

solidar la legitimidad de su gobierno a través de un plan de gobierno de largo plazo al que denominó

«Aragua hacia el 2000». El plan otorgaba prioridad a cuatro grandes áreas: «social» (salud, educa-

ción), «empleo productivo e inversiones» (con base en la prestación de servicios productivos como

agua, vialidad, seguridad y telecomunicaciones), el «TEM», y un nuevo proyecto el «TES», es decir

las «transferencias estado/sociedad». El gobernador daba inicio así a una nueva fase del programa en

la que el énfasis era transferir «hacia la sociedad civil» parte de los servicios que la gobernación esta-

1 0 4
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ba asumiendo como propios. El TES constituía una política de privatización, pero con un contenido

«social» o «compensatorio» particular. Sobre esto volveremos más adelante.

Paralelamente, la gobernación de Aragua liderizó un debate nacional en torno a los obstáculos «cen-

tralistas» al proceso de descentralización. Dos grandes temas surgieron en este debate: i. la necesidad

de ruptura de «la unidad del tesoro», lo que planteaba por primera vez el problema de la descentrali-

zación financiera; y ii. la necesidad de profundización de la descentralización administrativa a través

del fortalecimiento de la transferencia de los servicios sociales hacia los estados y su gradual elimi-

nación a nivel nacional. Ambas posiciones iban dirigidas a contrarrestar las tendencias contrarias al

proceso de descentralización que se hacían cada vez más evidentes en diferentes instancias del

gobierno central.

La siguiente cita es particularmente significativa de la versión del gobernador acerca de los obstácu-

los y dificultades que estaba empezando a mostrar el proceso de descentralización a nivel nacional:

Algunos organismos nacionales están utilizando interesadamente el discurso de la descentraliza-

ción para deshacerse de programas que les han disminuído los recursos. Quieren trasladarnos

problemas y no verdaderos poderes. (…) Nosotros no vamos a cargar con la burocracia de los orga-

nismos nacionales. Para 1992 disminuímos los aportes a algunos organismos nacionales porque

queremos la transferencia de los servicios sociales para mejorar su cobertura y calidad y no para

pagar nóminas creadas desde Caracas (discurso del gobernador Tablante en la presentación del

proyecto de presupuesto de 1992; Maracay, octubre de 1991).

El segundo período del gobernador Tablante (1993-1995)

Nuevamente, en noviembre de 1992, tuvo lugar un segundo intento de golpe de Estado. A diferencia

del anterior este golpe careció de un masivo apoyo popular. En este escenario político, sin embargo,

sólo un mes después, en diciembre de 1992, tuvieron lugar las segundas elecciones para gobernadores

y alcaldes. El gobernador Tablante resultó reelecto con un 62,7% de votos, apoyado nuevamente por

el MAS y una amplia coalición de partidos.

El segundo período de gobierno de Tablante en Aragua (1993-1995) se inició teniendo como marco la

crisis política ocasionada por la destitución del Presidente de la República y la designación de un Pre-

sidente interino por el Congreso. La coyuntura política, y el hecho de que el gobierno de transición

tuviera como prioridad el restablecimiento de la estabilidad del régimen democrático, fue aprove-

chada por el gobernador reelecto con el fin de acelerar el proceso de descentralización. En 1993, se

concretaron al fin las primeras transferencias de competencias concurrentes después de una larga es-
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pera. Esto permitió al gobernador el inicio del proceso de solicitud de transferencia de nuevas compe-

tencias y programas: deportes, prevención del uso indebido de las drogas, educación, los programas

de apoyo a la economía popular, los programas dirigidos a la juventud desocupada, los programas de

multihogares y de prevención del embarazo precoz. La gobernación anunció también formalmente su

«Plan de Solidaridad», en el que se resumían los principales lineamientos del «estado que se quiere»:

un gobierno basado en «el consenso político regional» con la participación de «la sociedad civil», en

el cual el gobierno del estado actuará prioritariamente como mecanismo «compensador» de las desi-

gualdades sociales, y, secundariamente, como «promotor» del crecimiento económico.

A finales de 1993 se realizaron también las elecciones presidenciales conjuntamente con las eleccio-

nes de Concejales y de diputados para las Asambleas Legislativas. El año 1994, al comienzo del

período de gobierno del presidente Caldera, el proceso de reforma fue sacudido por la peor crisis

bancaria en la historia del país. El nuevo gobierno, como señalamos anteriormente, tenía un cojunto

de prioridades muy diferentes a las del gobierno de transición. Los auxilios financieros al sistema

bancario recibieron la máxima atención del estado, y como consecuencia el Situado Constitucional a

las gobernaciones fue reducido, a fin de destinar recursos a «salvar al sistema bancario». Esto consti-

tuyó un notable revés para la gobernación de Aragua, cuyo presupuesto había sido estimado con base

en ingresos provenientes del situado constitucional que nunca pudieron llegarse a concretar14 y de

una sobreestimación de los ingresos generados por la gobernación que tampoco pudieron hacerse

efectivos ese año15. La necesidad de reformular el presupuesto evidenciaba, nuevamente, los límites

de que disponían las gobernaciones a fin de profundizar el proceso de descentralización.

En su discurso de juramentación, al asumir por segunda vez el gobierno de Aragua, Tablante había

enfatizado la necesidad de reformar integralmente al Estado venezolano a través del establecimiento

de los mecanismos financieros apropiados para ello: a nivel del gobierno central, la disminución de

los déficits presupuestarios del gobierno central; y, a nivel estadal, la diversificación de las fuentes de

ingreso de las gobernaciones y la privatización de las funciones que no podían ser asumidas eficien-

temente por los entes públicos estadales o municipales.

1 0 6

14 Una estimación de ingresos provenientes de: (i) aumentos en el precio de la gasolina, que ese año no se concretaron; (ii) la

estimación de un barril de petróleo a quince dólares, en contraste con precios reales inferiores a los doce dólares durante el año;

y (iii) la recaudación proveniente del Impuesto al Valor Agregado (IVA), que fue eliminado por el nuevo gobierno.

15 En concreto, el presupuesto sobreestimó la recaudación de los ingresos «regionales» con base en: la creación de la Lotería

de Aragua, la Ley de Minas y el Catastro regional, así como también la venta de algunos activos, que pudieron llevarse a cabo.
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La crisis bancaria evidenciaba nuevamente que una de las condiciones para el éxito de la descentrali-

zación administrativa era una efectiva descentralización financiera y que ésta, a su vez, dependía de

una profunda reforma tributaria nacional. Hasta tanto ello no se lograra, en el corto plazo, el incre-

mento de la capacidad de recaudación tributaria de la gobernación era una condición sine qua non

para la continuidad del proceso de descentralización.

La crisis financiera tuvo también un efecto inesperado a nivel de los estados. El año 1995 estuvo mar-

cado por el estallido de huelgas como consecuencia de los «pasivos laborales» que el gobierno cen-

tral había transferido a las gobernaciones regionales al transferir funciones administativas y nóminas.

A pesar de ello, en ese mismo año, último de su período, el gobernador solicitó la transferencia de dos

nuevos servicios: vivienda rural y mantenimiento de la infraestructura médica. Pero todavía el go-

bierno nacional, aún no había completado el trámite para la transferencia de los doce servicios ante-

riormente solicitados por la gobernación, por lo que el gobernador asumía que el trámite debía ser

continuado por la próxima administración.

La Ley Reguladora de Competencias Concurrentes en Materia Agraria y el Plan de Desa-

rrollo Agrícola

En julio de 1992, al final del primer período de gobierno de Tablante, la Asamblea Legislativa del

estado había aprobado una Ley Reguladora de las Competencias Concurrentes en Materia Agraria,

con el objetivo de que ella se convirtiera en el marco normativo para la transferencia de competencias

del MAC a la gobernación. La Ley planteaba la promoción y protección de la actividad agrícola del

estado, la conservación de los recursos naturales, la coordinación y fomento de la investigación, y la

coordinación de una policía rural. En 1994 la gobernación, con la participación de la COPRE-Aragua

y de la UEDA (oficina regional del MAC), solicitó al ejecutivo nacional la transferencia de las compe-

tencias agrícolas.

Conforme a las normas establecidas, la solicitud contiene un breve diagnóstico de la situación del

sector y define tanto los objetivos como las metas que debería cumplir la gobernación una vez trans-

feridas las competencias. En este caso, las transferencias solicitadas abarcaron un amplio espectro de

funciones: planificación, financiamiento, catastro, comercialización, extensión, sanidad agrícola, in-

vestigación y desarrollo técnico, desarrollo de la infraestructura, apoyo social; además de la moderni-

zación, racionalización y control de los entes públicos vinculados al sector.

En la Ley Reguladora se estipulaba también la formulación de un plan de ordenación y aprovecha-

miento de los suelos, así como el establecimiento de criterios para orientar los procesos productivos

1 0 7
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en el sector agrícola. En 1993 la Secretaría de Desarrollo Económico y Social de la Gobernación se

abocó al diseño de un Plan de Desarrollo Agrícola. La formulación del Plan nunca llegó a concretar-

se, aparentemente debido a la apatía de los diferentes agentes invitados por la gobernación a parti-

cipar en su formulación.

A fines de 1995, al concluir los dos períodos de la administración de Tablante como gobernador de

Aragua, aún no había tenido lugar la transferencia de ninguna de estas competencias, por lo que ni la

Ley Reguladora ni el Plan de DesarrolloAgrícola llegaron nunca a manifestarse en acciones concretas.

La reestructuración del MAC y la UEDA-Aragua

Las actividades de la UEDA-Aragua en los seis años que estamos analizando se centraron en la ejecu-

ción de proyectos de infraestructura: vialidad, mantenimiento de sistemas de riego, construcción y 

reparación de lagunas, y rectificación de ríos y quebradas. Muchos de estos programas fueron finan-

ciados por el componente de infraestructura del programa PITSA, en particular el proyecto de rehabi-

litación del sistema de riego Taguaiguay, y el mantenimiento de las vías de penetración rurales.

No obstante, la capacidad de la UEDA-Aragua para asumir el liderazgo del sector a nivel estadal fue

sumamente reducida. Esto se debe no únicamente a la escasa autonomía de la UEDA en relación a la

administración central del Ministerio, sino también a sus precarias e inestables relaciones con la go-

bernación del estado. De este modo, a pesar de las presiones desde Caracas para que la UEDA coordi-

nara sus funciones con las de la gobernación, ello no fue posible en el caso de Aragua. El mejor

ejemplo, era el Plan Agrícola del estado que sólo comprometía a la gobernación y no al MAC.

El primer año del gobernador Didalco Bolívar (1996)

En las elecciones de 1995 resultó electo gobernador para el período 1996-1999, el candidato de la coa-

lición MAS-COPEI, ROGE16, y otros seis partidos minoritarios, Didalco Bolívar, con un 84,9% de los

votos. Didalco Bolívar candidato de una coalición liderizada por el MAS y COPEI, con el apoyo de

ROGE y otros seis partidos minoritarios.

La nueva administración de Didalco Bolívar asumió una gobernación en la que la prestación de los

servicios ya transferidos (Atención al Menor,Atención al Anciano, Deportes, Nutrición, Prevención al

uso indebido de drogas, Educación y Salud), pero particularmente de los dos últimos, comprometían

casi todo el presupuesto regional. Ello sin contar que en el último año de la administración Tablante

se habían solicitado nuevas transferencias. Tomando en cuenta esta situación, el nuevo gobernador

1 0 8

16 Partido regional resultado de una división de Acción Democrática, liderizado por el Alcalde del municipio Zamora (Villa de

Cura), caso de estudio que analizaremos en el siguiente capítulo.
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decidió frenar, al menos temporalmente, el proceso de descentralización iniciado por su predecesor.

Y sus palabras en el discurso pronunciado a la Asamblea Legislativa del estado al presentar el pre-

supuesto de 1997, fueron:

Yo no voy a comprometerme con obras para las cuales no tengo recursos ni tampoco capacidad

tributaria para obtenerlos. (…) No se pueden abrir nuevos programas si no mejoramos los exis-

tentes. (…) Aragua, que ha descentralizado, que ha asumido el reto de gerenciar el servicio de salud,

ha sido castigada presupuestariamente por el gobierno central. Por el convenio de descentraliza-

ción, el gobierno nacional debería haberle asignado a nuestro estado Bs. 16.000 millones para 1997 y

sólo nos ha asignado unos Bs. 7.000 millones. Esto significa que tenemos un déficit de Bs. 9.000 mi-

llones. (Discurso del gobernador Didalco Bolívar en la presentación del proyecto de presupuesto

1997 a la Asamblea Legislativa; Maracay, septiembre de 1996).

En ese primer año de gobierno de Didalco Bolívar en Aragua, se hizo evidente un cambio substancial

tanto en los objetivos como en el lenguaje del discurso oficial de la gobernación, a pesar de ambos,

Tablante y Bolívar, eran militantes del mismo partido. En la asignación de los recursos públicos, la

prioridad era ahora «el crecimiento económico» y en segundo lugar la prestación de servicios asisten-

ciales a la población. El papel de la gobernación fue redefinido como «orientador» e «intermediador»

de las iniciativas de los agentes sociales, y no como ente «compensador» de los desequilibrios gene-

rados por los mecanismos del mercado, como había sido definido anteriormente. En el discurso se

observaba ahora un mayor uso de términos como «eficiencia en la gestión», «inversión productiva» y

«apertura económica»; que eran coincidentes con los cambios en el discurso ocasionados por el nue-

vo viraje en política macroeconómica del gobierno del presidente Caldera, a raíz de la aprobación de

la Agenda Venezuela.

Se continuó dando prioridad, sin embargo, a mejorar y reforzar la capacidad de recaudación de recur-

sos de la gobernación, con la finalidad de atender los servicios ya transferidos. A diferencia de la ges-

tión anterior, sin embargo, no se planteaba ya la transferencia de nuevos servicios y competencias,

sino el fortalecimiento de los ya transferidos a través de la obtención de más recursos financieros del

gobierno nacional por la vía de los mecanismos como el FIDES.

El Plan de Desarrollo Agrícola de la Asamblea Legislativa

La primera prioridad del gobernador Bolívar era el crecimiento industrial con base en las ventajas

comparativas del estado en los mercados mundiales. Sus palabras:

Aragua tiene que recuperar su espacio económico como una región de neta vocación industrial y

1 0 9
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empresarial. Mirar más allá de las fronteras regionales y nacionales (...) Elaborar el perfil competi-

tivo de nuestra industria para saber qué tenemos, y hacia dónde vamos como estado industrial.

(Discurso del gobernador Didalco Bolívar en la presentación del proyecto de presupuesto 1997 a la

Asamblea Legislativa; Maracay, septiembre de 1996).

Era significativo en la nueva orientación que el gobernador sólo hubiera hecho mención explícita del

cacao como un cultivo del estado que tenía ventajas comparativas manifiestas:

Vamos con todas nuestras fuerzas al rescate del cacao de la costa aragüeña. Aportando tecnología,

recursos y asesoría a nuestros agricultores para rescatar un producto que fue el orgullo deVenezuela

en los mercados mundiales. (Discurso del gobernador Didalco Bolívar en la presentación del pro-

yecto de presupuesto 1997 a la Asamblea Legislativa; Maracay, septiembre de 1996).

Una entrevista realizada por el equipo de investigación a un funcionario de la UEDA señala la percep-

ción que el ministerio tenía del cambio de prioridades de la gobernación:

Cuando vino (el gobernador) Didalco Bolívar se tomó un criterio diferente de descentralización, a

raíz de la experiencia de la salud con respecto a los pasivos. La gobernación sólo está interesada en

la transferencia de servicios agrícolas en rubros con potencial exportador, y únicamente en las fun-

ciones de comercialización. (Entrevista, funcionario de la UEDA-Aragua 1996).

En 1996, esta vez por iniciativa de la Asamblea Legislativa del estado, se llevó a cabo un segundo in-

tento de reactivar el proceso de transferencias del sector agrícola. A fin de ejercer mayor presión

sobre el gobierno nacional se creó un Consejo Agroalimentario en el que estarían representados no

sólo los agricultores sino también los agentes económicos que forman parte del circuito agroalimen-

tario (industriales, comerciantes, y empresas de servicio).

La creación del Consejo significó un importante cambio de enfoque en relación al sector. Ya no se

trataba sólo de la ordenación del territorio, enfoque privilegiado en la Ley Reguladora, sino de la

coordinación de las acciones de las diferentes agencias del estado vinculadas a las cadenas agroali-

mentarias: en particular, el financiamiento a través de un Fondo de Crédito Agrario (FONCREA), la

asistencia técnica a través del Servicio Descentralizado de Transferencia de Tecnología (SDTT), la

educación y capacitación agrícola a través de las Agencias de Atención al Campesino (ADAC) y el

Programa de Extensión CIARA-BM.

A la UEDA-Aragua le interesaba que la gobernación asumiera la iniciativa del Plan de Desarrollo

Agrícola del estado, ya que sus funcionarios estaban plenamente conscientes de que ésta tenía mayor

capacidad para ejecutar políticas de desarrollo agrícola a nivel regional, pero no de que actuara al
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margen de los lineamientos nacionales de política. Mientras tanto la UEDA continuaba desempeñan-

do las tareas que habitualmente lleva en el estado, lo cual generaba una evidente duplicidad de fun-

ciones con las agencias creadas por la gobernación.

El Fondo de Crédito Agropecuario (FONCREA)

Con posterioridad a 1994, la profundización de la crisis financiera en el país, las reestructuradas

instituciones del sistema de crédito agrícola se encontraron en una aguda crisis presupuestaria a nivel

nacional. En un contexto inflacionario con tasas de dos dígitos o más, la cartera crediticia del ICAP,

instituto de crédito para los pequeños productores, cuya ley orgánica prohibe prestar a tasas superio-

res a 3%, prácticamente desapareció. En tal escenario, algunas gobernaciones asumieron directamen-

te la función crediticia para los agricultores mediante la creación de Fondos Regionales.

La Ley Reguladora de Competencias Concurrentes en Materia Agraria del estado Aragua, de 1992,

dispuso también la creación de un Fondo de Crédito Agrario: FONCREA. Pero no fue sino hasta mayo

de 1995, durante el segundo período de gobierno de Tablante, que se redactó el reglamento para su

funcionamiento, y en junio de 1996, ya en plena administración de Didalco Bolívar, que se comenza-

ron a otorgar los primeros créditos.

FONCREA cuenta con personalidad jurídica y patrimonio propio, adscrito a la Gobernación. Sus ob-

jetivos son:

* Otorgar créditos a los productores agrarios y a los campesinos residentes en el estado Aragua para

financiar las actividades agrarias, enmarcadas en las políticas de desarrollo estadal.

* Vigilar la consecuente aplicación de los recursos otorgados en créditos, mediante el seguimiento

que se realice a través de los organismos seleccionados a tal efecto o por las instancias internas del

Fondo.

* Asesorar al ejecutivo estadal en la planificación de programas de inversiones de recursos presu-

puestarios destinados a las actividades agrarias.

* Colaborar con una concepción crediticia nueva y viable a dar respuesta a los pequeños y medianos

productores del campo.

* Ser agente activo en el proceso de descentralización y desconcentración de las instituciones agrí-

colas del estado.

* Constituirse en instrumento de respaldo a otros programas, en especial aquellos destinados a resol-

ver el problema alimenticio de la población (centro de abastecimiento, comedor, etc.).

El Directorio de FONCREA está integrado por un presidente, designado por el Gobernador; un direc-
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tor designado por el Secretario de Desarrollo Económico y Social y su respectivo suplente; un direc-

tor designado por la oficina regional del Instituto de Crédito Agrícola y Pecuario (ICAP); un director

en representación de los gremios de agrotécnicos del Estado y un director en representación de los

productores agropecuarios y/o pesqueros, éste último también designado por el gobernador.

El Programa de Extensión Agrícola (CIARA-BM)

Dos de los municipios del estado Aragua fueron seleccionados en 1995 como experiencias piloto para

la ejecución del Programa. Son: Zamora (capital Villa de Cura), en la zona de producción hortícola y

cerealera central del estado, y Mario Briceño Iragorri (capital El Limón), en la zona costera produc-

tora de cacao. En Zamora, la ejecución del Programa de Extensión la lleva a cabo Fusagri. En Mario

Briceño la ejecución del programa fue confiada a la oficina rental de la Facultad de Agronomía de la

UCV. En el próximo capítulo, referido al proceso de fortalecimiento de los gobiernos municipales,

analizaremos la ejecución del programa en el municipio Zamora.

E L P R O C E S O D E D E S C E N T R A L I Z A C I Ó N E N E L E S TA D O M É R I D A

La creación de la COPRE-Mérida

En 1990 el recién electo gobernador del estado, J. Rondón Nucete, dio inicio al proceso de descentra-

lización con la creación de la COPRE-Mérida. Su primer y único coordinador fue el Dr. Marco Avilio

Trejo, ya que sólo duró un año en funcionamiento, aparentemente por diferencias de criterio con el

gobernador del estado. No obstante, a pesar de su corta duración, en el balance de la COPRE-Mérida

destaca la elaboración de los proyectos de seis leyes que fueron sometidos a consideración de la

Asamblea Legislativa:

a. La Reforma de la Constitución del estado

b. La Ley Orgánica de la Administración

c. La Ley de Contraloría

d. La Reforma a la Ley de División Político-Territorial del estado

e. La Ley del Instituto de Previsión y Asistencia Social del Magisterio en el estado

f. El Código de Policía del estado

En relación con el sector agrícola, únicamente el «Proyecto de Reforma de la Constitución del Esta-

do» y el «Proyecto de Ley Orgánica de la Administración» tienen algunos aspectos que sería nece-

sario consultar a fin de establecer su coherencia con los procesos de transferencia de competencias

en el sector agrícola.
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La Ley creaba una Dirección de Desarrollo Rural cuyas atribuciones se orientaban hacia la coordina-

ción y ejecución de los planes de equipamiento físico, la apertura y mantenimiento de vías de comu-

nicación, colaboración con los entes públicos o privados en el fomento y el desarrollo y protección de

la producción agrícola, ganadera y pesquera. Sin embargo, el proyecto no fue aprobado por la Asam-

blea Legislativa, por lo que esta primera iniciativa no llegó a concretarse.

El Instituto de Desarrollo Agropecuario (IDA), posteriormente ICAAP

El 14 de enero de 1993 la gobernación decretó la Ley de creación del Instituto para el Desarrollo

Agropecuario del estado Mérida (IDA). El IDA contaba con personalidad jurídica y patrimonio propio

adscrito a la gobernación; se trataba del equivalente, en el estado Mérida, de los Fondos Regionales

Agrícolas creados en otros estados.

Los objetivos del IDA eran:

a. Suministrar crédito a los agricultores

b. Suministrarles asistencia técnica

c. Contribuir a crear la infraestructura necesaria para el desarrollo agropecuario

d. Promover las investigaciones científicas y tecnológicas necesarias para el desarrollo del sector

e. Formar técnicos para la producción agropecuaria

f. Contribuir a mejorar la calidad de vida del hombre del campo

El Directorio del IDA estaría integrado por dos representantes de los pequeños agricultores, un repre-

sentante de los medianos productores, uno por los profesionales del agro, uno por la Asamblea Legis-

lativa, uno por el Ejecutivo regional y dos de libre nombramiento y remoción por el gobernador del

estado. El 7 de febrero de 1995 el Dr. Francisco de Jhon, presidente del IDA, declaró al diario «Fron-

tera» que hasta la fecha se habían entregado créditos supervisados por más de doscientos millones de

bolívares a los agricultores, lo cual había contribuido al incremento de la producción en el estado. Y,

señaló que el IDA constituía el primer organismo descentralizado del sector agropecuario en el país

en lo que se refería a asistencia técnica y financiamiento. Es importante destacar, sin embargo, que el

IDA no contempló ninguna transferencia de competencias desde los organismos de la administración

pública central a los regionales. Desde este punto de vista, el instituto constituía una duplicación de

funciones, ya que se le asignaron atribuciones que son competencia exclusiva de los organismos cen-

trales del sector. A principios de 1997 el nuevo gobernador del estado, William Dávila, substituyo el

IDA por otro ente, con funciones similares pero con diferente nombre: Instituto para la Cooperación

a la Acción Agropecuaria ICAAP.
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La reforma del MAC en el estado: la UEDA-Mérida

Según los lineamientos del actual proceso de desconcentración del MAC, la UEDA-Mérida contaría

con sólo dos grandes Divisiones:

i. División de Operaciones y Asuntos Agropecuarios

ii. División de Planificación y Control de Gestión

Junto a estas dos Divisiones se proponía crear una Oficina de Servicios Administrativos y de Audito-

ría, cuya función sería eminentemente fiscalizadora.

El proyecto de reforma se propuso concentrar las actividades de la UEDA-Mérida en seis líneas

estratégicas:

* Gabinete Agrícola. Su objetivo es ampliar el marco de relaciones interinstitucionales del sector pú-

blico agrícola en el estado. Estos gabinetes serían de dos tipos: a. institucional, dirigido por el Director

del Ministerio con presencia de un representante de las instituciones agrícolas y b. un gabinete institu-

cional ampliado, dirigido por el gobernador. La idea es que los gabinetes agrícolas se reúnan todos los

meses. El gabinete ampliado tiene como agenda de trabajo: i. la formulación de un plan de desarrollo

agrícola y ii. establecer un marco de definiciones para el proceso de descentralización en el sector.

* Plan de Desarrollo Agrícola Estadal. El Plan tendría una duración de tres años. Debería ser cohe-

rente con el Plan general de la gobernación y, a nivel nacional, la Agenda Venezuela. El MAC sería el

organismo planificador del sector en el estado.

* Comisión para la Descentralización del Sector Agrícola en el estado Mérida. Esta Comisión está

conformada por un representante de la gobernación, un representante de la Asociación de Alcaldes,

un representante de la Asamblea Legislativa, y un representante del MAC-UEDA Mérida. En la actua-

lidad la Comisión elabora un «instructivo para la descentralización». Se proponen como áreas priori-

tarias: i. Comunicación y Divulgación; ii. Inventario de Bienes Muebles e Inmuebles; iii. Personal y

Pasivos Laborales; iv. Recursos Económicos a transferir; v. Propuestas Sectoriales: financiamiento;

reforma agraria; investigación, capacitación y asistencia técnica; planificación; infraestructura y rie-

go; producción; mercadeo y comercialización; control sanitario; catastro rural.

* Mecanismos de apoyo a la producción. Tienen que ver con las siguientes áreas: investigación, ex-

tensión, financiamiento, infraestructura, comercialización y sanidad agropecuaria. El Ministerio se

involucraría en la coordinación y cogestión de estas áreas.

* Fortalecimiento de los recursos humanos. A través de la capacitación del personal técnico del

MAC en el estado, y de los productores a través de cursos internacionales, nacionales y regionales.
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Además de: política de ascensos, sueldos, y compromiso personal del personal con la institución. En

materia de personal se realizó un informe confidencial donde se establece cuál es el máximo de

personas que deberían permanecer en la nueva estructura, identificando los cargos que existen y que

deberían seguir existiendo en cantidad y calidad. El RAP de la OCP tendría que actualizarse conforme

a esto. La nómina reducida garantizaría una adecuada remuneración con base en una política de

ascenso y de capacitación.

El Programa de Extensión Agrícola (CIARA-BM)

En 1996 se concretó la firma del convenio de integración de la gobernación del estado con el Progra-

ma del CIARA-BM. A partir de éste, cuatro municipios agrícolas se incorporarían al programa:

Pueblo Llano, Alberto Adriani, Andrés Bello y Rivas Dávila. Pueblo Llano es uno de los casos de es-

tudio, al que nos referiremos en el próximo capítulo, pero cuando se llevó a cabo el proyecto de inves-

tigación en la zona aún no se había establecido el Programa.

Es importante destacar aquí también que, como resultado de la existencia del Programa de Extensión

CIARA-BM, varias Alcaldías han comenzado a crear Direcciones Municipales de Desarrollo Agrícola.

Estas direcciones no constituyen el resultado directo del proceso de descentralización del sector «desde

arriba» (es decir, desde el MAC o de la gobernación), sino que constituyen iniciativas de las alcaldías.

Su creación no ha estado vinculada, por lo tanto, a una efectiva transferencia de funciones y recursos

desde los entes nacionales o regionales. En gran medida, la creación de estas oficinas pareciera estar

vinculada únicamente al objetivo de los alcaldes de que su municipio sea seleccionado para la eje-

cución del Programa de Extensión CIARA-BM, lo cual les permitiría acceder a algunos de sus recursos.

E L P R O C E S O D E D E S C E N T R A L I Z A C I Ó N E N E L E S TA D O S U C R E

El período 1990-1992: la gobernación de Eduardo Morales Gil17

En 1989 tuvieron lugar las primeras elecciones directas de gobernadores y alcaldes. En el estado

Sucre fue electo Eduardo Morales Gil, candidato de Acción Democrática, al lograr una amplia mayo-

ría con un 55,47% de los votos. La elección del nuevo gobernador generó una gran expectativa en la

población ya que, para el primer año de gobierno, disponía del presupuesto más alto recibido por la

gobernación hasta el momento: unos tres mil setecientos millones de bolívares. Uno de los primeros

aciertos de la gobernación consistió en nombrar un conjunto de comisiones asesoras a fin de

1 1 5

17 En esta sección haremos uso extensivo del texto inédito de Dalmiro Durán titulado «Reforma del Estado: Descentralización

y Marco Sociopolítico Estadal (Estado Sucre 1990-1992)», presentado como Trabajo de Ascenso para optar a la categoría de

Profesor Titular en la Universidad de Oriente, en junio de 1992.



L
a

 R
e

fo
r

m
a

 d
e

l 
E

s
ta

d
o

 e
n

 V
e

n
e

z
u

e
la

.
E

l 
s

e
c

to
r

 p
ú

b
li

c
o

 a
g

r
íc

o
la

 y
 e

l 
p

ro
c

e
s

o
 d

e
 d

e
s

c
e

n
tr

a
li

z
a

c
ió

n
 

«garantizar la eficiencia del gobierno regional» (Morales Gil 1990, citado por Durán, 1992:128). Una

de estas comisiones era la de reforma administrativa, que supuestamente daría inicio al proceso de

descentralización en el estado.

En abril de 1990 se creó por decreto No. 0224 un Comité de Planificación y Coordinación del estado

Sucre. Poco tiempo después se instalaron los Comités Sectoriales de Planificación contemplados en

el decreto. No obstante, como señalara Durán:

Las reuniones (de los Comités) se hicieron con la presencia casi exclusiva de los representantes de

las instituciones públicas nacionales con asiento a nivel estadal. No hubo participación de institu-

ciones regionales o locales ni menos aún de la sociedad civil. No participaron ni siquiera los

partidos principales, los gremios profesionales, los sindicatos. (…) Cuando, en realidad, el espíritu

de la creación de los Comités de Planificación Estadal era justamente acentuar la toma de decisio-

nes a nivel local y con pluralidad de participación socio-política. (Durán, 1992:130).

En tal escenario el «Plan de Desarrollo del Estado 1990-1993» fue el resultado de las reuniones «a

puerta cerrada» del Comité de Planificación y Coordinación, y no incluyó como área prioritaria la

reforma del Estado, a pesar de constituir uno de los componentes principales de «El Gran Viraje»

auspiciado por el presidente Carlos Andrés Pérez, en conformidad con los lineamientos del FMI y el

Banco Mundial.

De hecho, la única transferencia de competencias que se llevó a cabo en Sucre durante la administra-

ción del gobernador Morales Gil fue la de los puertos marítimos. La transferencia ocurrió como con-

secuencia de la decisión de la Comisión de Administración y Servicios del Senado de la República de

liquidar el Instituto Nacional de Puertos (cfr. Mascareño, 1996:95). Según el profesor Durán:

Esta fue una decisión casi impuesta y obligada. Sucre fue el último estado del país en que la admi-

nistración de los puertos pasaba a manos del ejecutivo estadal. Dicho acto se concretó (…) en vista

de la inminente aprobación por parte del Congreso Nacional de la Ley de Liquidación del Instituto

Nacional de Puertos. (Durán, 1992:138).

El período 1993-1995: la primera gobernación de Ramón Martínez

En 1993 fue electo gobernador el candidato de una alianza de partidos liderizados por el MAS: el Dr.

Ramón Martínez. Por primera vez en 35 años el estado sería dirigido por un gobernador no vinculado

al partido Acción Democrática. No obstante, en trece de los quince municipios, incluyendo la capital

Cumaná, fueron electos alcaldes vinculados a ese partido. Por otra parte, en los municipios Montes

(capital Güiria) y Valdés (capital Cumanacoa) las alcaldías pasaron al control de COPEI.
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El triunfo del candidato masista por un escaso margen de votos (36,81% vs. 36,65%) planteó una grave

situación de violencia. Bandas armadas recorrían a Cumaná, la capital, e impedían la ocupación de

las oficinas públicas por parte de los funcionarios designados por el gobernador para dirigirlas. Ante

la situación de ingobernabilidad en que cayó el estado, la Corte Suprema de Justicia se vio obligada a

convocar a unas nuevas elecciones para el 30 de mayo de 1993. Esta vez los resultados favorecieron

incuestionablemente al Dr. Martínez con un 61,1% de los votos.

El conflicto, sin embargo, se trasladó de la capital a las alcaldías, controladas mayoritariamente por

Acción Democrática, en sus relaciones con la gobernación. La decisión de la gobernación fue crear

en cada municipio una Oficina de Atención al Ciudadano (OAC), con el pretexto de poder coordinar

los programas y acciones sociales de la gobernación en cada localidad. De hecho, la duplicidad de

funciones entre las OACs y las Alcaldías, formaba parte de la lucha entre ambos grupos políticos.

Estos objetivos fueron abiertamente mencionados por el prefecto del municipio Cajigal, funcionario

nombrado por la gobernación:

Las OAC fueron creadas por una razón bien sencilla. Las alcaldías eran políticamente enemigas del

gobierno regional. Sabíamos que ningún programa nuestro iba a ser impulsado por una alcaldía.

Había que buscar un mecanismo. En principio se pensó en los prefectos, representantes oficiales de

los gobernadores a nivel local, pero después se juzgó conveniente crear estas organizaciones más

acordes con los objetivos buscados. (Entrevista Jesús Farías, prefecto del municipio Cajigal, 1995).

Por su parte, el alcalde del mismo municipio se refirió al conflicto en estos términos:

El gobernador ya lo dijo: «No vamos a gobernar ni con alcaldías ni con parroquias». ¿Qué quiere

decir? Un choque frontal. (Entrevista Carlos A. Rodríguez, alcalde del municipio Cajigal, 1995).

El período 1996: la segunda gobernación de Ramón Martínez

En las elecciones de diciembre de 1995 el gobernador Ramón Martínez resultó electo con un 58,4%

de los votos. Contó para su reelección con el apoyo del MAS, COPEI, Convergencia y otras corrientes

políticas del estado. Mientras que en las elecciones municipales una alianza entre el MAS y COPEI lo-

graba superar electoralmente a Acción Democrática en cuatro municipios: Bermúdez, Sucre, Bolívar

y Cruz Salmerón Acosta, y otra liderizada por el MEP asumió el control de la alcaldía del municipio

Ribero. Una nueva correlación de fuerzas políticas había surgido.

Y en aquel nuevo escenario político la estrategia de la gobernación frente a las Alcaldías cambió

completamente. Surgían ahora múltiples iniciativas por parte de la gobernación para la cofinancia-

ción de obras de desarrollo municipal. Ésta es la versión de un funcionario del estado entrevistado
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por el equipo de investigación:

La idea es que nosotros hagamos convenios gobernación-alcaldías. Si el municipio tiene un millón,

la gobernación pone otro millón. Cofinanciado con el ICAP esos dos millones se convierten en cua-

tro. Y este monto cofinanciado con el Fondo de Crédito Agropecuario (FCA) puede convertirse en

ocho millones. (IVIC, 1995: entrevista al coordinador del CEDA).

La creación de la COPRE-Sucre

En febrero de 1991 se instaló en Caracas el I Foro de Gobernadores para discutir la Ley Orgánica de

Descentralización. En ese Foro se insistió en la necesidad de continuar creando las COPRE estadales

como un medio importante para hacer avanzar el programa. Estas instituciones, conjuntamente con la

COPRE central y con la Comisión de Desarrollo Regional del Congreso de la República, generarían

los lineamientos estratégicos para garantizar la profundización del proceso de reforma en cada estado.

Durante la administración del gobernador Ramón Martínez, el 22 de julio de 1993, se creó la COPRE-

Sucre. La COPRE-Sucre estableció una agenda de trabajo que dio prioridad a las siguientes acti-

vidades:

1. La formulación de leyes para ser presentadas a la Asamblea Legislativa del estado con la finalidad

de regular la transferencia de las competencias exclusivas contenidas en el artículo 11 de la LOD (sali-

nas, papel sellado, minería no metálica, aeropuertos públicos de uso comercial, vialidad, y puertos).

2. La elaboración de convenios inter-gubernamentales para la transferencia de las competencias con-

currentes en materia de educación, vivienda, deporte, atención al menor y atención al anciano. Adi-

cionalmente se elaboró una encomienda para la administración de las cárceles, con base en el

reglamento 8 de la Ley.

3. La formulación de proyectos de inversión a fin de solicitar financiamiento al FIDES para su

ejecución.

El Consejo Estadal de Desarrollo Agropecuario

En noviembre de 1993, en conformidad con el artículo 4 de la LOD, el gobierno regional creó por

decreto dos agencias vinculadas al desarrollo agrícola del estado: el Consejo Estadal para el Desarro-

llo Agropecuario (CEDA) y la Oficina de Desarrollo Agropecuario (ODAS). Al CEDA se le asignó la

responsabilidad de elaborar un Plan Integral de Desarrollo Agropecuario. Por su parte, la ODAS

tendría como objetivos promover la autogestión y la participación comunitaria en la planificación de

la producción agropecuaria, así como también la comercialización y el procesamiento agroindustrial.

El CEDA constituye una agencia de coordinación que integra tanto al gabinete agrícola como una ofi-
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cina técnica de planificación. Como tal busca integrar en el estado las actividades de agencias centra-

les no sólo del sector público agrícola (el MAC, IAN, FONAIAP, ICAP, FONCACAO, FONCAFE) sino

también de otras instancias gubernamentales (por ejemplo, FUNDACITE-Sucre, brazo regional del

Consejo Nacional de Investigaciones Científicas y Tecnológicas: CONICIT). El CEDA asumió tam-

bién la coordinación del proyecto Paria del FIDA, al que nos referiremos con más detalle.

Una de las primeras prioridades del CEDA fue la recuperación de los rendimientos en la producción

de cacao y café, cultivos de exportación tradicionales en el estado y que durante todo el período de

crecimiento «hacia adentro» habían experimentado una profunda crisis. De hecho, según entrevista

al Sr. Bernardo Jiménez, director del CEDA, el gobierno regional asumió las competencias del Fondo

Nacional del Cacao (FONCACAO) y del Fondo Nacional del Café (FONCAFE) en el estado. Por lo

que, a través del CEDA, se iniciaron conversaciones con los directores de ambos fondos a fin de que

fueran transferidas formalmente sus competencias y activos.

Otros programas están dirigidos al fomento de la producción y el procesamiento industrial de rubros

en los cuales el estado cuenta con ventajas comparativas. Ejemplo de ello: el proyecto de instalación

de una planta extractora de aceite de coco en la península de Paria, el proyecto para el aprovecha-

miento agroindustrial de la yuca (por ejemplo, producción de casabe) y sus derivados de la yuca

(entre otros, producción de forraje y de almidón para la fabricación de dulces).

En Sucre, como en otros estados, ha sido significativa la creación de nuevas instituciones públicas

por las alcaldías, muchas de las cuales tienen funciones vinculadas al sector agrícola, aunque para su

creación no medió ninguna transferencia de funciones desde el gobierno central o regional hacia los

municipios. Es interesante al respecto el punto de vista del coordinador del CEDA sobre sus rela-

ciones con estas instituciones locales, en particular si tenemos en cuenta la situación conflictiva que

tuvo lugar al inicio durante el primer período de gobierno del actual gobernador del estado:

En este momento estamos en un proceso en el que tenemos nuevos alcaldes y estaríamos retomando

la labor inicial. Pienso que en estos momentos los alcaldes tienen mayores intenciones de participar

en algunos planes y programas que el gobierno ha venido realizando. Algunas alcaldías han creado

agencias agrícolas que no existían. Por ejemplo, las alcaldías de los municipios Benítez, Libertador

y otras en la península de Paria han creado sus respectivos Fondos de Crédito Agrícola Municipal

(FOCAM), como respuesta a la desaparición de facto del ICAP en la zona. Mientras que las alcaldías

de los municipios Montes y Rivero han creado Oficinas de Desarrollo Agrícola con el objetivo de

participar en el programa de extensión del CIARA-BM. (Entrevista al coordinador del CEDA 1995).
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El Fondo de Desarrollo Agrícola

En 1996 la Asamblea Legislativa del estado, por iniciativa de la gobernación, discutió y aprobó la

creación de un Fondo de Desarrollo Agrícola. El Fondo dispondría de aproximadamente unos 2.000

millones de bolívares en 1997, lo que equivale a un 4% del situado constitucional del estado. El

objetivo es que la gobernación formule programas o proyectos de desarrollo complementarios a los

que ya ejecutan en el estado el programa de extensión CIARA-BM y el proyecto Paria del FIDA.

La reforma del MAC en el estado: la UEDA-Sucre

La creación de oficinas municipales de desarrollo agrícola a instancias de la gobernación o de las

alcaldías, sin participación del MAC, es otra característica del proceso de reforma del estado en Sucre.

En general, las funciones de estas nuevas agencias no están coordinadas con las políticas y acciones

que ejecuta la UEDA-Sucre. Según su director, porque:

(…) la gobernación es la que tiene los recursos. Aquí el MAC no tiene recursos para proyectos. La

nómina de la UEDA-Sucre, entre empleados y obreros es de 356 en 14 oficinas en todo el estado. Sus

funciones son en general de supervisión. Pero no hay vehículos y los viáticos no llegan a tiempo, lo

que ha conducido a una gran desmotivación del personal. (IVIC, noviembre de 1996: entrevista al

coordinador de la UEDA-Sucre).

Y refiriéndose a la nueva propuesta de reducción de personal y municipalización, el mismo funcio-

nario señaló:

Los que acepten la propuesta del Ministerio pasarían a las oficinas municipales. Nosotros en la

UEDA quedaríamos sólo como un ente coordinador. Yo estimo que con unos 50 funcionarios pudiéra-

mos asumir la coordinación y evaluación de los programas y políticas agrícolas. (ibid.).

El Programa de Extensión Agrícola (CIARA-BM)

El programa de extensión CIARA-BM está aún en proceso de negociación en el estado. Son tres los

municipios que entrarían primero al programa: Montes, Ribero y Benítez. Según el coordinador del

CEDA:

En estos tres municipios ya logramos la firma de convenios. La gobernación destinó una partida

para esto, las alcaldías también. En estos tres municipios también empezaría a funcionar el progra-

ma FIDA. La idea es que en los municipios donde funcionen ambos programas, actúen coordinada-

mente. (IVIC, noviembre de 1996: entrevista al coordinador del CEDA).
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El Proyecto FIDA-Sucre

Acorde con su vocación al servicio de los pequeños productores rurales «pobres», el Fondo Interna-

cional para el Desarrollo Agrícola (FIDA) de Naciones Unidas ha llevado a cabo dos proyectos de

desarrollo enVenezuela: el Proyecto de Apoyo a Pequeños Productores y Pescadores Artesanales en el

estado Sucre (FIDA-SUCRE) y el Proyecto de Apoyo a Pequeños Productores y Pescadores Artesa-

nales de los estados Lara y Falcón (PROSALAFA).

En 1989 dio inicio el proyecto MAC-FIDA en la península de Paria: un programa de desarrollo rural

focalizado hacia los pequeños productores. Sus principales componentes son: extensión, crédito para

la producción de cacao, fomento de la producción de rubros de autoconsumo alimentario, promoción

de organizaciones locales y vialidad. El proyecto, al menos en los primeros años de funcionamiento,

adoleció de serias fallas técnicas y administrativas. Según un informe elaborado por una misión de

evaluación enviada por el FIDA a Venezuela en 1996:

Las principales lecciones que se derivan de la experiencia de los proyectos del FIDA en Venezuela

son las siguientes:

* Los objetivos, el grupo meta, y la metodología de trabajo de la institución ejecutora de un proyecto

FIDA deben ser los mismos o muy semejantes a los del FIDA. De lo contrario se corre el riesgo de que

los propósitos del proyecto se desvirtúen, y que las necesidades del proyecto no reciban la debida

consideración.

* No ha resultado funcional en Venezuela, ni la incorporación de personal al proyecto a través de

«comisión de servicios», ni la contratación de organismos de gobierno para realizar las obras previs-

tas. Por su parte, el mantenimiento de un plantel de personal a tiempo completo bajo la nómina del

proyecto implica riesgos, en el sentido de que cortes presupuestarios producidos por situaciones de

coyuntura (y, por consiguiente, no anticipables en la etapa de diseño) pueden erosionar los recursos

del proyecto. (FIDA 1996).

Es evidente que el haber entregado el proyecto al MAC para su administración y ejecución constituyó

uno de los principales errores cometidos por el FIDA en ambos proyectos en Venezuela.

No obstante, en 1996 el proyecto se reestructuró completamente. Según el coordinador de la UEDA-

Sucre:

El proyecto MAC-FIDA se ha reestructurado. Se nombró a un nuevo director y a inicios de mayo de

1996 se anunciaron en acto público los nuevas metas del proyecto para 1996-1998. Se espera que el

programa funcione ahora a cabalidad. Si esto ocurriera, existe la intención de extenderlo a los mu-

1 2 1



L
a

 R
e

fo
r

m
a

 d
e

l 
E

s
ta

d
o

 e
n

 V
e

n
e

z
u

e
la

.
E

l 
s

e
c

to
r

 p
ú

b
li

c
o

 a
g

r
íc

o
la

 y
 e

l 
p

ro
c

e
s

o
 d

e
 d

e
s

c
e

n
tr

a
li

z
a

c
ió

n
 

nicipios Ribero y Andrés Eloy Blanco, en la zona occidental del estado. (IVIC, noviembre de 1996:

entrevista al nuevo coordinador del programa).

Existe actualmente una estrecha colaboración entre la gobernación, a través del CEDA, y el proyecto.

Según el coordinador del CEDA:

Según este plan, el programa FIDA asumiría el desarrollo rural en los municipios de la península de

Paria, y la gobernación el resto. (IVIC, noviembre de 1996: entrevista al coordinador del CEDA).

Según el director de la UEDA-Sucre, estos programas ya han comenzado a dar resultados positivos en

el estado:

Todos los municipios de la península de Paria tienen sus oficinas de desarrollo agrícola. Esto no

existía antes. Ninguna alcaldía tenía una oficina municipal para el desarrollo del sector. Lo intere-

sante es que estas oficinas están arrancando con los propios recursos de las alcaldías. La idea es que

al arrancar los programas regionales contarán con otros recursos para su funcionamiento. (IVIC,

noviembre de 1996: entrevista director UEDA-Sucre).

El acceso a los fondos del FIDES

Según el presidente de la COPRE-Sucre, el acceso a los fondos del FIDES en el estado ha sido suma-

mente limitado debido a la falta de capacidad de los funcionarios de la gobernación y de las alcaldías

para la formulación de proyectos de inversión. En su opinión:

(…)el estado tenía a su disposición casi mil doscientos millones de bolívares y los municipios tenían

una cuota de aproximadamente 500 millones de bolívares. De estos millones, los municipios no pi-

dieron ni medio y el estado apenas produjo dos proyectos. Porque no había quién hiciera los proyec-

tos. (IVIC, noviembre de 1996: entrevista a José A. Bottini Marín, presidente de la COPRE-Sucre).

Entre 1995 y 1996 se presentaron varios proyectos al FIDES. Destacan los proyectos de infraestructura

(por ejemplo, ambulatorios y muelles) y los referidos a estudios (por ejemplo, inversiones en aero-

puertos, los pasivos laborales de los maestros). En lo que respecta al sector agrícola, también en octu-

bre de 1996, se firmaron convenios entre la gobernación, el FIDES y cinco municipios, particularmen-

te para inversiones en vialidad rural.
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I N T R O D U C C I Ó N

La Constitución de 1961 confirió autonomía a los municipios y les atribuyó una serie de competen-

cias exclusivas. Entre ellas destacan: el ordenamiento urbano, la prestación de los servicios de trans-

porte público, la ordenación del tránsito de vehículos, el abastecimiento de los productos de primera

necesidad, la protección del ambiente, el aseo urbano y domiciliario, la supervisión de los espectá-

culos públicos, la promoción de actividades culturales y deportivas y la protección civil. Al igual que

las gobernaciones estadales, durante todo el proceso de centralización que precedió a la descentrali-

zación administrativa, fiscal y política inciada en 1989, los municipios gradualmente fueron perdien-

do sus atribuciones frente a la concentración de poder del gobierno central (cfr. Mascareño, 1996).

En su opinión, los concejos municipales, eran la única instancia real de poder de los municipios con

anterioridad a las reformas:

Los concejos municipales fueron especializando sus funciones en materias estrictamente urbanas y,

dentro de ellas, las relacionadas con servicios tales como el aseo, el ordenamiento del transporte, el

catastro y la permisología para la construcción. A su vez los concejos fueron despojados por el

poder central del gobierno de viejas atribuciones como los servicios de agua, electricidad, salud o

educación… Tanto el gobernador como los presidentes de concejos municipales eran agentes polí-

ticos activos de los partidos. (Mascareño, 1996:29).

En 1989 el Congreso aprobó una reforma a la Ley Orgánica del Régimen Municipal (LORM) de 1978.

El artículo 10 de la nueva ley establecía una serie de competencias compartidas con el gobierno cen-

tral: los servicios de atención primaria de salud, los servicios de bienestar social (infancia, juventud,

tercera edad, minusválidos), la regulación y el control de la salubridad pública, la promoción del

desarrollo y la autogestión de las comunidades y, por último, la construcción y mantenimiento de la

vialidad rural.

La primera elección popular de alcaldes en diciembre de 1989 y la entrada en vigencia de la LORM

1990, constituyeron el inicio de un proceso de fortalecimiento y reforma del poder local. Los anterio-

res «distritos» fueron substituídos por municipios, y en algunas regiones del país comenzó un proceso

de subdivisión de los antiguos distritos y el surgimiento de nuevos municipios, mucho más cercanos a

las localidades. La reforma a la Ley dio también origen a la figura del alcalde, como poder ejecutivo

del gobierno local, y su distinción del Concejo Municipal como cuerpo legislativo y contralor. La

LORM también estableció la elección de Juntas Parroquiales, más cercanas aún a las pequeñas comu-

nidades locales. Por último, el Reglamento Parcial No. 1 de la LORM creó las Asociaciones de Veci-

L A R E F O R M A D E L  P O D E R  L O C A L Y E L  S E C T O R  P Ú B L I C O A G R Í C O L A

1 2 5



L
a

 R
e

fo
r

m
a

 d
e

l 
E

s
ta

d
o

 e
n

 V
e

n
e

z
u

e
la

.
E

l 
s

e
c

to
r

 p
ú

b
li

c
o

 a
g

r
íc

o
la

 y
 e

l 
p

ro
c

e
s

o
 d

e
 d

e
s

c
e

n
tr

a
li

z
a

c
ió

n
 

nos y estableció que éstos colaborarían con los órganos de gobierno municipal, directamente, y a

través de las Juntas Parroquiales en la gestión de los asuntos locales.

La Constitución otorgó, y la LORM ratificó, la autonomía de los municipios para establecer impues-

tos, cobrar tarifas por el uso de los servicios prestados, y recaudar otros ingresos por vía de transferen-

cias del poder central y la venta de activos. La Ley de 1989 añadió otras posibles fuentes de ingresos

como por ejemplo un impuesto a la valorización de los bienes inmuebles, impuestos a la publicidad

comercial e impuestos a las actividades de juego. Se intentaba resolver la gran rigidez presupuestaria

demostrada por los municipios como consecuencia de su tradicional incapacidad tributaria, a excep-

ción de la recaudación por concepto de la llamada «patente de industria y comercio».

Por su parte, la Ley Orgánica de Descentralización (LOD) también estableció que la parte del Situado

Constitucional que las gobernaciones de estado tienen obligación a distribuir con sus municipalida-

des se debería incrementar en un 1% anual desde el nivel de 10% en que se situaba en 1990, hasta

llegar a un 20% como mínimo. La LORM también establecía que la distribución de este «situado mu-

nicipal» debería hacerse con base en dos criterios: un 30% por igual entre todos los municipios, y un

70% en función del tamaño de la población. Según Paredes:

Los municipios poseen importantes competencias fiscales, particularmente tributarias.(…) La rea-

lidad es que la dependencia del situado municipal es elevado.(…) Los municipios no tenían mayores

incentivos para aumentar su autonomía antes de la elección de los alcaldes. La inercia los hacía

descansar en el incremento del situado municipal y de las transferencias directas de la nación.(…)

En consecuencia, los instrumentos municipales de recaudación se han vuelto obsoletos e ineficaces.

Además, tanto las ordenanzas como los catastros están desactualizados y deben ser mejorados para

dar verdaderas oportunidades a los municipios de incrementar sus ingresos. (Paredes, 1992:37).

Las elecciones municipales de diciembre de 1989 generaron un escenario político más plural a todos

los niveles incluyendo el municipal. En opinión de Paredes:

(…)123 de las 269 alcaldías pasaron a ser regidas por organizaciones políticas diferentes al partido

de gobierno en el plano nacional. Esta circunstancia ha ofrecido un terreno propicio para que

surjan negociaciones y alianzas entre los distintos niveles de gobierno, y también horizontalmente.

(Paredes, 1992:35)

El universo de municipios «rurales»

En 1994 una investigación del IVIC, con base en datos censales y estadísticos, identificó 180 munici-

pios que definió como «rurales» con fundamento en el criterio del pocentaje de población ocupada
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directa o indirectamente en actividades agrícolas, es decir de «base económica agrícola» o «rural».

En 1997, un estudio del Centro de Investigaciones Económicas y Sociales (CIES), oficina de consul-

toría privada, contando ya con una base estadística más amplia, confirmó la apreciación inicial del

estudio del IVIC:

Pueden considerarse «urbanos» sólo 95 municipios, 47 pertenecen a la categoría «intermedios» y

más de la mitad (188 o 57%) son municipios rurales. (CIES, 1997:11).

Si ello es así: ¿cuál es la política agrícola de los municipios rurales? ¿cómo ha avanzado el proceso de

reforma del sector público agrícola a nivel local? Buscamos responder tales interrogantes con los

estudios de caso que siguen.

E L M U N I C I P I O Z A M O R A ( E S TA D O A R A G UA )

Según el Censo de 1990, el último disponible, la población económicamente activa ocupada en la

agricultura constituye el 22,9% del total del municipio Zamora. Según los criterios del estudio del

IVIC arriba mencionado, el municipio es «rural», aún cuando una gran parte de su población habite

en centros poblados urbanos, el mayor del cual Villa de Cura, su capital, contaba para esa fecha con

51.096 habitantes. 

Después de Urdaneta, al sur, el municipio Zamora es el que ocupa el mayor porcentaje de población

agrícola en el estado. A diferencia de Urdaneta, cuyo entorno de producción de cereales y ganado es

semejante al de los llanos centrales, la estructura productiva agrícola del municipio Zamora es mucho

más diversificada. Según estadísticas de la UEDA-Aragua, en 1995, se cultivaban en el municipio 33

rubros hortícolas, además de maíz semilla, sorgo y frijol. Productos de gran valor comercial, conside-

rados «estratégicos» tanto para el Programa de Extensión Agrícola CIARA-BM como para el Fondo

de Crédito Agrícola (FONCREA) del estado. En el municipio Zamora están también localizadas las

mayores agroindustrias procesadoras de maíz y de producción de semilla certificada del país: como

Cargill de Venezuela, Pioneer, Sefloarca, Seminaca y otras.

En 1995 el Programa de Extensión Agrícola CIARA-BM escogió a Zamora como municipio piloto a

fin de que fuera extendido posteriormente al resto del país. El Valle del Tucutunemo, próximo a Villa

de Cura, y la mayor zona productora de hortalizas y semilla certificada del municipio, fue también

designada como zona piloto.

Con todo, uno de los criterios del nuevo Programa de Extensión, era el cofinanciamiento con las go-

bernaciones y alcaldías, por lo que resultaba necesario que el municipio destinara algunos fondos para
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dar comienzo al programa. Ese año había sido electo alcalde un político local, quien también había

ejercido el cargo durante el período 1989-92. Sin embargo el recién electo alcalde encontraba en esta

oportunidad un presupuesto municipal totalmente comprometido, sin ningún fondo para el Programa

de Extensión Agrícola CIARA-BM. Hubiera sido posible que la Alcaldía obtuviera fondos para el Pro-

grama de Extensión del FIDES, por ejemplo, pero la alcaldía no tenía ni la capacidad instalada para

formular el proyecto de inversión necesario ni tampoco podía hacer uso de otros recursos como los

del programa TEM que la gobernación había creado precisamente para estos casos. Quedaban sólo el

situado y los impuestos municipales, las dos fuentes tradicionales de recursos de los municipios.

Una importante parte del presupuesto se destinó a obras de mejoramiento urbano Villa de Cura y, con

fondos del FIDES, se construyó un «monumento a la mujer», también en la capital del municipio. Con

fondos de FONVIS, fondo del ministerio de desarrollo de la familia para programas sociales o com-

pensatorios, se construyó un ambulatorio. Por último, los recursos provenientes del cobro de las pa-

tentes de industria y comercio se destinaron, como el situado, al pago de los funcionarios municipales

o a otras obras públicas de tipo urbano. No había fondos para el Programa de Extensión, piloto en el

municipio, que beneficiaría a un gran número de productores agrícolas en las zonas rurales del estado.

De las AMAs a las Agencias Municipales de Extensión Agrícola

En 1992 el MAC decidió desconcentrar y desburocratizar sus oficinas centrales, trasladando algunas

de sus funciones a los estados y municipios. Surgieron así las Agencias Municipales Agrícolas

(AMAs) como una iniciativa del gobierno central, que sería implementada en cada municipio rural

del país. En el estado Aragua se crearon 18 agencias, pero únicamente duraron un año.

En el municipio Zamora, el MAC estableció la oficina principal de la AMA en Villa de Cura (capital

del municipio) y pequeñas oficinas en dos comunidades rurales: Casa Blanca y El Magdaleno. El

coordinador general de la Agencia, tal como lo establecían sus funciones, debía coordinar su trabajo

con la Alcaldía y con la Unidad Estatal de Desarrollo Agrícola (UEDA-Aragua) en Maracay, la capital

del estado. Se estableció un plan de trabajo y se otorgó prioridad a la recolección de información y al

catastro rural.

Sin embargo, en 1993, la política de municipalización del Ministerio fue replanteada. Las AMAs

fueron substituídas por unas «coordinaciones agrícolas municipales», lo que en la práctica se tradu-

cía en menos personal y menos recursos de funcionamiento. En 1994 se dio inicio, como ya mencio-

namos, al Programa de Extensión CIARA-Banco Mundial, lo que replanteaba nuevamente toda la

política de municipalización de las actividades del ministerio.
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El año siguiente se constituyó formalmente en el municipio Zamora un Núcleo Municipal de Exten-

sión Agrícola (NUCLEA), o Agencia Municipal de Extensión, con un personal integrado por cuatro

agrotécnicos. Según el Plan Operativo del Programa, la Agencia Ejecutora del Programa debía ser

una empresa privada, una universidad o una organización no-gubernamental (ONG) seleccionada me-

diante una licitación previa. La Fundación CIARA, ente coordinador del programa a nivel nacional,

seleccionó a FUSAGRI, empresa con larga experiencia en la zona, para que implementara el Programa

en el municipio Zamora. El Valle del Tucutunemo, cercano a Villa de Cura, fue también escogido

como zona «piloto» de un Programa que también se encontraba en su fase experimental o piloto a

nivel nacional.

Como recordamos anteriormente, los recursos destinados al Programa por la Alcaldía a fin de

cancelar su parte en el cofinanciamiento no llegaron. Era necesario también designar un coordinador

municipal, pero la persona nombrada por el alcalde no fue aprobada por el Concejo Municipal.

Según el gobernador Didalco Bolívar, el escaso compromiso de la alcaldía con el Programa en parte

se explica porque nunca fue solicitado por el gobierno municipal:

Este programa va a fracasar porque los alcaldes no le dan importancia a la agricultura. Ni siquiera

son capaces de reconocer los ingresos del Banco Mundial y el BID. Ni siquiera han utilizado las

TEM como mecanismo para pagar su parte alícuota del programa. Las alcaldías no se preocupan

por la agricultura porque no genera impuestos. Por eso (tampoco) estorba. (IVIC, 13 de noviembre de

1996: entrevista al gobernador Didalco Bolívar).

Entre las responsabilidades de FUSAGRI, la Asociación Civil de Extensión en la terminología del

Programa, está el cobro a los agricultores de una pequeña cuota por el servicio de extensión que reci-

ben. Pero los productores, también se negaron a ello. Según un informante local, la respuesta de Fusa-

gri fue proponerle a las empresas procesadoras de maíz-semilla, con quienes la mayoría de los agri-

cultores tiene contratos de venta, la retención de una parte de los beneficios del productor como pago

de las cuotas que debería cancelar al servicio de extensión. Tal mecanismo inconsulto generó una

gran resistencia por parte de la mayoría de los productores al programa.
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E L M U N I C I P I O P U E B L O L L A N O ( E S TA D O M É R I D A )

El municipio Pueblo Llano, capital Pueblo Llano, contaba en 1990 con una población de 7022 habi-

tantes según el último Censo. Pueblo Llano está ubicado en el extremo nororiental del estado Mérida,

en uno de los valles altos de la cuenca del río Santo Domingo. Con anterioridad a 1990 Pueblo Llano

formaba parte del distrito Miranda, cuya capital Timotes está a más de tres horas en carro por la

carretera nacional. El florecimiento de la vida política local, que tuvo como consecuencia la creación

del municipio, con su secuela de reforzamiento de los viejos clientelismos y de partidización de las

relaciones sociales, con el tiempo dio origen al surgimiento de otro tipo de situaciones que anterior-

mente hubieran sido impensables. Por múltiples vías, los cambios que ocurrían en la vida política y

social del país también se hicieron sentir en la vida cotidiana de Pueblo Llano. La crisis económica

del país no era ajena a los pueblollaneros, a pesar de que, con posterioridad a 1989, la mayoría de la

población local tuviera mejores ingresos que en el pasado. El Gran Viraje experimentado por la eco-

nomía venezolana, como resultado del programa de ajuste, vinculó más directamente a los pueblo-

llaneros a las transformaciones que estaban ocurriendo, no sólo en Venezuela, sino incluso más allá

de las fronteras nacionales. La creación del municipio también vinculó más directamente la adminis-

tración de los asuntos locales, con los cambios políticos que estaban ocurriendo tanto en la región

como en el resto del país. Parte de estos cambios tenían que ver con el deterioro de los partidos polí-

ticos a nivel nacional.

A pesar del surgimiento de partidos políticos en el pueblo, no eran los «mismos» partidos del pasado.

Se trataban de organizaciones en crisis, con las que muchos de los habitantes locales, a veces los más

jóvenes pero no siempre, no lograban identificarse. Las políticas de apertura, que estaban causando

una fuerte recesión económica en otras regiones del país, no se habían hecho sentir tanto en Pueblo

Llano. Por el contrario, a pesar de los aumentos de precios de los fertilizantes, los productos quími-

cos, e incluso de la misma semilla de papa que se importaba de Canadá, la producción del tubérculo

recibía cada vez mejores precios en los mercados de Caracas y Barquisimeto. La conducta de los jó-

venes, muchos de los cuales habían salido a estudiar fuera y ahora regresaban, no era la misma de

antes, pero también es cierto que estaban más instruídos y tenían muchas ideas acerca de cómo mejo-

rar al pueblo.

En este escenario, las viejas relaciones clientelares locales y la vieja manera de hacer política era

algo que todavía impregnaba la vida cotidiana de la comunidad, pero que cada vez dejaba más insa-

tisfechos a muchos. Y poco a poco, se fueron creando grupos sobre la base de otros intereses que no
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respondían a los de los grupos de poder locales: los jóvenes, los productores paperos, los medianeros

colombianos, las asociaciones de riego.

La creación del municipio tuvo, sin embargo, un efecto contrario. Uno, el arriba mencionado, con-

dujo al reforzamiento del clientelismo a nivel local. Otro, condujo a la substitución de las organi-

zaciones clientelares vinculadas al sistema político centralizado, por organizaciones autónomas de

productores y de vecinos.

El impacto del programa de ajustes en el sistema agrícola local

El sistema de producción agrícola de Pueblo Llano está basado en la producción de vegetales pere-

cederos u hortícolas, principalmente papa y hortalizas. En el período comprendido entre las décadas

de los 60 y los 80, los cultivos hortícolas reemplazaron una economía centrada tradicionalmente en el

cultivo de trigo y maíz. En la actualidad, la producción de rubros hortícolas parece perfectamente

compatible con los postulados de un nuevo estilo de crecimiento económico nacional, que plantea la

reconversión productiva hacia los cultivos en los cuales cada país, o localidad, disponga de las mayo-

res ventajas comparativas.

Desde un punto de vista «agrario», la agricultura de Pueblo Llano está basada en la pequeña propie-

dad de la tierra y en el arrendamiento «a medias» de pequeños lotes a los trabajadores sin tierra.

Hasta fecha reciente, la mayoría de los pequeños propietarios eran venezolanos mientras que la ma-

yoría de los «medianeros» eran colombianos. En 1974, durante el primer gobierno de Carlos Andrés

Pérez, el Ministerio de Agricultura y Cría (MAC) y la Corporación de Desarrollo de los Andes

(CORPOANDES) dieron inicio a un programa de desarrollo rural de los valles altos andinos, con base

en el desarrollo de la infraestructura de riego por aspersión: el Programa VallesAltos. La construcción

de los pequeños sistemas de riego, la importación de semillas de papa de alto rendimiento proce-

dente de Canadá y la llegada a la zona de inmigrantes de Islas Canarias conocedores de la tecnología

de riego, constituyeron los factores que condicionaron el proceso de intensificación de los cultivos

hortícolas que experimentó la zona durante las últimas tres décadas. Desde los años 50, ha existido

escasez de trabajadores agrícolas en la zona, tanto porque los cultivos son intensivos en la utilización

de mano de obra, como debido a las características de pedregosidad y relieve que impiden la mecani-

zación de las tareas. Desde esa misma época, la demanda de mano de obra comenzó a ser cubierta

con inmigrantes colombianos, atraídos a Venezuela por el diferencial de precios que existía entre

ambos países. En los últimos años el diferencial de salarios se redujo, o incluso se revirtió en favor de

Colombia, como resultado de la diferente evolución experimentada por ambas economías a raíz de

1 3 1



L
a

 R
e

fo
r

m
a

 d
e

l 
E

s
ta

d
o

 e
n

 V
e

n
e

z
u

e
la

.
E

l 
s

e
c

to
r

 p
ú

b
li

c
o

 a
g

r
íc

o
la

 y
 e

l 
p

ro
c

e
s

o
 d

e
 d

e
s

c
e

n
tr

a
li

z
a

c
ió

n
 

las políticas de ajuste. Pueblo Llano no puede ser considerado un municipio «pobre», en compa-

ración con otros municipios rurales de Venezuela, aún cuando según el Censo de 1990 un 57,5% de

los hogares estaba en situación de «pobreza». Uno de los principales hallazgos de una investigación

realizada por el Laboratorio de Estudios Rurales y Agrarios del IVIC, en 1994, sin embargo, fue el

creciente deterioro de los indicadores de morbilidad y mortalidad por enfermedades gastrointestina-

les en la zona. A este punto volveremos.

El municipio y el surgimiento de nuevos actores políticos

Desde la década de 1960, los inmigrantes colombianos constituyeron el grueso de la fuerza de trabajo

empleada en la agricultura de Pueblo Llano. Durante el período 1989-92, las relaciones de la alcaldía

con los inmigrantes y con la mayoría de sus empleadores, los agricultores locales, fue bastante tensa.

En varias oportunidades la Guardia Nacional entró al municipio y se llevó detenidos a varios de los

inmigrantes en situación de ilegalidad, con la anuencia del alcalde. Ello generó una situación con-

flictiva, no sólo con los inmigrantes legales que permanecieron en Pueblo Llano, sino también con

muchos agricultores venezolanos, para quienes el acceso a esta fuerza de trabajo constituía un valioso

recurso productivo. Algunos inmigrantes tenían, sin embargo, derecho al voto. La Constitución de

1961 otorgó el voto en las elecciones municipales a los extranjeros con más de cinco años de resi-

dencia en el país. De modo que, en ocasión de las elecciones municipales de 1992, los colombianos

decidieron constituirse en Asociación a fin de negociar su voto con ambos candidatos. El voto de los

colombianos decidió las elecciones, debido al escaso margen de votos del ganador: el candidato de

Acción Democrática. Con el nuevo alcalde los inmigrantes vieron llegada su oportunidad de plantear

a las autoridades locales algunas reivindicaciones sociales que anteriormente no se hubieran atrevido

ni siquiera a pensar.

La municipalización del servicio de salud

En 1992 llegó a Pueblo Llano, en condición de jubilado del Ministerio de Sanidad, un médico cuyo

proyecto de vida era convertir al ambulatorio rural local tipo II del municipio en un modelo de ges-

tión hospitalaria a nivel nacional. Únicamente contaba con su experiencia previa en el Ministerio de

Sanidad y con el apoyo político del alcalde.

Como resultado de sus gestiones, el ambulatorio creció y gradualmente se convirtió de facto en un

completo centro de servicio hospitalario, con una gran diversidad de servicios de hospitalización, qui-

rúrgicos y consultas especializadas. Poco a poco, el «hospital de Pueblo Llano», de una nómina origi-

nal de dos médicos residentes, llegó a tener entre seis o siete residentes, más una serie de especialistas
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visitantes. El director no aparece en nómina y cobra su jubilación del ministerio. El hospital ahora no

sólo atiende a los enfermos del municipio sino que su cobertura se extiende mucho más allá de los lí-

mites municipales, e incluso del estado Mérida. El director describió el proceso en estos términos:

El neurocirujano viene cada vez que hay por lo menos cinco pacientes. Si yo contara con la gente de

Pueblo Llano solamente él no vendría nunca. Hay que buscar pacientes de Mérida, de Barinas. Y él

viene y opera. Más o menos cada dos meses. El otorrino igual. Hay dos traumatólogos. Se turnan:

una semana viene uno, la semana siguiente el otro. (…)Entonces llegó un momento que toda la gente

de Pueblo Llano tenía solucionado su problema. Quedan sólo los que van apareciendo. Por ejemplo,

una cesárea, que eso no se acaba nunca. Ahora la población está cubierta. Pero para que la pobla-

ción siga estando cubierta tiene que seguir funcionando el hospital. Entonces, si yo me quedo traba-

jando con los tres casos de Pueblo Llano mes y medio, el hospital cierra. (ibid.) (IVIC, noviembre de

1996: entrevista al director del hospital de Pueblo Llano, 1996).

Todo iba bien hasta que la gobernación del estado Mérida solicitó la transferencia del servicio de

salud en 1993. La transferencia se hizo efectiva en diciembre de 1994 (cfr. de la Cruz, 1995). Pero ese

mismo hecho hizo que comenzaran los conflictos de autoridad entre la Coordinación de Salud de la

gobernación, en Mérida, y el gobierno local. La recientemente creada Coordinación de Salud del

estado Mérida intentó reestablecer la normativa vigente en un «ambulatorio», cuya actuación no era

conforme con lo establecido legalmente. No obstante, el director, y con él una gran parte de la pobla-

ción de Pueblo Llano, incluyendo el alcalde, no estaban dispuestos a retroceder en la municipaliza-

ción «de facto» de un servicio que consideraban que les pertenecía:

No tengo que plegarme a los dictados de las normas. ¿Cuáles normas? Porque se dice que soy rebel-

de, que no cumplo las normas. Claro que no las cumplo. Si las cumpliera se cierra el hospital. (…) El

compromiso del gobernador es que la transferencia se haga a las alcaldías, por lo menos los ambu-

latorios. El único que lo ha hecho es el estado Falcón. Y, a su vez, el compromiso de las alcaldías es

que la transferencia se haga a la sociedad civil, porque quien realmente necesita el servicio es la so-

ciedad civil, no el alcalde. El alcalde cuando se enferma se va para Caracas y no hay ningún proble-

ma, pero el campesino cuando se enferma tiene que venir al hospital. El que necesita el hospital es

el que tiene que administrar el hospital. (IVIC, noviembre de 1996: entrevista al director del hospital

de Pueblo Llano).

Llegado el momento, la alcaldía organizó un marcha en defensa de su hospital. Ésta es la versión del

alcalde actual:
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En la administración pasada hubo un gobernador que no quiso nada con la descentralización. Se

nos quiso cerrar el hospital y fuimos ochocientas personas para Mérida y evitamos el cierre del hos-

pital. Y solicitamos la descentralización. Para que él nos entregara el hospital tuvo que haber una

marcha con todo el pueblo unido. Cuando hay ese tipo de enfrentamiento el pueblo paga. Porque no

nos dieron los recursos, ni un centavo, de parte de la gobernación. Nos dejaron solos. Para mí fue

más fácil hablar con el ministro de sanidad que con el gobernador del estado. (IVIC, noviembre de

1996: entrevista al alcalde de Pueblo Llano).

A fin de independizar las finanzas del hospital del presupuesto del estado Mérida, el director y el

alcalde decidieron crear una Fundación y «privatizar» los servicios mediante el pago de cuotas

mínimas a la población:

Tengo dos fuentes de financiamiento. Una, la que me da el gobierno que no me alcanza. Y otra que

pone el mismo paciente, la diferencia. Yo no lucro, la Fundación no lucra, cubren más o menos los

gastos. Y el que no tiene nada no paga nada. Pero ése es un porcentaje relativamente pequeño (de la

población). Pero como se pide poco la gente lo da de mil amores. Hay gente que dice que deberían

pedirles más. No lo permitimos. Y hay gente que no tiene nada para pagar. Pero la gente que gene-

ralmente no tiene nada no dice que no tiene. Les da vergüenza. Entonces buscan y pagan lo que se

les pide. La mayoría paga, porque es realmente baja la cantidad que se pide. (IVIC, noviembre de

1996: entrevista al director del hospital de Pueblo Llano).

La existencia del hospital y de los servicios que presta a la población contrasta con lo señalado ante-

riormente sobre el deterioro de las condiciones de morbilidad y mortalidad de la población en la zona

por enfermedades gastrointestinales. Por esta razón diferentes observadores han hecho críticas al

enfoque eminentemente curativo que el director le ha impartido al servicio que presta el hospital.

Ésta es, sin embargo, la respuesta que el director del hospital ofrece:

El gran padre de la sanidad venezolana, el doctor Gabaldón, decía que el problema del hombre era

el hombre y su ambiente. Mejorando el ambiente solucionamos el problema del hombre. El doctor.

Gabaldón acabó con los hospitales. Lo que tenía que hacer Malariología era fumigar los acueduc-

tos, cloacas. Pero destruyó los hospitales. Aquí cuando Pérez Jiménez, los hospitales eran los mejo-

res de América. Se destruyeron los hospitales pero mejoró la salud. Esto (el hospital de Pueblo

Llano) es una cosa diferente. El paciente que esté enfermo que tenga su hospital para cuando esté

enfermo. Y el sanitarista que corrija todo lo que es el entorno del hombre. Las intoxicaciones (por

abonos y pesticidas) escapan a mi labor. Mi trabajo está dirigido a la enfermedad y a la asistencia
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médica preventiva, no al trabajo de que se use el gallinazo, al control de las moscas o de las aguas

residuales. Ellos (los campesinos) echan lo que creen que es necesario, y lo que les ha enseñado la

experiencia. La experiencia tiene mucho más valor que lo que les pueden decir en una oficina. Es

mejor que venga alguien y diga: mire, aquí hay que usar tanto de abonos y usar más es dañino para

el ambiente y perjudicial para la agricultura. Pero mientras haya un beneficio para los campesinos

y la agricultura a ellos les favorece. Hay diarrea, y yo la curo, porque esa es mi obligación: curarla.

No impedir que el tipo no produzca para que no le dé diarrea, para que se muera de hambre. Prefie-

ro que le dé diarrea. (IVIC, noviembre de 1996: entrevista al director del hospital de Pueblo Llano).

Dejemos que el lector deduzca sus propias conclusiones.

El MAC y la privatización de los sistemas de riego

En el municipio Pueblo Llano existen unos diecinueve pequeños sistemas de riego creados por la

Corporación de Desarrollo de los Andes (CORPOANDES) y el Ministerio de Agricultura entre 1974 y

1989. Hasta mediados de los años 80, CORPOANDES era la institución responsable del funcionamien-

to y mantenimiento de los sistemas. A partir de esa fecha, la oficina del MAC en Mérida quedó encar-

gada de esas funciones.

En 1974, como resultado de su Proyecto «Valles Altos», el MAC estableció una oficina en Pueblo

Llano a fin de promover el desarrollo rural en el área y administrar el funcionamiento de los sistemas

de riego. Entre 1976 y 1992 la oficina contó con un personal técnico integrado por un ingeniero agró-

nomo y tres técnicos agrícolas superiores. Cada técnico era responsable de una zona. Los técnicos se

trasladaban diariamente a los campos a fin de discutir con ellos las cantidades de fertilizantes reque-

ridas por los cultivos, y los tipos y dosis de agroquímicos necesarios para el control de las plagas 

y enfermedades.

En 1979 la Oficina del MAC en Mérida consideró necesario nombrar a un ingeniero del Departamento

de Riego como encargado del mantenimiento de los sistemas. Este ingeniero viajaba frecuentemente a

Pueblo Llano, y explicaba a los campesinos cómo manejar y mantener el sistema y servía de mediador

entre ellos en la toma de decisiones sobre la adjudicación de turnos y volúmenes de riego. Una de sus

funciones era también servir de intermediario entre los agricultores y la oficina del MAC en Mérida.

Inicialmente, los Comités de Riego fueron las organizaciones promovidas por el MAC para que cons-

tituyeran el vínculo organizativo entre los agricultores y los técnicos encargados del mantenimiento

de los sistemas. Sus funciones eran muy precisas: hacer cumplir los horarios de riego, solicitar al

departamento de riego del MAC las necesidades de infraestructura para el mantenimiento del servi-

1 3 5



L
a

 R
e

fo
r

m
a

 d
e

l 
E

s
ta

d
o

 e
n

 V
e

n
e

z
u

e
la

.
E

l 
s

e
c

to
r

 p
ú

b
li

c
o

 a
g

r
íc

o
la

 y
 e

l 
p

ro
c

e
s

o
 d

e
 d

e
s

c
e

n
tr

a
li

z
a

c
ió

n
 

cio, y organizar grupos de trabajo que colaboraban en la reparación y el mantenimiento de los siste-

mas. Después de 1992, la oficina del MAC en Pueblo Llano, reducida a sólo un técnico y un empleado

administrativo, dejó de cumplir sus anteriores funciones limitándose únicamente a tramitar el cada

vez menor papeleo burocrático de los agricultores ante la Unidad Estatal de Desarrollo Agrícola

(UEDA) en Mérida, así como a recolectar las estadísticas de producción oficiales del MAC en la zona.

Tomando en cuenta la situación del Ministerio, y debido al hecho de que todo el sistema productivo

de la zona depende del funcionamiento de los sistemas, los Comités de Riego se constituyeron en los

administradores directos del programa sin que mediara ninguna decisión oficial por parte del minis-

terio. Es un caso de privatización de facto, sin que haya mediado ninguna transferencia de funciones

o cesión de activos del ministerio a los productores.

En 1992 y 1993, sin embargo, cuatro de los diecinueve sistemas de riego de Pueblo Llano recibieron

algún tipo de mantenimiento por parte de la UEDA-Mérida, con cargo a los fondos asignados por el

programa PITSA.

Una respuesta organizativa local a la apertura de mercados

En diciembre de 1992, la cooperativa «La Trinidad» de Pueblo Llano, en conjunto con la cooperativa

«La Andina» de Timotes, la cooperativa «La Parameña» de Mucuchíes, el Centro Campesino «El

Convite» de Mucuchíes, la Asociación de Productores de los Andes (Asproandes) de Bailadores, la

Asociación de Productores de Papa del Táchira (Apropatáchira), y las asociaciones de productores de

papa de Sanare (estado Lara), así como las asociaciones de paperos de los estados Carabobo y Ara-

gua, decidieron constituir una Asociación de Productores de Papa de Venezuela, con la finalidad de

dar respuesta a las importaciones de papa provenientes de Colombia, que estaban ocasionando el des-

plome de los precios del tubérculo en el mercado nacional.

La primera reacción de los agricultores fue dirigirse a Caracas a conversar con el Ministro de Agri-

cultura a fin de solicitar algún tipo de apoyo oficial para su principal cultivo. En esa oportunidad, el

ministro no estaba dispuesto a ningún tipo de compromiso con intereses sectoriales o locales. Habían

transcurrido ya tres años de haberse iniciado el programa de ajuste y se había regresado a algunos

controles de precio por presiones de los agricultores llaneros, pero en el caso de la papa el ministro

no estaba dispuesto a negociar. Era muy reciente todavía la firma del acuerdo con Colombia, y el mi-

nisterio quería mostrar firmeza en sus decisiones. La única salida para los paperos, si el precio bajaba

demasiado, era reconvertir su sistema productivo hacia otros cultivos más rentables en los que inclu-

so dispusieran de ventajas comparativas internacionales.
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Los agricultores de Pueblo Llano, y con ellos el resto de las organizaciones de paperos nacionales,

sabían que esto no era tan fácil, ni tampoco posible en el corto plazo ni estaban dispuestos a ir a la

quiebra. Por lo que tomaron una decisión que anteriormente hubiera sido impensable. Eligieron a sus

mejores líderes y los enviaron a Colombia a negociar directamente con sus competidores. El resulta-

do de estas negociaciones fue un acuerdo informal, en el que ambas partes se comprometían a respe-

tar un calendario de ventas en el mercado vecino, sólo en las temporadas de menor producción en

cada país, aprovechando la existencia de períodos de cosecha diferentes.

Informalmente, y sin que ambos gobiernos hubieran mediado entre las partes, se estableció una modi-

ficación de facto al tratado de libre comercio entre ambos países, lo que dio lugar a un mercado bina-

cional «administrado» directamente por los productores.

E L M U N I C I P I O C A J I G A L ( E S TA D O S U C R E )

El municipio Cajigal, capital Yaguaraparo, fue creado el 22 de febrero de 1966. Está ubicado en la pe-

nínsula de Paria, en la carretera que comunica a Carúpano con Güiria en el extremo noreste del país.

Según el censo de 1990 el municipio tiene una población de 18.044 habitantes, de los cuales unos

7.000 habitan en Yaguaraparo. Desde un punto de vista agroecológico es posible distinguir dos zonas

bien diferenciadas: la zona alta, que es una cadena montañosa donde se encuentran la mayoría de las

fincas productoras de cacao y la zona baja, alrededor de la carretera, donde se cultivan raíces, tu-

bérculos y cacao. Cajigal es uno de los municipios más pobres de uno de los estados más pobres de

Venezuela.

A principios de siglo, la península de Paria, donde está localizado el municipio Cajigal, experimentó

un rápido crecimiento económico y demográfico como consecuencia de las exportaciones de cacao y

de café. A partir de los años 30, sin embargo, comenzó un importante éxodo de la población, como

consecuencia de la explotación petrolera en los estados vecinos. En los años 50, la represión política

de la dictadura de Marcos Pérez Jiménez también fue uno de los factores que contribuyó a la expul-

sión de parte de la población campesina vinculada a los sindicatos agrarios organizados por el partido

Acción Democrática. Con el restablecimiento del sistema de partidos en 1960, los sindicatos agrarios

se convirtieron en el eje de la organización social y política de la zona. En la década de los 70, se

añadieron a los sindicatos, las empresas creadas por el Fondo Nacional del Cacao (FONCACAO) a fin

de canalizar sus programas de crédito y comercializar la producción.

La elección del municipio Cajigal como caso de estudio obedeció a dos razones: la primera, el muni-
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cipio es uno de los principales productores de un rubro agrícola con evidentes ventajas comparativas

en el mercado mundial; la segunda, al ser uno de los municipios más pobres de Venezuela, cualquier

mejora en la competitividad relativa de su producción y en los servicios públicos prestados por el

Estado deberían manifestarse rápidamente en el mejoramiento de las condiciones de vida de la po-

blación en general.

La reestructuración de FONCACAO

El Fondo Nacional del Cacao (FONCACAO) fue creado en 1975 con el propósito de incrementar la

producción y la productividad del cacao, tradicionalmente un producto de exportación, cuyos rendi-

mentos habían decaído substancialmente con posterioridad a la década del 60. FONCACAO ofrecía

asistencia técnica a los productores, proporcionaba créditos subsidiados a los productores, establecía

y garantizaba precios de sustentación al producto y participaba en el comercio internacional del pro-

ducto. A partir de la década del 70 el Fondo fomentó la organización de Uniones de Usuarios de Cré-

dito a fin de otorgar crédito a los pequeños productores, proporcionarles asistencia técnica y comer-

cializar su producción. La intervención y reestructuración del Fondo Nacional del Cacao en 1991 oca-

sionó grandes daños a los pequeños productores de cacao de Paria, el sector social mayoritario. Con

la reestructuración del Fondo desaparecieron la asistencia técnica y el crédito subsidiado por el Esta-

do. Y al convertirse en una empresa más del mercado, los precios del cacao comenzaron a ser regula-

dos por el mercado. Lo lógico y deseable hubiera sido redirigir la producción hacia los mercados

internacionales, en los cuales el cacao venezolano había logrado una alto prestigio por su calidad.

Para ello hubiera sido necesario restablecer los rendimientos de las plantaciones, viejas y descuida-

das por años de crisis en la zona, establecer organizaciones a fin de acopiar y comercializar la produc-

ción y establecer vínculos estables con los canales de comercialización del producto en los mercados

internacionales. Era imposible lograr todo en corto plazo y sin ninguna ayuda oficial. La mayoría de

los productores de la zona eran demasiado viejos y no contaban con los conocimientos tecnológicos,

gerenciales ni comerciales para lograr la reconversión productiva a corto plazo.

Ante la imposibilidad de renovar los flujos de exportación, y sin ninguna mediación por parte del

Estado, el mercado doméstico se saturó con el producto y los precios se desplomaron. Para los niveles

de pobreza de la zona, y con los servicios del estado también en crisis, la crisis era un problema grave

de sobrevivencia. Un pequeño productor identificó en estos términos el efecto de la reestructuración

del Fondo en sus condiciones de trabajo y de vida:
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Después de Rómulo Betancourt para acá el productor tenía crédito oportuno, tenía asistencia técni-

ca, que hubo suficiente por aquí. Ahora, después del paquete económico, ese paquete, ruina pues.

Bueno, los técnicos dejaron de venir. Al dejar ellos de venir, las haciendas han degenerado. Bueno,

la producción se puso precaria. (IVIC, noviembre de 1995: entrevista a Carmelo González, pequeño

productor).

Y la versión de otro productor:

Se estaba yendo todo el mundo. La gente se estaba yendo para fuera, y poco trabajo. De aquí para

Caracas. Pero allá tampoco se podía vivir, ni en ciudades pequeñas tampoco. La gente iba era a pa-

sar trabajo por ahí. (IVIC, noviembre de 1995, entrevista a Salvador Caraballo, pequeño productor).

Con posterioridad a 1991 comenzó un nuevo auge para las viejas empresas comercializadoras de

cacao de Carúpano, y también empezaron a surgir otras nuevas empresas en la zona. Algunas, como

la Casa Comercial Marín con más de 30 años de actividad comercial en la zona, nunca habían desapa-

recido completamente del mercado a pesar del monopolio «legal» de Foncacao en la región, al actuar

como prestamistas e intermediarios.

Así lo manifestó un comerciante:

El Fondo por varias veces decía que iba a eliminar los intermediarios, pero nunca lo pudieron hacer.

El Fondo no ayudaba al pequeño productor. Para un pequeño productor acceder a un crédito muchas

veces tenía que hacer cinco o seis viajes, hacer un papeleo. Yo tuve más ganancias cuando el Fondo

funcionaba. (IVIC, noviembre de 1995: entrevista a Evaristo Marín, comerciante de cacao).

Otras empresas, como Asovepeca, habían surgido inicialmente como asociaciones de productores

«independientes» pero a partir de la apertura del mercado fueron transformadas por sus dirigentes en

empresas comercializadoras con miras a penetrar los mercados de exportación. Incluso otras, como

Cacao Bonito o Cacao Maduro, fueron creadas por los pequeños capitales locales a fin de participar

en las nuevas oportunidades que ofrecía el mercado.

Una de las nuevas organizaciones que surgió, en gran medida como consecuencia de los impactos del

ajuste estructural en la zona, es la Fundación Paria. La fundación «Proyecto Paria» fue creada el 8 de

junio de 1989 por iniciativa de un grupo económico regional dedicado a las actividades turísticas y

agropecuarias en toda la zona. Al ser reestructurado el Fondo, y abrirse el mercado del cacao, la Fun-

dación juzgó oportuno incursionar en esta nueva actividad mediante el diseño de un programa des-

tinado a facilitar la recuperación de la producción cacaotera en la zona y liderizar así la reconversión

hacia la exportación. Surgió entonces un programa piloto, cuyo principal pilar fue la contratación de
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unos técnicos colombianos que habían participado en la renovación de las plantaciones en ese país.

El proyecto comenzó, de forma experimental, en unas cuatro o cinco fincas del municipio. Los efec-

tos sobre la recuperación de las antiguas plantaciones fueron inmediatos. En poco tiempo, el progra-

ma contó con toda la colaboración de la gobernación del estado, quien percibió la importancia de la

renovación de las plantaciones para la reconversión económica del estado.

Impactos sobre la organización social

Existen cinco organizaciones gremiales de los productores agrícolas reconocidas por el gobierno

central. La Federación Campesina de Venezuela (FCV), fundada en 1946, que históricamente ha ejer-

cido una fuerte influencia el partido Acción Democrática. La Federación Nacional Campesina

(Fedenaca), surgida en los años 80, como consecuencia de la separación de los dirigentes simpati-

zantes de COPEI de la FCV. Fedeagro, el principal gremio de los medianos y grandes agricultores y

por último, Fedenaga, la federación que representa los intereses de las grandes empresas pecuarias.

Las dos primeras tienen una expresión local en cada estado: respectivamente, los Sindicatos Agrarios

y las Ligas Campesinas. Paralelamente, a raíz de la promulgación de la Ley de Reforma Agraria, el

gobierno central se dio a la tarea de organizar a los pequeños agricultores en Uniones de Prestatarios

y Empresas Campesinas a fin de canalizar a través de ellas sus programas de asistencia técnica, crédi-

to y comercialización de la producción. Más recientemente, al margen del proselitismo político o de

la intervención del Estado, han comenzado a surgir un nuevo tipo de organizaciones «de base», más

participativas, y más dirigidas a reivindicaciones concretas. En ocasiones, estas organizaciones han

sido inspiradas por las iglesias o por organizaciones no gubernamentales ambientales, o de tipo rei-

vindicativo social. En general pudiéramos decir que la mayoría de estas nuevas organizaciones cam-

pesinas «de base» mantienen una gran autonomía en relación a los partidos políticos y al estado.

Es interesante la versión que un dirigente de la Federación Campesina de Venezuela nos proporcionó

acerca de estos cambios:

Los sindicatos han decaído. Sabes que en la Federación (Campesina de Venezuela), los dirigentes

sindicales antes todos cobraban. El IAN pagaba a los dirigentes sindicales un sueldo. Esto les per-

mitía dedicarle todo el tiempo a eso. El auge del Fondo significó el comienzo del fin de los Sindica-

tos. Las Uniones mataron a los Sindicatos. El Fondo se dedicó a organizar Uniones en todos los

caseríos. Se acabó el Fondo y se acabaron las Uniones. Pero se comenzaron a recuperar otra vez los

Sindicatos. Reunimos a todos los sindicatos, unos diecisiete y los pusimos a funcionar. (IVIC,

noviembre de 1995: entrevista a un dirigente de la FCV).
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A raíz de los mecanismos de participación de la sociedad civil establecidos por la Ley Orgánica del

Régimen Municipal (LORM), entre 1989 y 1993, se crearon también en el municipio Cajigal siete

Asociaciones de Vecinos. Como señalamos anteriormente, según la Ley, las asociaciones de vecinos

pueden participar en la toma de decisiones de la alcaldía y en otras instancias del poder local. La

Asociación de Chorochoro por ejemplo, una de las más activas, ha canalizado importantes moviliza-

ciones sociales a fin de lograr reivindicaciones populares ante las autoridades locales: la invasión de

terrenos a fin de ejercer mecanismos de presión para la solución de los problemas de vivienda, la

toma de carreteras debido al mal estado de conservación de las vías de penetración agrícolas, la pro-

moción de un proyecto de «reserva forestal» a fin de proteger a un río de la extracción indiscriminada

de arena por las empresas de construcción.

Ésta es la versión del presidente de esta Asociación de Vecinos sobre los cambios que están teniendo

lugar en la zona:

Las AsociacionesdeVecinos desplazaron a los Sindicatos Agrarios.Fueron opacados. Porque los sin-

dicatos se politizaron mucho a través de la Federación Campesina. Esto hizo que la gente se alejara

de esas organizaciones. (IVIC, noviembre de 1995: entrevista a Jesús Espinoza, dirigente comunal).

Es notoria también la aparición de otro tipo de organizaciones sociales, relativamente autónomas

también de los intereses extra-locales, tales como cooperativas de ahorro, cooperativas de servicios

funerarios, grupos culturales y deportivos. La Iglesia Católica es una de las instituciones más activas

en la promoción de este tipo de organizaciones. La Comisión de Derechos Humanos, por ejemplo, es

una iniciativa de la Iglesia. Otro ejemplo de organización no-gubernamental de inspiración cristiana

es la Cooperativa «Buena Esperanza», fundada por una monja, la cual comenzó siendo financiada

con recursos del Ministerio de la Familia en la promoción de pequeñas empresas artesanales, pero

que tiende cada vez más a actuar con cierta independencia financiera y de objetivos de los programas

del estado.
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En este trabajo nos propusimos describir y explicar el ajuste estructural y la reforma del Estado du-

rante el período 1989-1996. El sector público agrícola constituyó una ventana privilegiada para el aná-

lisis de ambos procesos. Por dos razones: una, porque el MAC y sus agencias adscritas están, por defi-

nición, vinculados a un sector productivo que ha sido considerado estratégico no sólo en el anterior

modelo de crecimiento de «desarrollo nacional» sino también en el actual modelo de apertura «com-

petitiva» a la economía global. Dos, porque las actividades agrícolas están localizadas en todos los

estados y en la mayoría de los municipios del país, lo que nos permitió analizar los vínculos entre el

ajuste estructural en la agricultura, la reestructuración del sector público agrícola y los procesos de

fortalecimiento de los gobiernos estadales y municipales.

Describir estos procesos de ajuste a los mercados y a las nuevas reglas del juego globales suponía

narrar, primero, importantes episodios de la historia venezolana contemporánea. En los anteriores ca-

pítulos identificamos a los principales protagonistas, escudriñamos sus discursos, y analizamos sus

proyectos. Buscamos siempre también contextualizar sus actuaciones no sólo en el escenario de los

conflictos y negociaciones de estos actores para llegar a acuerdos sino, también, en el complejo mar-

co de las condiciones económicas, políticas e ideológicas que incidieron sobre estos procesos. El

objetivo del presente capítulo es lograr una visión de conjunto de los procesos de reforma y explicar,

en la medida de lo posible, los ritmos e intensidades de sus diferentes componentes así como las cau-

sas de sus avances y retrocesos.

El capítulo está integrado por seis secciones. La primera, dedicada a aportar una visión de conjunto

de los diferentes programas de ajuste estructural durante el período considerado. La segunda se centra

en el tratamiento otorgado al sector agrícola en esos programas. La tercera sección intenta lograr una

visión de conjunto de la reestructuración del sector público agrícola. La cuarta busca identificar los

vínculos entre la reestructuración de las agencias del gobierno central y los cambios que están ocu-

rriendo a nivel de los estados y la quinta entre los anteriores procesos y los cambios en los municipios

rurales. Por último, la sexta sección intenta concluir con una visión de síntesis de los procesos y 

sus interrelaciones.

L O S P R O G R A M A S D E A J U S T E E S T R U C T U R A L

El inicio del programa de ajustes en 1989 mostraba una clara direccionalidad. La Carta de Intención

firmada por el gobierno venezolano con el Fondo Monetario Internacional establecía claramente los

objetivos: ajustar la economía al «shock» externo generado por la caída de los ingresos petroleros,

A N Á L I S I S  C O M PA R AT I V O  Y  S Í N T E S I S
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pagar la deuda y restablecer el acceso a los mercados financieros foráneos. El objetivo último del

programa era la inserción de la economía venezolana en los procesos de globalización de mercados y

en los cambios institucionales que estaban teniendo lugar en los foros mundiales. Más concretamen-

te, las políticas de apertura comercial perseguían un crecimiento económico, no como en el pasado,

basado en el «desarrollo nacional» sino basado en las ventajas comparativas del país para competir

en los mercados globalizados. Las políticas de desregulación de los mercados financieros tenían co-

mo objetivos controlar la inflación y reinsertar al país en los flujos de capital transnacionales. Las

políticas de desregulación de los mercados de bienes y servicios perseguían incentivar la competen-

cia, lograr una eficiente asignación de los recursos productivos y elevar los niveles de vida de la po-

blación. Por último, las políticas de reforma del Estado buscaban redistribuir funciones y recursos

hacia los niveles de toma de decisión y ejecución, públicos o privados, donde fueran más eficientes, a

fin de incrementar tanto la cobertura como la calidad de los servicios prestados a los ciudadanos.

Estaba claro para los reformadores que la reconversión del aparato productivo y las transformaciones

en el tamaño y funciones del Estado exigirían un penoso período de ajuste para la mayoría de los ve-

nezolanos, no sólo para los que tenían mucho que perder debido a los intereses creados durante el es-

tilo de crecimiento anterior; sino también para los que, debido a carencias de todo tipo, tendrían ma-

yores desventajas para adaptarse con éxito al programa. Con el tiempo, no obstante, los beneficios del

ajuste llegarían hasta los más desfavorecidos (el «trickle-down»). Pero, al menos durante las primeras

fases del programa, una de las funciones del Estado sería también implementar políticas «com-

pensatorias» que harían menos penosa la transición para los sectores sociales más vulnerables.

No obstante, el «Gran Viraje» requería de «políticas de shock»: actuar con rapidez y eficiencia a fin

de no darle tiempo a las fuerzas sociales de oponerse al ajuste para que lograran organizarse. El

supuesto político de fondo era que las elecciones de 1988, el carisma del presidente electo y el apoyo

de los principales partidos políticos, otorgaban una gran legitimidad al nuevo gobierno para llevar a

cabo su programa; incluso sin una gran discusión o negociación con los ciudadanos. Este fue, sin em-

bargo, un grave error de cálculo político por parte de los reformadores. En las negociaciones con el

FMI de las condiciones de política del programa general de ajuste como, posteriormente, en las nego-

ciaciones con otras agencias multilaterales para los programas de ajuste «sectoriales», sólo estuvie-

ron presentes los más altos funcionarios del gobierno, sin una efectiva representación ni del Congre-

so ni de los diferentes sectores sociales del país. Esta decisión sería la que, en definitiva, conduciría a

la pérdida de legitimidad del gobierno y a la no sustentabilidad, al menos en el corto plazo, de los
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programas de reforma iniciales.

Con posterioridad a 1990, el proceso avanzó con más lentitud. Ya entre 1990 y 1992 ocurrieron varios

regresos a políticas de intervención características del modelo de crecimiento anterior. En junio de

1993, en medio de una profunda recesión económica y en un ambiente de gran inestabilidad política,

el Congreso designó a un presidente interino para que concluyera el período de gobierno iniciado en

1989. El período de transición conllevó un cambio substancial de prioridades: el ajuste económico

pasó a un segundo plano, lo urgente era el restablecimiento de la estabilidad del sistema de gobierno.

En 1993 se suspendieron las negociaciones con el FMI. El gobierno de transición necesitaba revisar el

programa de reformas a fin de restablecer la legitimidad perdida. La revisión supuso una mayor inter-

vención del Estado, pero ésta se justificó sólo como temporal. No estaba planteado un regreso al

pasado, sin embargo. Más que una pérdida completa de la direccionalidad del proceso, el período de

transición le servía al país para repensar su rumbo. En particular, un componente del ajuste, el proce-

so de descentralización, resultó fortalecido. Con posterioridad a las reformas políticas de 1988 poco

se había avanzado en ese sentido. El inicio de las transferencias de competencias y de recursos desde

el gobierno central hacia las gobernaciones de estado y municipios constituía un poderoso medio

para recuperar la legitimidad del sistema político. Lo más significativo, sin embargo, es que este pe-

ríodo de transición supuso una reafirmación de la autonomía del Estado ante los agentes de poder

supranacionales para diseñar sus políticas.

En 1994 la toma de posesión del nuevo presidente electo dio inicio a un tercer episodio en el proceso

de ajuste. La crisis bancaria, como en 1992 las crisis desencadenadas por los intentos de golpe de Es-

tado, constituía una nueva amenaza para la estabilidad del sistema de gobierno. De nuevo era urgente

restablecer las condiciones de funcionamiento, económicas y políticas, del Estado y su sistema de

gobierno. Y planteaba un grave dilema. A riesgo de incrementar el déficit fiscal y de desviar los re-

cursos necesarios para cumplir con las promesas electorales de otorgar prioridad a los programas so-

ciales redistributivos, el gobierno optó por una costosa política de auxilios financieros a la banca

privada. Ello restablecía, al menos temporalmente, el equilibrio de los mercados financieros. Adicio-

nalmente, el regreso temporal a los controles y una política de «paz laboral» (léase el postergamiento

de la política para achicar al Estado) nuevamente se justificaron como remedios temporales para

garantizar la estabilidad política.

El problema de fondo no estaba, no obstante, resuelto. El deterioro creciente de las condiciones de

trabajo y de vida de una proporción cada vez mayor de la población minaba las condiciones para una
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paz social y política duradera. El déficit fiscal del Estado, incrementado ahora no sólo por los auxi-

lios financieros sino también por el creciente servicio de la deuda externa, hacía cada vez más dificil

fraguar un nuevo compromiso entre los agentes sociales que substituyera al anterior acuerdo redistri-

butivo y político fraguado en 1958: el llamado «pacto de Punto Fijo». A esto se sumaba la creciente

fragmentación de un escenario político que, como resultado de las elecciones de 1993, había conduci-

do a un poder ejecutivo con una representación minoritaria, no sólo en el Congreso Nacional, sino

también en la mayoría de estados y municipios del país. Ante la imposibilidad de un pacto social

«desde abajo», el gobierno decidió la búsqueda de un acuerdo político «desde arriba» para poder go-

bernar. Era un intento por regresar al tradicional equilibrio de los partidos políticos fraguado también

en 1958. La coyuntura social y política era, con todo, completamente diferente: los partidos políticos

tradicionales habían perdido gran parte de su anterior capacidad para mediar entre los ciudadanos y

las instituciones del Estado.

En 1995 el pacto antiinflacionario constituyó la antesala para un regreso a las políticas de estabiliza-

ción y ajuste auspiciadas por el FMI. Se redujeron los controles de precios. Se elevaron los impuestos.

Se regresó a una política de restricción de la masa monetaria a fin de contener la inflación.

En 1996 el gobierno decidió negociar un nuevo programa de ajuste con las agencias multilaterales. Se

cerraba parcialmente un ciclo. La Agenda Venezuela constituía un regreso parcial a las políticas de

ajuste iniciadas en 1989. De hecho, la Agenda comprende los mismos cuatro componentes de «el

Gran Viraje», pero con un diferente orden de prioridades. Se decidió una nueva apertura económica

pero ahora con una mayor claridad de cuáles eran las ventajas comparativas de corto plazo con las

que contaba el país: petróleo, minerales, bosques, recursos escénicos. Al menos en el discurso, se

otorgó un mayor esfuerzo que en el pasado a los programas sociales compensatorios. Se planteó reto-

mar el rumbo en la reestructuración del Estado, pero otorgando mayor énfasis que en el pasado a la

recaudación fiscal, a las políticas de austeridad en el gasto público y a la privatización de las em-

presas del Estado.

No se trataba, sin embargo, de una reedición del pasado. El contexto nacional y supranacional en el

que se dieron los acuerdos había variado substancialmente. Las negociaciones se dieron en un con-

texto de mayor visibilidad. No era posible, como en el pasado, marginar completamente a los diferen-

tes agentes sociales de un relativo conocimiento de los términos de los acuerdos. Se había logrado

también un relativo consenso mayoritario sobre la inevitabilidad de las reformas. Existía, por ejem-

plo, un mayor grado de conciencia acerca de los límites impuestos a las políticas públicas nacionales
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tanto por los mercados financieros globalizados como por el poder «de veto» de las agencias multila-

terales. Pero la experiencia adquirida, particularmente durante el gobierno de transición, también

mostraba que era posible negociar al menos algunas de las condiciones de política del ajuste con las

agencias multilaterales.

Es más, no sólo había ocurrido un proceso de aprendizaje por parte de los gobiernos y de los agentes

sociales internos sino también por parte de las agencias multilaterales. Incluso el contexto ideológico

mundial de las reformas no era el mismo. Lo que en virtud de las modas intelectuales del pasado antes

no había sido posible, ahora sí lo era. Del hincapié, por ejemplo, en un Estado mínimo, no interventor,

las agencias multilaterales habían pasado a resaltar la necesidad de construir instituciones estatales

más eficientes («institution building»). Sus fracasos del pasado los había hecho más conscientes de

que, en la práctica, no siempre era posible minimizar el tamaño del Estado y a la vez maximizar su efi-

ciencia. Por otra parte, al menos en el discurso, las agencias multilaterales reconocían la necesidad de

diseñar políticas «diferenciales» o «compensatorias» no sólo para los sectores sociales menos favore-

cidos sino también para los sectores productivos que, aún contando con supuestas ventajas comparati-

vas en los mercados globalizados, no podían lograr sin ayuda del Estado una eficiente reconversión

productiva en un plaza prudencial. Lo que, en el contexto venezolano, daba pie para la posibilidad de

diseñar algunas políticas sectoriales compensatorias ante los impactos negativos generados por la ren-

tabilidad del petróleo frente a los otros sectores de la economía (la llamada «enfermedad holandesa»).

L A A G R I C U LT U R A E N L O S P R O G R A M A S D E A J U S T E

La Carta de Intención firmada por el gobierno nacional con el FMI en 1989 contenía muy pocas

referencias explícitas al sector agrícola. Estaba claro que las condiciones del préstamo incluían la

eliminación gradual del subsidio a los fertilizantes, juzgado una distorsión a la asignación eficiente

de recursos, la inclusión de la agricultura en las políticas de apertura comercial y la privatización de

algunas empresas del Estado, como los centrales azucareros, cuyo funcionamiento sería supuesta-

mente más eficiente en propiedad de la empresa privada que del Estado. Aparte de estas medidas no

había ninguna mención a las políticas agrícolas, ya que uno de los supuestos sobre los que se basaba

el programa general de ajuste era que las políticas macroeconómicas debían ser sectorialmente neu-

tras. Librados de la intervención del Estado, los mecanismos del mercado se encargarían de estable-

cer la mejor asignación de los recursos productivos. La función del Estado no era, como en el pasado,

proteger a los agricultores nacionales o lograr un crecimiento intersectorial equilibrado ni siquiera
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garantizar un mínimo abastecimiento de alimentos con productos agrícolas producidos internamente

sino posibilitar la mejor utilización de los recursos con los que contaba el país mediante su plena

vinculación a los flujos de bienes y servicios y de capitales mundiales.

Que el proceso de ajustes iba a ser particularmente dificil en la agricultura estaba también claro para

los reformadores. Existía un nítido consenso entre los funcionarios del gobierno y de las agencias

multilaterales de que en la agricultura también se requería una política de «shock». No obstante, los

representantes del gobierno, conscientes de la oposición que enfrentarían internamente por parte de

la mayoría de los agricultores nacionales, reclamaron un tratamiento más flexible para el sector: en

particular, tasas de interés preferenciales y un mayor margen de tiempo para la liberalización del ré-

gimen comercial agrícola.

El que no existiera una política agrícola explícita en el programa de ajustes de 1989 no quiere decir,

sin embargo, que las políticas homogéneas adoptadas no generarían una cadena de efectos de dife-

rente signo sobre los circuitos agroalimentarios. La eliminación de las tasas de cambio diferencial,

del control de precios, y la parcial liberación de las tasas de interés se tradujeron en importantes rea-

justes en los mercados de insumos y productos agrícolas. En particular, la devaluación del bolívar in-

crementó los precios de los insumos importados afectando mayormente las funciones productivas de

los rubros más intensivos en capital, precisamente aquellos que habían recibido mayores incentivos y

protección durante todo el período anterior.

En junio de 1990 el gobierno decidió adelantar la apertura comercial agrícola que había sido progra-

mada para seis meses más tarde, partiendo del supuesto de que mientras más rápido se actuara se evi-

taría que los agricultores se organizaran para bloquear la reforma antes de que ella pudiera mostrar

sus efectos benéficos. Se justificó la medida argumentando que la devaluación del bolívar había otor-

gado suficiente protección a la mayoría de los productores, al margen de la reducción de los arance-

les. Nuevamente se cometía un grave error de cálculo político, que en un breve plazo determinaría la

insustentabilidad de la reforma.

La reacción de los agricultores no se hizo esperar. En noviembre de ese mismo año se vieron obliga-

dos a un regreso parcial a las intervenciones discrecionales del Estado, al otorgar algunos márgenes

de protección a los cultivos considerados «sensibles» y controles de precios para algunos alimentos

considerados «básicos». Ese mismo año, 1990, el Banco Mundial adquirió un papel protagónico en la

determinación de las políticas para el sector. Implícitamente se aceptó que sin políticas diferenciales

e intervenciones específicas del Estado no se produciría la reconversión productiva del sector. Surgió
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así el PITSA, un programa de inversiones sectoriales y reformas institucionales con apoyo financiero

del BM y del BID, sustentado en una serie de condiciones de política complementarias a las ya acor-

dadas por el gobierno nacional con el FMI. Implícitamente se estaban aceptando los costos sociales

de la reforma para los agricultores y, sobre todo, la necesidad de contrarrestar los efectos de la «en-

fermedad holandesa» con políticas compensatorias dirigidas hacia un sector productivo.

El resto de la historia es conocido: los recursos del PITSA nunca llegaron a tiempo y, ni el Banco ni el

gobierno flexibilizaron más sus políticas por lo que el regreso parcial a los controles no fue suficiente

para aplacar la ira de los agricultores. En 1993, cuando el gobierno de transición nombró a un nuevo

ministro, los gremios agrícolas vieron llegada su hora de jugar un papel protagónico en el ajuste. 

Las primeras medidas estaban dirigidas a otorgar una mayor protección al sector. Se reajustaron

«hacia arriba» las bandas de precio que habían sido diseñadas por el gobierno anterior. Se restableció

la «cartera agrícola», obligando a la banca a financiar las cosechas y se refinanciaron las deudas a los

agricultores. Se decretó una política de concertación entre los agricultores y las agroindustrias con la

mediación del gobierno en las negociaciones. Se privilegió, en resumen, una política de «desarrollo

agrícola nacional», en detrimento de una política de apertura competitiva en el sector.

Tampoco en este caso estábamos en presencia de un regreso al pasado. La mayoría de los agricultores

y el gobierno estaban plenamente conscientes de los límites impuestos por los compromisos interna-

cionales adquiridos por el Estado y de la imposibilidad de aislar al país de las transformaciones que

estaban ocurriendo en el entorno mundial. Adicionalmente, el gobierno también estaba plenamente

consciente de la corta duración de su mandato. Se trataba, por lo tanto, de ganar algún tiempo para

hacer irreversibles algunos ajustes internos y lograr algunos márgenes de maniobra para futuras ne-

gociaciones con los agentes de poder supranacionales.

No obstante, a falta de tiempo, la principal batalla que se libró durante el período fue principalmente

ideológica. Por diferentes vías, se buscó justificar, por ejemplo, la visión de un ministerio rector no

sólo de las políticas agrícolas sino de todo el circuito agroalimentario. Así como nociones de seguri-

dad alimentaria que vinculaban el abastecimiento interno al interés «nacional» y a la seguridad del

Estado. Se comenzó a gestar así la idea de la necesidad de construir un gran consenso social a fin de

someter al Congreso un proyecto de ley «marco» sobre el papel del Estado en el futuro desarrollo

agroalimentario.

El debate al que dio curso esta propuesta de nuevo otorgó mayor visibilidad al problema económico y

político de fondo. La nueva fase del programa de ajuste había conducido a que aflorara una vez más
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una de las principales contradicciones generadas por el estilo de crecimiento anterior. Nuevamente el

debate ubicaba, en un bando, a las empresas procesadoras de alimentos, un sector agroindustrial con-

centrado, poderoso, al que le interesaba importar las materias primas agrícolas que requería a precios

más bajos que los que estaban en capacidad de producir la mayoría de los agricultores nacionales. En

el otro bando, el debate ubicaba a los productores de materias primas agrícolas, un sector que surgió

y prosperó bajo la protección del Estado, al cual le interesaba mantener algunos márgenes de protec-

ción para el mercado interno. Un conflicto que muchas veces antes había aflorado pero que los go-

biernos nacionales habían logrado mediar mientras existían recursos suficientes para distribuir la

renta petrolera de modo tal que ambos sectores permanecieran satisfechos.

En 1994 se dio inicio a una nueva fase en el programa de ajuste en la agricultura. La crisis bancaria

aceleró la inflación, lo que obligó al gobierno a una política crediticia cada vez más restrictiva. El re-

greso al control de la tasa de cambio y de los precios permitió a algunos agricultores sobrevivir tem-

poralmente a la crisis. En 1995 la agricultura siguió teniendo un tratamiento preferencial. Continua-

ron las políticas de fijación de precios en rubros considerados «sensibles» y se añadió a las políticas

compensatorias un programa de alimentos «estratégicos» con base en precios subsidiados y la crea-

ción de una red de distribución alterna. En 1996, y a pesar de haber entrado en una nueva fase del

ajuste, la Agenda Venezuela, continuaron las políticas proteccionistas encubiertas. Cada vez más se

distanciaron el discurso oficial del contenido de las políticas públicas. Las agencias multilaterales

cuestionaban la situación pero lucían impotentes, al menos por el momento, para cambiarla. El go-

bierno formalmente acataba, pero no cumplía.

El dilema en que se encuentra el MAC es cada vez más evidente. Por un lado, la prioridad otorgada

por el gobierno nacional primero al rescate del sistema bancario y luego a la apertura petrolera, auna-

do a la escasez de recursos para profundizar la reestructuración interna del sector público agrícola, le

han hecho perder presencia a nivel nacional. Esta situación le hace perder legitimidad ante los agri-

cultores, por lo que teme contrariarlos. Por el otro, los márgenes de maniobra del gobierno frente a las

agencias multilaterales, en parte como resultado de los nuevos convenios internacionales (por ejem-

plo la OMC), se han ido reduciendo, por lo que también teme dañar su imagen de compromiso con la

apertura económica, perdiendo así el apoyo financiero externo.
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L A S R E F O R M A S D E L E S TA D O E N E L S E C T O R P Ú B L I C O A G R Í C O L A

En 1989, el MAC (y sus agencias adscritas), era frecuentemente caracterizado por los agricultores

nacionales y la opinión pública como «un elefante blanco». Los rasgos que la COPRE había identifi-

cado para toda la administración central (centralismo, clientelismo, burocratización e ineficiencia) se

aplicaban perfectamente a todo el sector público agrícola.

En marzo de 1992 el nombramiento de Jonathan Coles, gerente de un importante conglomerado agro-

alimentario, como ministro de agricultura tuvo una clara intencionalidad: trasladar al ministerio y a

sus agencias especializadas las prácticas de gerencia que supuestamente hacían más eficientes a las

empresas privadas. Las directrices principales de la reforma en el sector ya habían sido definidas en

1989 por la Carta de Intención del gobierno nacional al FMI. La desburocratización y modernización

del sector suponía el despido de un gran número de funcionarios y su substitución por un pequeño

equipo gerencial. La desconcentración de personal y de algunas funciones del ministerio desde sus

oficinas centrales hacia los estados y municipios acercaría el gobierno a los agricultores. Por último,

muchas de las funciones y servicios (almacenamiento, comercialización, transferencia de tecnolo-

gía), que por años había venido asumiendo el Estado, serían transferidas a «los empresarios privados

dispuestos a explotar las oportunidades del mercado». El Estado únicamente reservaría para sí aque-

llas funciones o servicios en los que, por su baja rentabilidad o riesgo, el sector privado no estuviera

interesado como, por ejemplo el crédito a largo plazo y el financiamiento a los pequeños productores.

«Menos Estado y más mercado» era el leitmotiv inicial de la reforma.

En 1989 el inicio del programa de ajuste estructural sorprendió al ministerio sin un plan detallado de

reestructuración, tan sólo con los grandes lineamientos centrales arriba esbozados. En todas las agen-

cias del sector comenzaron los despidos. Ello achicaba al sector, pero no equivalía a una verdadera

reforma. En 1990 la aprobación del PITSA exigió que el ministerio otorgara prioridad a los cambios

organizativos en las agencias encargadas de ejecutar el programa. El manejo del componente de cré-

dito del PITSA, por ejemplo, suponía una rápida reestructuración del Fondo de Crédito Agropecuario

(FCA) y cambios en el ICAP y Bandagro. La reforma comenzó por allí. El FCA dejó de ser propia-

mente un banco y se convirtió en un intermediario entre la banca privada y los agricultores. Se elimi-

nó Bandagro pero no se logró reestructurar al ICAP. La piedra de tranca en este caso fue, y sigue

siendo, la Ley de Reforma Agraria. No estaban dadas, sin embargo, las condiciones políticas para la

aprobación de una nueva ley que regulara las relaciones en el mercado de la tierra, por lo que el

asunto se dejó temporalmente así. El resultado fue que, en el período analizado, tanto el ICAP como
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el IAN perdieron tanto su capacidad de actuación como sus funciones originales. En gran medida

siguen existiendo, por inercia, sin que fuera decretada formalmente su eliminación. El FONAIAP es

otro caso de reestructuración inconclusa. En 1993 se decretó su reestructuración pero a fines de 1996

los resultados aún no eran visibles. Muy grave, porque el Programa de Extensión Agrícola y la recon-

versión productiva de la agricultura requerirían urgentemente de sus servicios.

En 1991 también se intervinieron y reestructuraron FONCAFE y FONCACAO. En estos dos casos, más

que una privatización, lo que ocurrió de hecho fue una parcial mercantilización de la función pública.

Mercantilización, porque la reestructuración significó el abandono por el Estado de algunas funcio-

nes, como la asistencia técnica y el crédito, que comenzaron a ser ejercidas por las empresas priva-

das. En sectores productivos donde predominan los pequeños productores que no estaban, y no esta-

rán al menos por un largo período, en capacidad de asumir completamente el costo financiero de estas

funciones, su abandono por parte del Estado constituyó una medida socialmente regresiva. Lo más

lamentable es que ambos rubros cuentan con evidentes ventajas comparativas para insertarse eficaz-

mente en la globalización. Por otra parte, mercantilización, y no privatización, porque los Fondos sin

dejar de ser agencias públicas comenzaron a funcionar como empresas privadas, aunque tienen una

función «compensatoria» y «redistributiva» que cumplir.

En 1992 se decidió una drástica reducción de la nómina del sector público agrícola. De unos 36.000

funcionarios en el MAC se pasó a sólo 10.000 en un corto plazo; en el IAN la nómina pasó de 4.000 a

1.500 personas y también se redujo el personal en otras agencias del sector. Los resultados prelimina-

res ya los hemos narrado. En la mayoría de las instituciones los mejores funcionarios, los que real-

mente tenían posibilidades en el mercado de trabajo, se retiraron y, en general, el sector se quedó con

un personal menos eficiente y con unos gerentes que sabían mucho de administración de empresas

pero poco o nada de agricultura. El elefante blanco era ahora más pequeño, pues nadie notaba 

su presencia.

A inicios de 1993 el Ministerio logró diseñar un plan de reestructuración para el sector. Pero la

lentitud burocrática del Estado nuevamente lo retrasó hasta inicios de 1994, muy tarde para que pu-

diera hacerse efectivo. En 1995, el nuevo gobierno decretó de nuevo la reestructuración. Nuevamente

se planteó la reducción de nómina, sin embargo, una vez más los sindicatos públicos lograron para-

lizar la reforma. En un contexto recesivo la prioridad otorgada por el gobierno a la paz laboral consti-

tuían un poderoso freno, al menos temporal, del proceso. Por otra parte, las políticas de austeridad en

el gasto público y la rigidez de la nómina conducirían a una estructura del presupuesto cada vez
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menos equilibrada entre las partidas de personal y las partidas de funcionamiento. El resultado fue

un mayor vacío de poder en el sector y un mayor deterioro en los servicios anteriormente prestados

por el Estado. Estos desenlaces evidenciaron la paradoja de un proceso de reestructuración en el que

han privado más la lógica burocrática y los mecanismos clientelares y partidistas que los supuestos

criterios de eficiencia de la reforma. 

D E S C E N T R A L I Z A C I Ó N Y R E F O R M A D E L S E C T O R P Ú B L I C O A G R Í C O L A

El inicio del programa de ajustes en 1989 no trajo como consecuencia un avance inmediato del proce-

so de descentralización iniciado con las reformas legales de 1988-89. Las primeras elecciones directas

de gobernadores y alcaldes tuvieron lugar en diciembre de 1989, por lo que los nuevos gobernantes no

tomaron posesión de sus cargos sino a inicios de 1990. Algunos gobernadores, como Tablante en

Aragua, asumieron inmediatamente un papel protagónico en el proceso al solicitar algunas de las

transferencias de competencias exclusivas y concurrentes definidas por la LOD. Otros, no tomaron

inicialmente conciencia de la legitimidad y poder que el nuevo marco jurídico les otorgaba. Las elec-

ciones de 1989 hicieron posible también una mayor pluralidad política en todas las instancias territo-

riales de gobierno. Para los partidos tradicionales que se habían alternado en el gobierno, pero nunca

lo habían compartido simultáneamente, esta nueva situación equivalía a una pérdida de su antiguo

poder. En los estados donde los candidatos electos eran del mismo partido que el Presidente de la

República, la tradicional lealtad de los gobernadores al presidente y al partido de gobierno se impuso

sobre el compromiso con los electores. En estos estados la reforma avanzó más lentamente.

En 1990, en el marco del PITSA, el MAC esbozó su propia visión de la reestructuración del sector. En

la sección anterior hicimos alusión a algunos de sus componentes, particularmente al achicamiento,

modernización y desburocratización de las agencias del gobierno central adscritas al ministerio. En

esta sección el esfuerzo se centra en otro componente del programa: la transferencia de algunas fun-

ciones desde las oficinas del ministerio localizadas en Caracas a sus oficinas en los estados y munici-

pios. Desconcentración de funciones, cuyo principal mecanismo fueron las UEDAs y las AMAs. La

imagen objetivo que el MAC se hizo de sí mismo, era la de un ministerio «rector», que desde el go-

bierno central diseñaría los planes y supervisaría su cumplimiento, pero que delegaría la ejecución

«hacia abajo» a estas oficinas que funcionarían como enlaces con las gobernaciones y alcaldías y

que, «hacia arriba», canalizarían las demandas de los agricultores hasta las oficinas centrales.

Estábamos en presencia de dos definiciones y enfoques diferentes del proceso de reforma: para el

1 5 5



L
a

 R
e

fo
r

m
a

 d
e

l 
E

s
ta

d
o

 e
n

 V
e

n
e

z
u

e
la

.
E

l 
s

e
c

to
r

 p
ú

b
li

c
o

 a
g

r
íc

o
la

 y
 e

l 
p

ro
c

e
s

o
 d

e
 d

e
s

c
e

n
tr

a
li

z
a

c
ió

n
 

MAC, se trataba de reasignar personal y actividades de unas oficinas centrales a otras en los estados y

municipios pero sin una efectiva cesión del poder de toma de decisiones. Para la COPRE, según se

plasmó en la LOD, se trataba de una efectiva transferencia no sólo de la capacidad de ejecución de las

políticas públicas sino también del poder de decisión desde el gobierno central a los gobiernos sub-

nacionales. Esta dualidad de definiciones y enfoques del proceso está en el origen de varios de los

conflictos de atribución y de liderazgo que habrían de manifestarse a lo largo del proceso de reforma.

En 1993, en el marco del gobierno de transición, se aprobó un gran número de transferencias de com-

petencias a los estados. No obstante, sólo algunos estados solicitaron la transferencia de las políticas

agrícolas. ¿Cómo explicar que en otros estados, donde el sector agrícola es predominante, no se hayan

solicitado estas competencias? Hay dos factores que explican la situación. Primero, en estados como

Aragua, Mérida o Sucre, a pesar del tradicional peso de la agricultura, la mayoría de la población es

urbana, por lo que los gobernadores, interesados en satisfacer a la mayoría de su electorado con miras

a una eventual reelección, otorgaron prioridad a los servicios sociales en las ciudades. Eso explicaría

también por qué en Aragua, donde la mayoría de los diputados a la Asamblea Legislativa provienen

de las circunscripciones electorales «rurales», fue la Asamblea y no el gobernador quien asumió la

mayoría de iniciativas de tipo agrícola o rurales. En otras palabras, la transferencia de competencias

supone también la existencia de diferentes mercados políticos segmentados social y territorialmente.

Segundo, lo que también ocurrió en la mayoría de los estados es que los gobernadores no mostraron

interés en asumir las competencias ejercidas por el MAC, ya que en gran medida las identifican con

una pobre gestión administrativa y más bien prefirieron crear agencias desde el inicio adscritas a la

gobernación. Fue el caso de los Fondos de Crédito Agrícola estadales. El resultado final consistió en

una innecesaria duplicidad de funciones y en los inevitables conflictos de atribución. Lo más grave es

que la ausencia de coherencia de estas decisiones le hace perder direccionalidad no sólo a los proce-

sos de reforma, sino también a la actuación del Estado en el sector.

Llama también la atención la multiplicidad de figuras legales y formas gerenciales adoptadas para

desempeñar los servicios asumidos por las gobernaciones de Estado. Predomina, sin embargo, una

tendencia generalizada, incluso por gobernadores de diferentes orientaciones políticas e ideológicas,

de «mercantilizar» las funciones asumidas por los estados. En algunos casos se han otorgado conce-

siones de manejo a empresas privadas sin ceder la propiedad de los activos. En otras se han transferi-

do servicios a fundaciones sin fines de lucro. Y también, se han creado agencias descentralizadas por

las gobernaciones (y las alcaldías) a fin de asumir las competencias.
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Estas innovaciones institucionales son coherentes con un proceso que ya ha sido suficientemente

analizado en la literatura académica acerca de las reformas del estado a nivel mundial, en el sentido

de una redefinición de las fronteras entre «lo público» y «lo privado», y acerca del surgimiento de los

«quangos» (del término en inglés), las organizaciones no gubernamentales cuasi-autónomas (cfr.

Pierson, 1996:102). Es importante, sin embargo, no confundir esta nueva institucionalidad que mezcla

elementos de las tradicionales esferas «públicas» y «privadas», con la tendencia también existente en

muchos procesos de reforma del Estado de reducir los derechos sociales de los ciudadanos como re-

sultado de las crisis fiscales y las tendencias a superar al «Estado benefactor». A fin de esclarecer el

punto, es importante contrastar dos diferentes enfoques sobre los posibles vínculos entre: por un lado,

el funcionamiento con criterios mercantiles de agencias que cumplen funciones que les son asig-

nadas por el Estado; y, por el otro, las políticas públicas con fines redistributivos (sociales) o com-

pensatorios (temporales)18 en contra de las políticas públicas con fines de incrementar la producción

con criterios de rentabilidad. El Programa de Solidaridad Social del gobernador Tablante en Aragua

nos sirve para ilustrar el primer enfoque; y el Programa de Extensión Agrícola (CIARA-BM) y el Fon-

do de Garantía para el Financiamiento de Pequeños y Medianos Productores (FCA-IAN-ICAP) para

ilustrar el segundo.

Uno de los objetivos de la estrategia del Programa de Solidaridad de Aragua era responder a necesida-

des sociales anteriormente no cubiertas por el Estado con un criterio de «cobertura social no exclu-

yente, llegando hasta los sectores de pobreza crítica» (Tablante, 1996:9). El gobernador cita como

ejemplo de este enfoque al Hospital Los Samanes, una fundación de derecho privado que cobra tari-

fas módicas a sus pacientes pero que también recibe fondos de la gobernación a fin de que no se

excluya a la población con menores recursos de los servicios del hospital. La Fundación, hasta donde

conocemos, parece funcionar con criterios contables netamente mercantiles, no obstante cumple una

función redistributiva (social), lo que justifica el subsidio por parte del Estado. En contraste, el enfo-

que que ha predominado en los programas del MAC, con posterioridad al PITSA, ha sido la mercanti-

lización con criterios de rentabilidad económica de algunas de las funciones que el Estado desem-

peñaba anteriormente criterios redistributivos (por ejemplo la dotación de servicios o infraestructura

a las zonas rurales pobres), o compensatorios (por ejemplo la oferta de extensión agrícola a
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18 Les llamamos «compensatorios» porque tienden a suplir las fallas o ausencias en los mecanismos del mercado. Implícita-

mente está en ellos presente, en mayor o menos grado, un criterio de temporalidad. Según ésto, el estado debería ofrecer el servi-

cio hasta tanto sus «clientes» estuvieran en condiciones de acudir a las empresas que compiten en el mercado a fin de satisfacer

su demanda del servicio.
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productores que de otro modo no tendrían acceso a la innovación tecnológica).

Esta imagen de mercantilización con criterios de rentabilidad económica también se evidencia si

realizamos una lectura crítica del cambio de discurso en los documentos pre y post-PITSA del MAC al

referirse a la población objetivo de sus programas. Con anterioridad al PITSA, los agricultores eran

identificados como «beneficiarios». Con posterioridad al PITSA, pasaron a ser identificados como

«clientes» y el ministerio se identificó a sí mismo como una «empresa de servicios» y a sus agencias

municipales (las AMAs) como «ventanas de atención al cliente». Por otra parte, los clientes deberán

co-financiar temporalmente una parte de los costos de los servicios hasta que, como resultado de los

programas, los financien completamente. Quedó explícito que, en un plazo determinado, quien no

pague no recibirá el servicio.

El Programa de Extensión (CIARA-BM) es uno de los servicios post-PITSA del MAC que mejor ilustra

el dilema entre criterios redistributivos en contra de los temporalmente compensatorios en una insti-

tución del Estado. Al comienzo, durante la fase de diseño del programa, sus funcionarios identifica-

ron una población objetivo que abarcaba tanto a los «pequeños» como a los «medianos» productores.

Durante tal fase del programa estaba implícita una mezcla de objetivos redistributivos (sociales),

complementarios (temporales) y productivos (rentables) en el diseño. Con el tiempo predominó el

criterio de que el programa debía dirigirse exclusivamente a los productores «viables», es decir a

aquéllos que o eran ya rentables o estaban en condiciones de serlo en un futuro próximo. Predominó,

por ende, un criterio de complementaridad temporal.

En el caso del Fondo de Garantía para el Financiamiento de Pequeños y Medianos Productores (FCA-

IAN-ICAP), se creó un fideicomiso de garantía de créditos para productores que administra la banca

comercial. En ese fondo los criterios que privan en el otorgamiento de los créditos son los de la banca

comercial. Los requisitos son poseer un documento de tenencia del IAN y cumplir con unos requi-

sitos mínimos de superficie en determinados cultivos considerados rentables según zonas. En este ca-

so el criterio que predominó es el de rentabilidad económica. Cabe preguntarse, entonces, si no sería

mejor resolver el problema jurídico de titularidad de los productores para que estén en condiciones de

acudir al mercado crediticio directamente, en lugar de subsidiar con fondos del Estado a productores

que, si se resolviera el problema de tenencia, no tendrían necesidad de acudir a la mediación del

Estado para satisfacer sus necesidades de crédito.

En 1994 el gobierno recién electo a nivel nacional no contaba con la lealtad política de la mayoría de

los gobernadores de estado y alcaldes del país. El proceso de descentralización, iniciado en 1989 pero
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fortalecido durante el gobierno de transición, pasó a ser percibido desde el gobierno nacional como

un riesgo político que había que detener. Anteriormente narramos algunos de los pasos que dio el

presidente para revertir los avances del período anterior. El debate sobre el Fondo Intergubernamen-

tal para la Descentralización (FIDES) puso de nuevo de manifiesto los vínculos entre la descen-

tralización administrativa y la descentralización financiera, y entre ellas y los problemas políticos de

fondo que subyacen a toda reforma del Estado. Cito, por considerar que resume admirablemente en

una frase la situación presentada con el FIDES, lo señalado por un analista:

Toda la pelea con el FIDES ha sido para que los gobernadores y alcaldes le pidan plata al gobierno

central. Y, en la medida en que obtienen el dinero, se reduce su capacidad de ser beligerantes.

(Ángel Álvarez, CIES, 1997).

En 1995, en un contexto cada vez más recesivo, estalló de nuevo el problema de los «pasivos labo-

rales» en los servicios que habían sido transferidos a los estados lo que incidió en el congelamiento

temporal, por parte de los gobernadores, de algunas de las nuevas solicitudes. Por ejemplo el caso de

Aragua donde el surgimiento de huelgas en los servicios de salud motivó un cambio de prioridades en

la agenda de trabajo del nuevo gobernador. A diferencia del anterior gobernador, quien había otorga-

do prioridad a los programas sociales, el nuevo gobernador enfatizó el crecimiento económico y la

paralización de las transferencia de competencias ya solicitadas hasta tanto no se resolviera el proble-

ma político de fondo acerca de los criterios de distribución de los ingresos del estado entre el gobier-

no central y los gobiernos subnacionales. Entonces se congeló indefinidamente la transferencia de

competencias agrícolas al estado. No obstante, a mediados de 1995, el MAC aceptó explícitamente su

incapacidad para utilizar gran parte de los recursos financieros logrados en el PITSA. El vencimiento

del préstamo tuvo que ser reprogramado. Incapacitado de llevar a cabo el programa, incluso en los

nuevos plazos acordados con el Banco Mundial, el ministerio planteó a los gobernadores la necesidad

de incluir a los estados en la ejecución del programa. El gobierno central, al menos en el sector públi-

co agrícola, estaba incapacitado para cumplir sus compromisos internacionales. La ironía era que, a

pesar de que el gobierno nacional no había modificado su desconfianza hacia el proceso de descen-

tralización, la credibilidad del Estado en cumplir sus compromisos internacionales se vinculaba a

una transferencia de funciones a los gobiernos subnacionales.

Aunque no resolvía el problema político de fondo: el hecho de que el surgimiento de actores regiona-

les cada vez más independientes de las elites de poder tradicionales cuestionaba la viabilidad futura

de los viejos partidos y del Estado centralista que ellos crearon.
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L A R E F O R M A M U N I C I PA L Y E L I M PA C T O D E L O S P R O G R A M A S D E A J U S T E

Las reformas a la Ley Orgánica del Régimen Municipal y a la Ley Orgánica del Sufragio, en junio y

en septiembre de 1989, crearon las bases jurídicas para la extensión del proceso de descentralización

desde el gobierno central hasta los municipios. La Constitución de 1961 les había otorgado, formal-

mente, autonomía legal al municipio para que desempeñara un conjunto de competencias específicas

a nivel local, así como la facultad de generar ingresos para que pudiera desempeñar eficientemente

sus funciones. En el período pre-reforma, sin embargo, la creciente centralización del estado y el

estilo de crecimiento adoptado, tuvieron como consecuencia una pérdida substantiva de la autonomía

y la capacidad institucional de los gobiernos municipales.

En 1988 la elección de los alcaldes constituyó el inicio de un proyecto de devolución substantiva de

poderes desde el gobierno central a los gobiernos locales. En el espíritu de los reformadores, el poder

otorgado a los alcaldes sería limitado, no sólo por el Concejo Municipal sino también por los electo-

res. Al menos cada tres años el alcalde tendría que rendir cuentas a unos electores con quienes gene-

ralmente tenía un trato cotidiano. La democratización del estado, a todos los niveles, desde los go-

biernos locales hasta el gobierno central, constituía el objetivo último de la reforma del Estado

iniciada en 1988-89.

El proceso de restructuración del MAC tuvo también importantes efectos en los municipios rurales.

El análisis comparativo de los casos de Pueblo Llano, Zamora y Cajigal, tiene como finalidad distin-

guir lo que es lo especifico a cada uno y las tendencias comunes de los tres casos analizados. En un

primer momento centraremos la atención en los resultados de la reforma municipal iniciada en 1989

para, posteriormente, centrarnos en el análisis de los efectos locales de las políticas de reestructura-

ción del gobierno central del MAC y sus agencias.

Los efectos locales de la reforma municipal

En 1989, en Zamora (Aragua), fue electo alcalde el candidato de Acción Democrática, partido que

también ganó las elecciones para la presidencia de la República. Simultáneamente, en las elecciones

estadales era electo como gobernador el candidato del MAS, partido que también resultó triunfador

en las elecciones para elegir alcalde en siete de los quince municipios del estado. En este escenario

político, el gobernador se convirtió en uno de los principales abanderados del proceso de descentrali-

zación. A fin de reforzar su vínculo con las alcaldías, donde contaba con un buen número de aliados,

el gobernador tuvo la iniciativa de fortalecer el proceso de transferencia de competencias y poderes

llevándolo hasta los municipios. Fue así que tuvo origen una innovación institucional, no
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contemplada ni en la ley de descentralización (la LOD) ni en la reforma a la Ley Orgánica del

Régimen Municipal (la LORM): el mecanismo de Transferencia Estado-Municipio (TEM). El TEM

incrementaba el situado que, según la LOD, la gobernación debía repartir entre los municipios. El re-

quisito era la firma de un convenio formal entre la gobernación y la alcaldía. No obstante en el caso

de Zamora, bien por razones políticas o por trabas burocráticas en 1992, la alcaldía nunca firmó un

convenio de TEM, por lo que no tuvo acceso al programa. En diciembre de 1992 resultó electo alcalde

el candidato de AD, y a nivel del estado fue reelecto el gobernador del MAS. Este último partido había

perdido tres de las siete alcaldías en las que gobernaba anteriormente. En este nuevo escenario polí-

tico, la gobernación decidió transferir los fondos del TEM, no a cambio de la firma de un convenio

general como antes, sino a cambio de proyectos de inversión que las alcaldías le debían presentar

para que la transferencia de fondos fuera aprobada. El nuevo procedimiento dejaba en manos de la

gobernación la evaluación y aprobación de los proyectos y facilitaba al gobernador un mayor control

en el empleo de los recursos.

El caso de Cajigal, en Sucre, ilustra un escenario político mucho más complejo y difícil al inicio de la

reforma municipal. En las elecciones de 1992 la mayoría de los alcaldes electos eran de un partido

diferente al del gobernador. En este escenario político, la estrategia del gobernador a fin de consoli-

dar su poder en los municipios fue desconocer, no formalmente pero sí en la práctica, la existencia de

los alcaldes. En cada municipio, las Oficina de Atención al Ciudadano (OAC), coordinadas por los

prefectos, constituían verdaderas alcaldías paralelas, lo que condujo a relaciones súmamente conflic-

tivas entre el gobernador y los alcaldes hasta que concluyó el período. En las elecciones de 1995 el

gobernador fue reelecto, y en las elecciones municipales su partido en coalición con otros, el

principal partido de oposición en el estado perdió las elecciones en varios municipios, por lo que en

el estado surgió una nueva correlación de fuerzas políticas. En ese nuevo escenario, el gobernador

reelecto cambió su estrategia hacia las alcaldías. Su nueva política fue tomar la iniciativa en proponer

el cofinanciamiento para obras de infraestructura y de mejoras en los servicios sociales de los muni-

cipios. Como vemos, en ambos casos, en Aragua y Sucre, los factores políticos más que ningún otro

factor determinaron tanto el rumbo como el ritmo de la reforma del poder municipal y sus relaciones

con los gobiernos estadales.

Entre 1989 y 1996 se crearon en Cajigal unas serie de Asociaciones de Vecinos, como consecuencia

de los mecanismos de participación de la sociedad civil establecidos por la Ley Orgánica del Régi-

men Municipal (LORM). Una serie de movimientos sociales reinvindicativos tuvieron su origen en el
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surgimiento de tales asociaciones. Con el tiempo, las Asociaciones de Vecinos, electas popularmente,

tendieron a desplazar a los Sindicatos Agrarios, cuyos líderes seran frecuentemente designados por

los dirigentes políticos, como instancia de intermediación en la búsqueda de soluciones a los pro-

blemas locales.

El municipio Pueblo Llano, a diferencia de Cajigal y Zamora, es de reciente creación. Con anteriori-

dad formaba parte de un distrito, cuya capital está a más de tres horas por carretera. La creación del

municipio y la elección del alcalde tuvieron como consecuencia una radical transformación de la vida

política local. Con anterioridad a las elecciones de 1989, los partidos políticos tradicionales tenían

muy poca presencia en la zona. La política, para la mayoría de los habitantes del municipio, era algo

distante, que asociaban con el gobierno nacional, el estado o el distrito. La mayoría se identificaba

con algún partido político pero no militaban en ninguno. La creación del municipio proporcionó a la

antigua parroquia una significativa fuente de ingresos como consecuencia de su participación, por

primera vez, en el situado. En Cajigal y Zamora, municipios anteriormente existentes, el proceso de

descentralización trajo consigo un súbito incremento de los ingresos, mayormente también por la vía

del situado. El problema que ésto planteó a los municipios era ¿con base en qué criterios? y ¿para qué

fines asignar estos recursos?. No descartamos que, en un primer momento, el resultado haya sido el

reforzamiento de anteriores vínculos clientelares entre los líderes políticos locales y sus electores.

Estos vínculos ya existían, pero era ahora posible fortalecerlos con los mayores recursos de que

disponían los municipios. Con el tiempo, sin embargo, las relaciones clientelares en las dinámicas

sociopolíticas locales tendieron también, si no a ser completamente suplantadas al menos comparti-

das, y sin lugar a duda cuestionadas, por el surgimiento de nuevos agentes que liderizan formas de or-

ganización social completamente novedosas. Más aún, muchas de estas organizaciones surgieron a

fin de dar cuenta de situaciones para las cuáles no tienen respuesta las organizaciones políticas o

clientelares tradicionales.

Más allá de lo anecdótico, el profundo significado político de las historias locales narradas en el

capítulo destinado a los estudios de caso en los municipios, es destacar las inmensas posibilidades

que las reformas jurídicas de 1988-89 crearon para el surgimiento de nuevas organizaciones sociales,

en gran medida autónomas y con una relativamente alta capacidad para lograr sus fines, en respuesta

a las nuevas situaciones que el ajuste estructural y la reforma del Estado están creando en las

comunidades rurales.
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Los efectos en los municipios rurales de la reestructuración del MAC y sus agencias

La Constitución de 1961 atribuyó a los municipios una serie de competencias exclusivas que pudiéra-

mos considerar «urbanas»: el ordenamiento urbanístico, la prestación de servicios de transporte pú-

blico, la ordenación del tránsito automotor, el abastecimiento de productos de primera necesidad, el

aseo urbano y domiciliario, la supervisión de los espectáculos públicos, la protección civil, y la pro-

moción de actividades culturales y deportivas. La única función que pudiera estar más directamente

relacionada con las actividades agrícolas, aunque no exclusivamente, es la protección del ambiente,

también atribuída al municipio. En 1989 la LORM asimismo confirió a los municipios una serie de

competencias compartidas, mayormente vinculadas a los servicios «sociales», a excepción de la

construcción y el mantenimiento de la vialidad rural. Es evidente, por lo tanto, el sesgo «urbano» de la

legislación en relación con los municipios. Lo que, en gran medida, explica los sesgos «asistencia-

listas» que los gobiernos municipales heredaron del período anterior. No ha habido intentos serios

hasta el presente de corregir estos sesgos en los municipios rurales.

Dos investigadores bolivianos, refiriéndose a la reforma municipal en su país, realizaron algunas re-

flexiones que, a mi juicio, son relevantes en el caso venezolano:

Los municipios mantienen un sesgo hacia los servicios sociales y no aparecen como principales

facilitadores de la producción, hecho que pondrá rápidamente en cuestión su misma sostenibilidad

financiera por la incapacidad de elevar los ingresos propios y mantenerse casi exclusivamente con

los recursos de coparticipación. (Urioste y Baldomar, 1997:1).

El Informe sobre la Descentralización en Venezuela 1993, del Ministro para la Descentralización, al

hacer entrega al Congreso de la memoria de su gestión, planteaba que:

Dependiendo de las características económicas de los Estados y Municipios, éstos deberían crear

instancias organizativas especializadas para el sector agrícola que además de participar en las fun-

ciones compartidas, se encargarían de asumir las funciones que se detallan a continuación: la viali-

dad rural, construcción y administración de sistemas de riego, gestión de los programas integrales

de desarrollo agrícola, la infraestructura de mercadeo agrícola (mayorista, detallista, frigoríficos y

mataderos), investigaciones estadísticas especiales, el registro y control de hierros y señales, las

ferias y exposiciones agropecuarias, la promoción y supervisión de cooperativas y otras organiza-

ciones campesinas, programas de abastecimiento estadal y municipal, y promoción de proyectos y

gestión de inversiones nacionales e internacionales. (Brewer-Carías, 1994:722-3).

El Congreso nunca asumió la tarea planteada por el Ministro para la Descentralización, por lo que el
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sesgo urbano de los municipios rurales no ha sido corregido y las competencias agrícolas a las que se

hacía alusión en la cita anterior no han sido transferidas desde el gobierno central a los estados y

municipios. En este contexto de indefinición de competencias entre los diferentes niveles de gobier-

no, el MAC –como señalamos anteriormente– procuró avanzar su propio programa de reestructura-

ción, para lo cual tomó la iniciativa de desconcentrar algunas de sus funciones hacia agencias

localizadas en las capitales municipales. El resultado no fue exitoso, veámos por qué.

En 1991 el MAC tomó la iniciativa de reestructurar algunos de estos servicios a nivel local para lo cual

creó para la figura jurídica de las AMAs: las Agencias Municipales Agrícolas. Se suponía que las

agencias iban a coordinar sus actividades con las alcaldías, las gobernaciones, y las oficinas del MAC

en las capitales de los estados. En la práctica, ni las alcaldías ni las gobernaciones manifestaron gran

interés por coordinar sus acciones con el MAC. En lugar de una auténtica municipalización de los ser-

vicios, las agencias del MAC fueron percibidas por los gobiernos municipales como una nueva inge-

rencia del gobierno central en su territorio. En la ausencia de algún fundamento jurídico que justi-

ficara su existencia o de acuerdos políticos entre las partes, en 1992 las AMAs terminaron por

desaparecer.

En 1994 el MAC tomó nuevamente la iniciativa de «municipalizar» un nuevo servicio de extensión

agrícola dirigido a los municipios rurales del país: el Programa de Extensión Agrícola. Como señala-

mos anteriormente, en cada municipio rural, se contrataría a una empresa u ONG la cual implementa-

ría los servicios de extensión agrícola, capacitación y fortalecimiento institucional. El supuesto

básico era que en un plazo prudencial estos servicios serían contratados por las asociaciones de bene-

ficiarios. La direccionalidad inicial del programa, a mi juicio, era evidente. Estaba basada en dos im-

portantes objetivos estratégicos. En primer lugar, la apertura económica, que tiene como finalidad

una profunda reconversión productiva de la agricultura, un sector productor de bienes potencialmen-

te transables. Esta reconversión no puede lograrse sin una íntima vinculación entre la investigación

agrícola y la extensión de nuevos conocimientos a los agricultores. Ambas, a su vez, deberían estar

claramente dirigidas hacia el logro de la reconversión productiva con base en las ventajas compara-

tivas y competitivas con las que el país cuenta, o podría contar de establecerse los requisitos previos

para ello. Por ello el programa, al menos en sus formulaciones iniciales, partía del supuesto de una

clara conexión entre el FONAIAP y CIARA, la agencia encargada de su ejecución. En 1994 el

FONAIAP estaba en proceso de reestructuración y en 1992 se había iniciado un préstamo del BID para

la ejecución de un PRODETEC II, programa destinado a fortalecer a la institución. Las reformas en el
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componente de investigación estaban, por lo tanto, supuestamente cubiertas por el programa de ajus-

te. Sólo faltaba recrear el componente de extensión agrícola, establecer una mediación entre la inves-

tigación y los agricultores, vacío que estaba destinado a llenar el Programa de Extensión Agrícola. En

segundo lugar, desde su comienzo era conveniente vincular lo más posible a los agricultores al Pro-

grama, pues su cofinanciamiento inicial por el Banco Mundial y el MAC sería transitorio. El objetivo

era transferir completamente tanto la ejecución como el financiamiento del programa a los munici-

pios y a los agricultores organizados en un plazo prudencial.

A mi juicio, el Programa, tal como se está ejecutando a nivel nacional y como el estudio de caso en el

municipio Zamora reveló, ha perdido de vista estos dos objetivos iniciales. Por una parte, porque la

conexión entre el FONAIAP y el Programa de Extensión es prácticamente inexistente y nula su vincu-

lación con los planes agrícolas de la gobernación. Al no establecerse una conexión orgánica entre

extensión e investigación, y entre ésta y reconversión productiva, el programa adolece de una falta de

direccionalidad estratégica en el contenido de su oferta de capacitación. En otras palabras, no se fun-

damenta en un estudio de las ventajas comparativas o competitivas del país y del municipio Zamora,

lo que hace que se pierda de vista el primer objetivo estratégico. Por otra parte porque en Zamora

observamos una casi completa desvinculación entre la Alcaldía y la Agencia de Extensión. La Alcal-

dia no manifiesta ningún interés en el Programa. Lo que, en gran medida, pudiera ser imputable a los

tradicionales sesgos «urbanos» de los municipios venezolanos, pero también a la ausencia de un plan

agrícola coherente que oriente las prioridades de los gobiernos locales. Más aún, la resistencia de los

agricultores a pagar sus cuotas de cofinanciamiento, por haber sido el Programa impuesto «desde

arriba», sin consulta a las organizaciones de base de los agricultores, atenta contra la sostenibilidad a

mediano y largo plazo del servicio de extensión. Lo que hace pensar que se está perdiendo de vista el

segundo objetivo estratégico y con él la direccionalidad de todo el programa.

La reestructuración del Fondo Nacional del Cacao (FONCACAO) en 1991, tuvo un gran impacto eco-

nómico en el municipio Cajigal, uno de los mayores productores de cacao del país. Con la reestructu-

ración del Fondo desaparecieron la asistencia técnica y el crédito subsidiado a los pequeños

productores, el sector social predominante en la zona. En Cajigal, como en el resto de las localidades

cacaoteras del país, el Fondo pasó a ser una empresa más en el mercado, dejando de garantizar un

precio mínimo a los agricultores. A pesar de ser el cacao uno de los cultivos que cuenta con mayores

ventajas comparativas manifiestas para la exportación, el caso de Cajigal de nuevo muestra la dificil

reconversión de los pequeños productores al someterlos inesperadamente a los mecanismos del
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mercado sin que medie ninguna intervención «compensatoria» por parte del Estado. Este caso tam-

bién mostró cómo, al menos en cultivos con grandes ventajas comparativas para la exportación, el

vacío generado por el retiro del Estado rápidamente es ocupado por otros agentes con interés en

obtener ventajas económicas de la nueva situación. El peligro es la exclusión de la mayoría de los

productores, juzgados ineficientes, como consecuencia de la mercantilización de los servicios.

El caso de Pueblo Llano es ilustrativo de los efectos locales del retiro de facto del MAC de sus

tradicionales funciones sin tomar las previsiones para facilitar la transición. En un período en el que

el cultivo de la papa estaba experimentando un notable auge en el municipio, en gran medida como

consecuencia inesperada de los programas de ajuste, la oficina del MAC en la zona, una de cuyas fun-

ciones era la administración de los sistemas de riego, experimentó un gradual deterioro de los servi-

cios proporcionados a los agricultores como resultado de la reducción del personal y los recursos

para continuar operando eficientemente. En este caso, sin embargo, el vacío no fue ocupado por

ninguna empresa o agencia externa sino por los agricultores locales quienes lograron transformar

gradualmente los antiguos comités de riego, de simples mecanismos para que los técnicos del MAC

impartieran instrucciones a los usuarios, en verdaderas organizaciones autogestionadas que han asu-

mido la regulación y el manejo del agua, un importante recurso productivo local. El resultado final

fue una «municipalización» de facto de los sistemas de riego, debido a la ausencia, no formal pero si

substantiva, del gobierno central.

El caso de Pueblo Llano también ilustra el surgimiento de nuevas organizaciones locales, cuyas fun-

ciones tuvieron que extenderse más allá de las fronteras nacionales a fin de dar cuenta de las situa-

ciones que han surgido en el marco de los programas de ajuste, y más concretamente de la apertura

comercial. La historia ya la narramos anteriormente. Como sabemos la firma de un tratado de libre

comercio entre Venezuela y Colombia en 1992 dio origen en 1993 a la caída de los precios de la papa

como resultado de las importaciones del tubérculo de Colombia. Lo importante es destacar el pro-

fundo significado que tiene el hecho de que los agricultores locales, a fin de luchar por la recupera-

ción del precio de su principal producto y una vez que fracasaran sus intentos de hacer lobby ante las

autoridades nacionales, se vieron confrontados a la necesidad de innovar organizativamente, crear

una asociación nacional de paperos y negociar directamente con los paperos colombianos. Es notable

también que el éxito de estas gestiones haya sido la modificación de facto de un tratado de «libre»

comercio bilateral, convirtiéndolo en un mercado «administrado» por los mismos productores.
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U N I N T E N T O D E S Í N T E S I S

En las secciones anteriores me propuse explicar el proceso de reforma del Estado venezolano en el

sector público agrícola desagregándolo en sus diferentes componentes: el programa de ajuste, sus

impactos sobre el sector agrícola, la reestructuración del MAC y sus agencias, y los impactos de los

procesos de descentralización y reforma municipal en los municipios rurales. En esta sección me

propongo lograr una visión del proceso en su conjunto: realizar una síntesis de los aportes de cada

componente y explorar sus interrelaciones. Se trata ahora de evaluar la direccionalidad general de la

reforma, sus diferentes ritmos en el período transcurrido desde su inicio y los aportes de cada uno de

sus componentes a sus resultados hasta el presente.

No obstante, Una visión de conjunto del proceso supone, verlo desde dos diferentes perspectivas.

Desde un punto de vista, la reforma como un proceso de cambio institucional; desde otro punto de

vista, la reforma como un proceso de cambio sociopolítico. Con todo, ambas perspectivas constitu-

yen los dos lados de una misma moneda.

La reforma del Estado como un proceso de cambio institucional

La primera imagen que surge al visualizar la reforma como un proceso de cambio institucional es la

de una creciente heterogeneidad de niveles, agencias y funciones. Un gobierno nacional ahora efecti-

vamente compartido entre el gobierno central, 23 gobernaciones de estado, y un número creciente de

gobiernos municipales (330 según los últimos datos disponibles). Todos dotados, con posterioridad al

inicio del proceso, de capacidades variables para llevar a cabo sus propias agendas políticas y progra-

mas de trabajo.

Como resultado del proceso de reforma, y a pesar de los repetidos esfuerzos por reducir el tamaño del

Estado (no sólo la nómina sino también el número de agencias y funciones), particularmente del go-

bierno central, el número de agencias que ahora forma parte del Estado se incrementó considerable-

mente. Lo que en gran medida es el resultado de las decisiones de los gobiernos subnacionales para

desempeñar sus funciones con suficiente autonomía del gobierno central.

La creciente heterogeneidad de niveles, agencias y funciones constituye, a su vez, el resultado final,

agregado, de decisiones de política que se tomaron en diferentes momentos durante el proceso, en los

tres niveles de gobierno. Cada una de ellas, a su vez, fue el resultado de diferentes historias, en las que

fueron protagonistas diversos agentes, y que respondieron a múltiples causalidades. Considero con-

veniente agrupar tales cambios institucionales en tres grandes tipos.

Un primer conjunto de cambios ha estado vinculado a la política de descentralización del Estado. Las
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reformas legales de 1988 y 1989 dieron inicio al proceso. Sus principales mecanismos son las transfe-

rencias de competencias y servicios, y de recursos financieros, desde el gobierno central a los gobier-

nos subnacionales. Pero ni las competencias y servicios transferidos a cada entidad fueron los

mismos ni los flujos de recursos que las acompañaron fueron equivalentes, lo que en gran medida fue

el resultado del gran número de agentes que desde los diferentes niveles de gobierno participó en el

proceso, cada uno de ellos con sus propias agendas políticas. Más aún, dependiendo de la prioridad

otorgada por las diferentes administraciones que se sucedieron en el gobierno central a la política de

descentralización como objetivo central de la reforma, el número de transferencias desde Caracas 

a los gobiernos subnacionales se aceleró o estancó y la direccionalidad general del proceso avanzó 

o retrocedió.

Un segundo conjunto de cambios, está vinculado al abandono –completo o parcial– por parte de

algunas agencias del gobierno central de las competencias y servicios que anteriormente venían de-

sempeñando. Estos cambios constituyen el resultado, en gran medida no-intencional, de las múltiples

contingencias que intervinieron en el desarrollo del programa de ajuste estructural iniciado en 1989.

Lo importante aquí es resaltar que estos vacíos institucionales generados por el retiro del gobierno

central de sus funciones tradicionales dieron origen a diferentes tipos de respuesta por parte de los

agentes sociales no-gubernamentales y de los gobiernos subnacionales. En algunos casos, el vacío

fue llenado espontáneamente por empresas privadas, lo que equivale a una privatización de facto de

la competencia o servicio19. En otros casos fueron los gobiernos municipales o las gobernaciones de

estado los que tomaron la iniciativa y crearon nuevas agencias a fin de asumir la competencia o servi-

cio abandonado por el gobierno central, sin que para ello mediara ninguna transferencia formal ni de

la función ni de los activos. Constituye, por lo tanto, una descentralización de facto o incompleta20.

Por último, en algunos casos, fueron los antiguos usuarios del servicio quienes asumieron su admi-

nistración y manejo, lo que equivale a una «privatización colectiva» de la función sin que para ello

haya mediado tampoco ninguna decisión formal por parte del gobierno central. Lo más frecuente, sin

1 6 8

19 Nos referimos a una privatización de facto, en el supuesto de que no haya habido una cesión o venta de los activos públicos.

20 En general, la descentralización de competencias y servicios dió origen a dos modalidades institucionales dignas de mención.

Por una parte, la creación de una nueva agencia pública administrada directamente por el gobierno estadal o municipal. Por otra

parte, la creación de lo que anteriormente en el texto denominamos un «quango», una agencia que combina criterios mercantiles

«privados» (de rentabilidad) y «públicos» (redistributivos) en su administración. Lo que, desde un punto de vista, puede ser identi-

ficado como una «mercantilización» de la función pública, más que una «privatización»; aunque, desde otro punto de vista y depen-

diendo de si es temporal o definitiva, puede ser percibido como una superación de los límites entre «lo público» y «lo privado».



A
n

á
li

s
is

 c
o

m
p

a
ra

ti
v

o
 y

 s
ín

te
s

is

embargo, fue que la agencia del gobierno central no desapareció completamente y que intentó poste-

riormente asumir parte de sus funciones o alguna capacidad de regulación sobre ellas, lo que generó

no sólo una evidente duplicidad de personal y de funciones, sino también inevitables conflictos de

competencia. Más grave aún, retomando nuestro punto de vista original, es el impacto que estas fal-

tas de coordinación y coherencia en las políticas públicas pudieran llegar a tener en la pérdida de dir-

eccionalidad y de unidad de gestión estratégica del proceso de reforma en su conjunto.

Por último, un tercer conjunto de cambios institucionales, menos frecuentes pero no por eso menos

significativos, constituye el resultado de las decisiones tomadas por algunas gobernaciones de estado

y gobiernos municipales de asumir competencias o servicios completamente nuevos. En otras pala-

bras, de asumir funciones que anteriormente no habían sido consideradas necesarias o válidas por

parte de ninguna otra agencia de gobierno. Llaman la atención estas innovaciones institucionales.

Apuntan al surgimiento de una contratendencia en relación con la tendencia predominante del proce-

so desde su inicio. Como sabemos, el supuesto que subyace al programa de ajuste estructural iniciado

en 1989, del cual la reforma del Estado constituye sólo un componente, es que los mecanismos del

mercado son en general más eficientes y transparentes que los mecanismos discrecionales del Estado

para asignar recursos, y satisfacer las preferencias individuales de los ciudadanos. «Más mercado y

menos Estado» fue, hasta fecha reciente, el principal leitmotiv de la reforma.

No está claro aún, por lo incompleto del proceso, hacia dónde apunta esta contratendencia, si es

permanente o no, o si más bien constituye un resultado pasajero de la agenda política de algún gober-

nante de turno sin mayor impacto en la futura agenda de reformas del Estado en su conjunto. Lo im-

portante es que ella señala dos resultados no-intencionales y, no siempre deseados, del proceso. Por

una parte, el surgimiento de nuevas necesidades manifiestas o reivindicaciones en diferentes sectores

de la población, ya sea como consecuencia de los impactos «negativos» del ajuste sobre ellos, o del

resultado «positivo» de un incremento de sus expectativas de bienestar como su consecuencia. Nece-

sidades o reivindicaciones que los gobiernos, o sus electores, estimaron que no podían ser resueltas,

al menos temporalmente, por los mecanismos del mercado, por lo que decidieron añadir nuevas fun-

ciones a las ya supuestamente abultadas competencias del Estado. Por otra parte, la tendencia apunta

también al surgimiento de proyectos de reforma «alternativos», por parte de algunos gobernantes

nacionales o subnacionales. Proyectos que han estado basados en el supuesto de que era necesario

distanciarse, temporal o permanentemente, de los mecanismos del mercado a fin de lograr una mayor

eficiencia asignativa o distributiva entre los ciudadanos.
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A partir de estos resultados, muy variables y contradictorios, sería fácil concluir que el proceso de

reforma del Estado venezolano en su conjunto ha perdido su direccionalidad inicial. Ésta sería, a mi

juicio, una conclusión apresurada (porque el proceso aún no ha concluído) y demasiado superficial

(porque sólo estaría basada en sus cambios formales o institucionales). A pesar de sus avances y re-

trocesos, de los circunstanciales cambios de rumbo, del manifiesto desbalance entre sus diferentes

componentes, de la pérdida de capacidad de algunas agencias del Estado para desempeñar sus fun-

ciones y hacer cumplir sus reglas, e incluso de los efectos no-intencionales e indeseados de las políti-

cas que lo integran, ha existido un hilo conductor en el proceso que le ha otorgado una relativa unidad

y coherencia a las políticas específicas, arriba analizadas. Este hilo conductor es el programa de ajus-

te estructural iniciado en 1989 (el Gran Viraje), parcialmente interrumpido en 1993 (durante el go-

bierno de transición), parcialmente desviado de su curso entre 1994 y 1995 (los programas de estabili-

zación de la primera etapa del presidente Caldera), y reanudado con posterioridad a abril de 1996 (la

Agenda Venezuela).

Al inicio del trabajo argumenté que el programa de ajuste estructural iniciado en 1989 constituyó el

resultado de dos proyectos: uno que denominamos «exógeno», el programa de estabilización y ajus-

tes macroeconómicos propuesto por las agencias multilaterales a los países excluídos de los merca-

dos financieros mundiales con posterioridad a la crisis de la deuda y otro, que denominamos «endó-

geno», el proyecto de reforma del Estado inicialmente propuesto por un sector de empresarios priva-

dos, y posteriormente adoptado con múltiples modificaciones por los gobiernos nacionales y por

algunos grupos de poder subnacionales interesados en dotar al proceso de contenidos más federa-

tivos, democráticos y redistributivos.

El programa inicial, a pesar de su casi completa pérdida de legitimidad ante la mayoría de los sec-

tores sociales internos durante gran parte del proceso, se mantuvo inalterado en sus supuestos y pro-

puestas fundamentales, aunque no en la prioridad otorgada a sus diferentes componentes y en el con-

tenido de algunas de sus políticas específicas. Precisamente tal combinación de absoluta fidelidad a

los postulados doctrinales originales, aunada a una gran flexibilidad en sus propuestas concretas, fue

la que hizo posible la relativa continuidad y direccionalidad de todo el proceso, a pesar de sus oca-

sionales interrupciones y cambios de rumbo.

El contenido doctrinario original y la receta normativa básica del proyecto continúan siendo los

mismos: «que los mecanismos del mercado son en general más eficientes que los mecanismos dis-

crecionales del Estado…» No obstante, con posterioridad al inicio de la reformas las prioridades del
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programa, sus contenidos específicos y las recetas de política más concretas variaron.

Con el tiempo, los reformadores se percataron de que los supuestos beneficios automáticos del ajuste

no estaban llegando hasta los más desfavorecidos. Surgieron así las políticas compensatorias dirigi-

das a minimizar los costos sociales del ajuste a los temporalmente «desplazados» o permanentemen-

te «no enganchados» en el proceso. Con mucha mayor lentitud se hicieron también conscientes de

que los equilibrios sociales preestablecidos estaban siendo profundamente quebrantados, sin la posi-

bilidad de que fueran substituídos rápidamente por nuevos pactos sociales, minando no sólo la

gobernabilidad del sistema político sino incluso la sostenibilidad del programa de reformas en el

mediano o largo plazo. Por lo que los reformadores tuvieron que aceptar, al menos temporalmente, el

regreso a algunos controles discrecionales, y la prioridad otorgada a medidas con una intencionalidad

eminentemente política como la descentralización, en detrimento de los componentes de liberaliza-

ción de mercado del programa.

Desde hace poco, parcialmente como resultado de cambios en el entorno económico-político mun-

dial, y más importante aún, debido al aprendizaje de las agencias multilaterales de sus repetidos

fracasos en los programas de ajuste llevados a cabo en diversas partes del mundo, los planteamientos

doctrinarios del programa de reforma se han flexibilizado aún más, llegando incluso a modificarse

algunos de sus postulados básicos iniciales. Uno de los cambios más importantes es el mayor peso

que actualmente otorgan a la construcción de las instituciones necesarias y los mecanismos regulato-

rios para que los mecanismos de mercado se acerquen a la eficiencia asignativa óptima que sólo exis-

te en los libros de textos de la economía neoclásica. Que el Estado contribuya a construir mercados

donde no existen, y proporcione los servicios que las empresas privadas están imposibilitadas de ga-

rantizar, constituyen importantes elementos del leitmotiv actual de la reforma. Más importante inclu-

so, a mi juicio, es la aceptación de funciones redistributivas «compensatorias» por parte del Estado

con la finalidad de garantizar la gobernabilidad del sistema político, y en definitiva, la sustentabilidad

misma del programa.

Todas estas transformaciones en el plano institucional equivalen también a una redistribución de las

relaciones de poder al interior del Estado, entre el Estado y los ciudadanos, y entre el Estado y los

agentes de poder supranacionales, lo que pasamos a considerar ahora.

La reforma del Estado como un proceso de cambio sociopolítico

Esta última sección tiene dos objetivos. Primero, demostrar que en el período analizado, como conse-

cuencia del proceso de reforma, ocurrieron profundas transformaciones en las relaciones de poder al
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interior del Estado, entre el Estado y los ciudadanos; y entre el Estado y los agentes de poder suprana-

cionales. Segundo, demostrar que tales vínculos no son lineales ni unívocos, sino que en todo mo-

mento, las reformas constituyeron el resultado de procesos de negociación entre los diferentes agen-

tes involucrados, tanto al interior del Estado, como en las relaciones del Estado con su entorno

nacional y supranacional.

En gran medida, la redistribución del poder entre los niveles y agencias del gobierno estuvo vinculada

a los procesos de descentralización y de reforma municipal iniciados en 1989 y, en menor medida, a

otros componentes del programa de ajustes. Como se señaló anteriormente, la elección de los gober-

nadores y alcaldes fue el inicio de una profunda transformación en las relaciones de poder al interior

del Estado. Las gobernaciones y las alcaldías se convirtieron en instancias de poder efectivas y no en

simples eslabones en las relaciones entre el gobierno central y los ciudadanos. El resultado fue un

gradual, aunque desigual, desplazamiento de muchas decisiones desde las agencias del gobierno cen-

tral hacia los gobiernos subnacionales. Esto no significó necesariamente un debilitamiento del go-

bierno central, como han dado a entender algunos de los opositores de la reforma. Por el contrario, en

muchos casos, contribuyó a un fortalecimiento de algunas agencias del gobierno central, al permitir-

les concentrarse en la toma de decisiones y en el desempeño de funciones que por razones de escala o

territorialidad sólo ellas podían desempeñar eficientemente.

Ciertos autores han señalado también la redistribución que, en el marco de los programas de ajuste

estructural, han ocurrido al interior del Estado, incluso entre diferentes agencias del gobierno central.

El hincapié, por ejemplo, otorgado a las políticas de apertura comercial y financiera hacia mercados

cada vez más globalizados, fortaleció a algunos ministerios, en detrimento de otros. Otro ejemplo es

la pérdida de poder experimentado por los ministerios sectoriales, durante el primer período del pro-

grama de ajustes, cuando se enfatizaron los efectos sectorialmente neutros que debían tener las polí-

ticas publicas.

La reforma del Estado estuvo vinculada también a cambios en la distribución del poder entre el

Estado y los ciudadanos, y entre los ciudadanos mismos. Pero, ¿quiénes fueron los ganadores? Y,

¿quiénes los perdedores?

Uno de los postulados básicos de los proyectos de ajuste y reforma desde sus inicios fue el fortale-

cimiento de la sociedad civil. El supuesto es que los agentes sociales organizados estarán en mejores

condiciones para limitar las actuaciones arbitrarias de los gobernantes, haciendo más transparentes y

democráticos los procesos de toma de decisiones. La descentralización como política para acercar

1 7 2



A
n

á
li

s
is

 c
o

m
p

a
ra

ti
v

o
 y

 s
ín

te
s

is

los centros de toma de decisión y los niveles de ejecución a los ciudadanos constituye un medio para

el logro de este fin. La desburocratización de las agencias del Estado, entendiendo por ello la reduc-

ción de los trámites burocráticos y el establecimiento de procedimientos administrativos más trans-

parentes y eficientes, constituía otro medio para el logro del mismo objetivo.

Es evidente que en la medida en que estos objetivos se han cumplido, en alguna medida todos somos

ganadores. Pero no todos estamos en las mismas condiciones ni necesitamos de los mismos servicios

del Estado ni los utilizamos de la misma manera. Tampoco todos tenemos las mismas posibilidades

de influir en la toma de decisiones o de supervisar la ejecución de las políticas públicas.

Es casi un lugar común señalar que «no existen reformas sin presión desde la base», que sólo el forta-

lecimiento de la sociedad civil hará avanzar las reformas. El problema es ¿qué entendemos por socie-

dad civil? en realidad el concepto engloba a un gran conjunto de agentes con multiplicidad de intere-

ses. En un bando pudiéramos ubicar a todos los que conviene la reforma, y en el otro a todos a

quienes perjudica. El problema se complica porque «la reforma» constituye en realidad un conjunto

bastante complejo de políticas públicas. Diferentes políticas darán origen a diferentes respuestas,

provenientes de la «sociedad civil».

Si consideramos a «los perdedores», es decir a quienes perjudica la reforma en su conjunto o alguna

política específica, encontramos lo siguiente. No es lo mismo las respuestas de los agentes que tenían

intereses creados con el ancien régime porque se beneficiaron con sus políticas y que ahora temen

perder sus privilegios, que las respuestas de quienes se sienten excluídos de los beneficios del proce-

so pero tampoco antes fueron beneficiados por las políticas del estilo de crecimiento anterior. A los

primeros se refería Brewer-Carías cuando señaló que «(la reforma enfrenta) resistencia de los centros

tradicionales de poder que tratan de desvirtuar, desprestigiar o retardar el proceso» (Brewer-Carías,

1994:75). Estos intereses no son sólo, como lo sugiere Brewer-Carías, los de agentes privados al

exterior del Estado, sino también los intereses enraizados en el Estado mismo, es decir, de quiénes

toman decisiones públicas. Por esto el peligro de una contrareforma no proviene únicamente de los

agentes sociales «privados», por ejemplo, de los intereses proteccionistas de los empresarios «nacio-

nales», y en particular de aquéllos que surgieron y crecieron al amparo de las políticas públicas sino

también, y sobre todo, de los grupos con poder político, quienes desde dentro del Estado o próximo a

él, temen ser desplazados de las posiciones que antes ocupaban. Así se explica, por ejemplo, por qué

uno de los componentes de la reforma, la política de descentralización, encontró tanta oposición

desde el gobierno nacional por quienes ven en ella la posibilidad de una aún mayor pérdida de poder
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para los partidos políticos tradicionales, los cuáles hasta fecha reciente eran los mediadores privile-

giados entre las diferentes instancias del Estado y los electores.

En otro bando diferente habría que ubicar las respuestas de quienes se oponen a la reforma, o a algún

aspecto de ella, porque consideran que sus efectos son excluyentes para ellos. En este bando ubica-

mos, por solo citar algunos ejemplos, tanto a los habitantes rurales que en el municipio Cajigal se

organizan y luchan por tener un mayor o mejor acceso a los servicios públicos como a los inmigran-

tes colombianos que en Pueblo Llano luchan por lograr un estatus social no discriminatorio en el

mercado laboral o en el acceso a los servicios públicos. Ubicamos también en este mismo bando a los

paperos de Pueblo Llano y otros municipios andinos, en su lucha por lograr un mercado «adminis-

trado» y no regulado por el libre juego de la oferta y la demanda entre Colombia y Venezuela, pues en

el fondo no están luchando por un regreso a un pasado proteccionista o interventor, sino por políticas

compensatorias que tomen en cuenta los costos sociales del ajuste y los costos económicos de la

reconversión productiva.

El dilema político de esta reforma del Estado, particularmente porque uno de sus objetivos es hacer

más transparentes y democráticos los procesos de toma de decisiones es que, en ocasiones, los que

toman decisiones necesitan incrementar sus márgenes de maniobra a fin de hacer avanzar el proceso,

y así estar en mejores condiciones para evitar que los intereses creados con el ancien régime logren

revertir sus resultados en el corto plazo. Pero, a la vez, los que quieren hacer avanzar las reformas

necesitan construir su legitimidad a fin de garantizar su sustentabilidad en el largo plazo mediante la

inclusión del mayor número posible de ciudadanos en sus beneficios, con el menor costo y en el

menor plazo posible.

La reforma como redistribución del poder entre el Estado y los ciudadanos comporta por lo tanto

múltiples procesos de negociación. Es un proceso fundamentalmente político y no de una supuesta

racionalidad económica, inmanente en unos mecanismos del mercado ajenos a las instituciones crea-

das por unos agentes sociales con múltiples fines y valoraciones, como muchos han creído erró-

neamente.

Por último, la reforma supone una evidente redistribución del poder político entre el Estado-Nación y

los agentes de poder supranacionales. No es éste, sin embargo, un fenómeno exclusivo de los países

endeudados que tuvieron que acudir a las agencias multilaterales a fin de resolver problemas coyun-

turales de balanza de pagos, o más estructurales vinculados a la necesidad de insertarse en los merca-

dos globalizados mundiales o en los circuitos financieros internacionales. Es un fenómeno global

1 7 4



A
n

á
li

s
is

 c
o

m
p

a
ra

ti
v

o
 y

 s
ín

te
s

is

que, en mayor o menor medida, afecta a todos los países. Una de sus manifestaciones es el forta-

lecimiento del multilateralismo: el poder supranacional creciente de instituciones como el FMI, el

Banco Mundial, o más recientemente la Organización Mundial de Comercio (OMC). Otra de sus

manifestaciones es la cesión de soberanía que supone el surgimiento de áreas de comercio preferen-

cial que tienden a la conformación de bloques regionales de poder. Transferencias de soberanía y

poderes que actualmente forman parte de las estrategias de crecimiento económico de todos los esta-

dos nacionales a fin de resolver sus problemas de demanda efectiva, cambio tecnológico, y competiti-

vidad. Ambas dimensiones del fenómeno se basan en el surgimiento de mecanismos de regulación

supranacionales, institucionalizados mediante el fortalecimiento de las agencias multilaterales.

El problema, sin embargo, para los países deudores como Venezuela es que este nuevo orden geo-

político mundial, sigue estando basado –como el que lo precedió– en una distribución jerárquica del

poder, y profundamente inequitativa de la riqueza.

Es en este marco global que habría que pensar la redistribución del poder que se ha operado entre el

Estado y las agencias multilaterales con posterioridad al inicio de los programas de ajuste estructural

en Venezuela. Durante el período 1989-1992 hubo una evidente cesión de soberanía desde el gobierno

nacional hacia las agencias multilaterales. No sólo el peso que estas agencias lograron en la defini-

ción de la agenda de políticas públicas y su ejecución, sino también la casi completa autonomía con

la que el ejecutivo nacional pretendió actuar frente al poder legislativo y la mayoría de los sectores

sociales internos, constituyen evidencias de la pérdida de autonomía externa (i.e. de soberanía nacio-

nal), paralelamente a una creciente autonomía interna durante el período. Por el contrario, la suspen-

sión de negociaciones con el FMI y la renegociación del PITSA con el Banco Mundial, ambas en 1993,

constituyen ejemplos de los márgenes de maniobra que logró el gobierno nacional frente a los agentes

de poder externos, en gran medida como resultado del restablecimiento de la legitimidad del gobier-

no frente a  los agentes sociales internos.

La crisis financiera con la que se inauguró el actual gobierno en 1994 constituyó, sin embargo, una

prueba fehaciente del reducido margen de posibilidades que el proceso de globalización de merca-

dos, y particularmente de los mercados financieros mundiales, impone a las políticas públicas del Es-

tado nacional. La lección que tuvo que aprender la sociedad venezolana es que todavía existen márge-

nes de maniobra de los gobiernos nacionales en el marco de la globalización, pero que son relativa-

mente estrechos. De modo que en abril de 1996, cuando el gobierno nacional firmó nuevamente un

programa de ajuste con el FMI, las reglas del juego estaban mucho más claras para las partes.

1 7 5



L
a

 R
e

fo
r

m
a

 d
e

l 
E

s
ta

d
o

 e
n

 V
e

n
e

z
u

e
la

.
E

l 
s

e
c

to
r

 p
ú

b
li

c
o

 a
g

r
íc

o
la

 y
 e

l 
p

ro
c

e
s

o
 d

e
 d

e
s

c
e

n
tr

a
li

z
a

c
ió

n
 

Para concluir, existen en la literatura académica dos imágenes sintéticas del proceso que, a la luz de

este estudio, parecieran ser fundamentalmente erradas. Una es la imagen del ajuste estructural y la re-

forma del Estado como un proceso incremental, lineal e irreversible. Ésta es la teoría implícita en el

criterio de condicionalidad sobre el que se han basado hasta el presente la mayoría de las agencias

multilaterales. Lo importante, según este enfoque, es comprometer a los gobiernos con un conjunto

de reformas, que al comenzar a ser instrumentadas conducirán inevitablemente a otras más, no sólo

en virtud de los compromisos internacionales suscritos por los gobiernos sino, principalmente, en vir-

tud de la lógica implícita del mercado. Otro enfoque, que generalmente se asocia con Karl Polanyi, es

el que percibe el proceso como pendular y cíclico. Las políticas liberales (hoy diríamos neo-liberales)

sólo tienen como resultado un capitalismo desenfrenado. Las fuerzas del mercado, si no son cuidado-

samente controladas por el Estado o por la sociedad civil, generan poderosos mecanismos destructivos

del tejido social. Con el tiempo, sin embargo, estas mismas fuerzas generarán sus contrarios, por lo

que serán irremediablemente contrarrestadas por formas de acción colectiva dirigidas a controlarlas.

A diferencia de ambas visiones idealizadas del proceso, la imagen que surge después de este largo

itinerario por la reforma del Estado venezolano, es que la direccionalidad que ella ha seguido no ha

sido ni completamente incremental o lineal, ni tampoco completamente pendular. En el curso del

proceso se han producido también innegables retrocesos y cambios de rumbo, sobre los que han

actuado múltiples contingencias. Ambas visiones del proceso son ingenuas y unidimensionales, pues

otorgan un excesivo énfasis a una supuesta lógica inmutable del mercado. Por el contrario, los pro-

cesos de ajuste y de reforma del Estado que en el actual período de globalización experimentan mu-

chos países, son mucho más indeterminados y complejos que lo que ambos enfoques plantean, ya

que en gran medida dependen de contingencias de todo tipo, así como de los inesperados resultados

de múltiples procesos de negociación entre todos los agentes involucrados.
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